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PRESENTACION 
El SENA ha cons iderado un deber continuar con la gran tarea de procurar 
e l mejo ramiento de la fo rmación profesional, porque entiende que una o por-
tun a e inteligente fo rmación y preparación profes ional constituyen no so-
lamente una de las princ ipales obligaciones del Estado, sino también la 
mayor garantía de la libertad de los ciudadanos. 
La fo rmación profesional, como expres ión de los fenómenos económicos y 
soc ia les, cambia con e ll os y su desarrollo se hace más imperioso en la me-
di da que aumenta La complejidad de la vida, exig iendo consecuencialmente 
mayo res esfu erzos . 
En e l contexto de las áreas po líti ca, económica y social, e l sector educa-
c ión es pri oridad principal, por ello estamos convencidos de la validez de 
la premisa que sin un a población fo rmada, es imposibl e lograr Las metas 
de l desarroll o de una nac ión. 
Con g ran satisfacc ión, el SENA registra la importancia de l es tudio realiza-
do po r e l profesor urug uayo Héctor Hugo Barbage lata " Form ación y Le-
g islación del Trabajo : Tendencias de las recientes legislaciones sobre for-
mación profesiona l", publicación C INTERFOR/OIT, que reconoce desde 
e l punto de v ista legal, un acumul ado de instrumentos no rmativos, así como 
concep tos de la dualidad instituc ión de form ación-empresa, o fo rm ac ión 
compartid a, estableciendo la neces idad de ajustar su normati v idad actual, 
c reando e l contex to apropi ado en e l que se debe inic iar e l proceso de 
ree labo ración normativa, que retroalimenta y enriquece los modelos ex is-
tentes en la actualidad. 
De esta manera, contaremos con nuevos e lementos de análi s is para es ta-
blece r mús y mejores resultados en la tarea de qui enes venimos trabajando 
en un a instituc ión de formación como la nuestra. 
Debemos continuar trabajando por la co nquista de un nuevo orden econó-
mi co, político y social que traducido a términos más comprensivos, es la 
mejora de la condición de la vida humana para todos los colombianos, bus-
cando una sociedad integrada en la armonía y la prosperidad para que el 
progreso circule por todas las arterias del organismo nacional. 
Como parte de las actividades para mejorar cada vez más la prestación de 
su servicio, el SENA presenta este documento que se muestra como pione-
ro en las investigaciones en este campo y que constituyen una base para el 
desarrollo de las tareas que adelanta nuestra institución. 
Con él se permite igualmente hacer un balance para apreciar el alcance y 
trascendencia de las iniciativas que consideramos viables para el mejora-
miento de nuestro servicio, así como establecer el dimensionamiento de la 
tarea que tiene al frente la administración. 
Rafael L. Ramírez Z. 
Director General SENA 
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Prólogo-
Muchas de nuestras sociedades industriales están experimentando una mutación 
dinámica causada principalmente por la tecnología, que nos lanza hacia la era de la 
información y las comunicaciones. Los cambios son tan rápidos, dramáticos, e 
inevitablemente también tan creativos como destructivos desde el punto de vista social , 
que no logramos controlarlos de manera sat isfactoria, sobre todo en lo "social". 
Es por ese motivo que la mudanza constituye a la vez una crisis para nuestros 
sistemas de legislación y de relaciones industriales - políticas sociales inclusive- como 
lo demuestra claramente la creciente fracture sociale . 
Al mismo tiempo, otras comunidades locales y cientos de millones de trabajadores 
continúan dedicándose a las actividades agrícolas tradicionales, lo cual ilustra 
claramente que nuestro mundo - aunque se le llame "aldea global"- avanza a distinto 
ritmo en distintas partes. 
Lo que se está dando en nuestro mundo desarrollado no es tanto una transición de 
una sociedad agrícola hac ia una industrial, y ahora hacia una de servicios/ 
información, donde estaría concentrada ia mayor parte de la población activa, sino más 
bien que los diversos sectores se fusionan entre sí, se transforman en uno solo, de modo 
que el de la información predomina y en cierto sentido absorbe a los sectores agríco la 
e industrial. 
Esta realidad se hace evidente si analizamos los elementos que conforman el costo 
de un producto dado. Tomemos, por ejemplo, la estructura del costo de un automóvil. 
Dicho costo no depende primordialmente de lo que se paga a los obreros de la línea de 
montaje; su pa11e principal son gastos de concepción, diseño, investigación, publicidad, 
servicios financieros, distribución, marketing, seguros, etc. En resumen, diversos 
servicios o formas de conocimiento, que pueden obtenerse también de sitios lejanos por 
medio de bits. 
Dicho de otro modo, las fuentes de valor agregado están pasando de lo material a 
lo inmaterial , del producto hacia el conocimiento, la propiedad intelectual... el 
al macen ami en to, la manipul ación y distribución del conocimiento. Estos 
conocimientos son tan ricos, tan variados, y evolucionan con tanta rapidez que es 
imposible que ninguna empresa los tenga siempre a mano; por otra parte, no es 
necesario ya que los datos pueden obtenerse a través de carreteras tecnol ógicas de 
información-comunicación, a veces desde regiones muy distantes, como señalamos 
más arriba. 
Estos factores llevan a una eclosión de las empresas de mayor envergadura, en un 
proceso de tercerización mediante el cual se externalizan las tareas y servicios que otras 
compañías pueden llevar a cabo mejor y más económicamente. Esto permite una 
interacción competitiva de subcontratantes que abarata, mejora y acelera servicios. 
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Dichas tendencias a su vez conducen a cadenas de contratos (económicos) entre los 
proveedores externos en un extremo y las PYME en el otro, constituyendo redes. 
Simultáneamente, las relaciones laborales se van descentrali zando, y las relaciones 
de empleo se individualizan. Muchos ex empleados se convierten en consultores 
independientes que procuran manejar su propia cartera de clientes y se integran a las 
redes en proyectos de mayor o menor duración. Son más libres, pero mucho más 
inseguros . 
Sucede así que muchas personas están perdiendo sus empleos, y con el tiempo 
algunas de ellas consiguen otros que - como acertadamente Jo sei'íala Robert Reich , 
profesor y Secretario de Estado de los EE.UU.- son más complejos, pues requieren 
competencias para la solución de problemas. 
No es necesario decir que todo esto tiene un enorme impacto en las necesidades 
educativas y de formación profesional. 
La educación/formación profesional adquieren cada día más importancia porque 
tienen que acompai'íar a los futuros empleados al nuevo mundo del trabajo, y 
prepararlos para actuar en él , teniendo en cuenta los diversos ritmos de desarrollo de 
las diferentes regiones y subregiones del mundo. 
Podemos afirmar sin vacilación alguna que la mejor seguridad para el empleo en la 
actualidad es el derecho a la formación y adquisición de competencias que faciliten a las 
personas un trabajo redituable, ya sea como empleados, trabajadores independientes o 
empresarios. 
Por ende las "destrezas de comunicación", el savoir etre, son tan importantes como 
los conocimientos básicos o técnicos. En la sociedad de la información es más que nunca 
importante que los trabajadores sean pro-activos, vean los problemas, ayuden a 
resolverlos y colaboren en equipos. 
Para otros, la adquisición de competencias básicas como la lectura y la escritura 
pueden también ser pasos importantes para una participación significativa en un 
mundo cada vez más complejo. 
Por lo tanto, el estudio del Profesor Héctor-Hugo Barbagelata sobre cómo estamos 
situados ante el derecho a la educación/formación profesional y las condiciones en que 
se lo aplica, es más que bienvenido. De especial importancia es su relevamiento del 
aprendizaje, ya que existe una creciente necesidad de establecer puentes entre la 
escuela y las empresas. 
El derecho a una educación/formación profesional permanente debe ser, hoy más 
que nunca, una meta proclamada como elemento de justicia social , tal cual la persigue 
la OIT en forma tan acertada. 
El estudio del Profesor Barbagelata ofrece un cuadro completo y detallado de los 
derechos a la formación profesional, y constituye un testimonio más de la gran 
tradición sudamericana de erudición legal en asuntos laborales. 
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Presentación 
El presente estudio de legislación comparada sobre la formación profesional en el 
mundo , realizado por una autoridad de renombre internacional en la materia como es 
el Profesor uruguayo Héctor-Hugo Barbagelata, constituye un aporte de gran signifi-
cación al debate actual en torno a la reforma de las políticas y sistemas de formación 
para hacer frente a las nuevas necesidades de un mundo del trabajo en rápida y pro-
funda transformación. 
En efecto, ante el impacto de la globalización de la economía, de la liberalización 
de los mercados, de la innovación tecnológica y de la reestructuración de la producción 
y del comercio, se apunta cada vez más a la inversión en la capacidad humana como 
respuesta al desafío implacable de la competitividad a que están sometidos los países, 
las empresas y los propios individuos. 
Los cambios en la organización y gestión de los procesos productivos y en el con-
tenido de los puestos de trabajo, están generando una verdadera revolución en la for-
ma de adquirir, construir, adaptar, enriquecer, utilizar, reconocer, valorar y retribuir las 
calificaciones de la fuerza de trabajo. Simultáneamente, en el esfuerzo por llegar a ser 
o por permanecer competitivos en el mercado mundial , la mayoría de los países han 
optado por una senda de crecimiento económico que no ha demostrado ser capaz de 
generar el número y calidad de puestos de trabajo requeridos para absorber la capaci-
dad productiva de los hombres y mujeres que desean y están disponibles para trabajar. 
. Ante este panorama, las presiones y expectativas se vuelcan hacia la reforma de 
los sistemas de educación y formación para el trabajo, cifrando en ellos la capacidad de 
limar los desajustes entre la oferta y demanda de mano de obra, y de conciliar los 
imperativos de crecimiento económico y equidad social sobre la base de la calidad del 
capital humano. Tanto en los países industrializados como en aquellos en transición y 
en los que se encuentran en diversas fases en su vía de desarrollo, las políticas y siste-
mas de formación se enfrentan a un riguroso escrutinio y exhiben una renovada diná-
mica en la búsqueda de su modernización para lograr mejores niveles de eficiencia, 
eficacia y equidad. 
Si como afirma el autor de este trabajo adoptando el criterio de Emile Durkheim, 
la legislación es la llave maestra para el conocimiento de la realidad social, el presente 
estudio comparado es de vital interés para sustentar la renovación y reforma de los 
sistemas de formación profesional. 
Por una parte, el minucioso examen que nos brinda el Profesor Barbagelata sobre 
la legislación vigente en este campo en un gran número de países de todos los conti-
nentes, pone de manifiesto la situación existente, así como las preocupaciones e inten-
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ciones reflejadas en la ley al momento de su promulgac ión . Por otra, el riguroso análi -
sis comparado de la legis lació n emanada durante e l último lustro en un a di vers idad de 
países nos informa so bre las tendencias a ni ve l internac ional , dejando al descubi erto 
los avances y brechas de dicha legislac ión y desde luego, in sinuand o la di stanci a que 
puede ex istir entre la normati va ex istente en materia de formación profesiona l y e l 
grado de aplicac ión efectiva de dichas disposiciones lega les en la realidad. 
La so la constataci ón de la frecuencia, riqu eza y profundidad que la normati va 
so bre la formación profes iona l vien e adquiriendo en el marco de la nueva legislac ión 
del trabajo, transluce la rel evanci a que el tema viene adquiri endo en el contexto más 
amplio de las políticas de recursos humanos, de las po líti cas de empleo, y de las políti-
cas laborales y soc iales. En un plano más profund o, el autor identifica al menos cuatro 
conju ntos de tendencias verificadas en la normati va mundial: 
i. Enfasis en las consideraciones económicas y en la inse rción en el empleo 
La comparac ión de las leg islac iones recientes sobre form ac ión profesional mu es-
tra, es pecia lmente en los países en desarroll o, un claro proceso de reformul ación de 
objeti vos. De ac uerdo a esto, se enfati za el papel de la formac ión profesional en rela-
ción con obje ti vos económicos y de inserci ón laboral, aunqu e «s in abandonar en todos 
los casos la con siderac ión de fin alidades ed ucati vas y las referencias a la contribución 
de la formación profesional a la rea li zación y al desarrollo de los individuos y al mejo-
ramiento de los niveles de vida de los trabajadores». 
Según el autor, aparecen tres objeti vos en relación con las dimens iones económica 
y de em pleo de la formac ión profes iona l, los qu e adoptan di versos grados de predomi-
nio en cada legislac ión: 
sati sfacer la neces idad de la respecti va comunidad nac ional de contar con Jos 
recu rsos humanos ap tos para mantener o impul sar su desarro ll o económico; 
sati sface r las necesidades de las empresas en cuanto a di sponer de mano de 
ob ra cua lifi cada, y consiguientemente , ubicación de éstas en el centro de atención de 
los sistemas de formación profes iona l; y, 
ayudar a la in serción y reinserción en el mercado del empleo. 
ii. Extensión del reconocimiento del derecho a la formación 
La extensión del reconocimiento del derecho a la formación aparece con relati va 
anti güedad a nivel de la norm ati va internacional , hab iéndose pe rfecc ionado a tra vés 
de sucesivas normas. Desde el Preámbulo de la Co nstitución de la OIT ( 19 19). y la 
Declaración de Fil adelfi a ( 1944), aparece el reconocimiento del derecho a la form ac ión 
profes ional. 
Más all á del ámb ito intern ac ional, a ni ve l de las legis lac iones internas de los paí-
ses, si bien aún no de modo ge nerali zado, aparece acog ido en vari as leyes recientes el 
reconocimiento de aquel derecho . 
iii. Incremento del proceso de descentralización 
Cuatro modalid ades, a su vez, ubica el Profeso r Barbage lata como las form as en 
que opera el incremento de l proceso de descentrali zac ión ve ri ficado en la leg islación 
rel ati va a la formac ión profes iona l: 
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por la generali zac ión de la par ti c ipac ión de los inte rl ocutores soc ia les en la 
fo rmulaci ón de la política de formación , e in cluso en aspectos vin cul ados con las medi-
das para su apli cac ión y e n e l funcionamiento de los se rvicios correspond ientes; 
por la integración de acc iones y se rvici os privados en los s istemas nac ionales 
de formación con centro en la empresa; 
por la nueva asignación de los rec ursos des tin ados a l financiamiento de la 
form ac ió n; y, 
por los procesos de descentrali zac ión territorial en la co ndu cc ión de los s iste-
mas y en las acc iones de fo rmac ión. 
iv. Aumento de la importancia asignada a la formación práct ica y consecuente 
desa rrollo de nuevos contratos de trabajo y formación , y revalorización 
del contrato de aprendizaje 
De a lgun a forma como coro lar io de las an teriores tendencias, aparece la ubicación 
en un a pos ición de preeminencia de la fo rm ac ión práctica a nive l de la empresa. A 
partir de esto, se ver ifica efectivamen te en las legis laciones recientes «la configurac ión 
de nu evos modelo s de contratos y relaciones laborales de form ación y desde luego una 
reva lo ri zación de l contrato de aprendi zaj e.» 
El autor consagra un a parte sustancia l del estudio a la normati va sobre el contrato 
de ap rendizaj e, que encarna la combinació n e integraci ón de las tendencias antes apun-
tadas en un ámbito específico, cual es e l de la formación de jóvenes para el empleo en 
un esquema de trans ici ón ent re la esc ue la y e l trabajo. E l análisis crítico rea lizado por 
el Profesor Barbage lata sobre el ap rendi zaje, y las recomendac iones que nos proporcio-
na en re lac ió n con su regul ación, son de alta pertinenci a en un momento en que países 
de var iad a trayectoria en e l montaje y funcionamiento de políticas y programas de 
formación de j óve nes, vue lca n un a nu eva e interesada mirada hac ia e l rescate de los 
pr inc ipi os esenciales que subyacen a las d iversas modalidades y expresiones del apren-
di zaj e ensayadas a lo largo y ancho de l mundo. 
La realizac ión de este estudi o v iene a cump lir un objetivo co mpartido por e l Ser-
vicio de Po líticas y Sistemas de Formació n de la OJT (POLFORM) en e l ámbito mun-
dia l, y por Ci nterfor en e l ám bito ame ricano , c ual es e l de proporci onar a los pa íses 
mi embros de la O IT y en especial a sus gobi e rno s y organizaciones de empl eadores y 
de trabajadores, un instrumento de o ri e ntac ión leg is lativa para a l definición de las 
opc iones y derroteros de cambio en las polí ti cas y s istemas de formación profes ion al. 
POLFOR M y C in terfor se honran en publi car y difun d ir de manera co njunta e l 
prod uc to de dich o estudio encomendado a l Profeso r Barbagelata. Es ta, la primera 
ed ic ión, se publica en español en homenaj e a l propio autor y destinado en pr imi cia a 
los paí ses de América Latina. 
Ma ría Angé li ca Ducci 
Jefa del Servicio de Políticas y Sistemas 
de Formación de la O IT (POLFORM) 
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Formación y legislación del trabajo 
Introducción 
§1. Precisiones preliminares 
l. Una investigación sobre la legislación en materia de formación 
profesional requiere, antes que nada, un esclarecimiento sobre lo que se 
entiende por los términos que integran su objeto y conforman el título 
del presente estudio. 
El primero de dichos términos, legislación, no exige demasiadas 
explicaciones, salvo en cuanto a precisar que se le toma en su sentido 
más amplio; abarca, cualquiera sea la designación con que se las conoz-
ca en cada país: las normas constitucionales; las leyes emanadas de los 
órganos legislativos centrales; las adoptadas por los estados o provin-
cias, miembros de un Estado federal; las ordenanzas municipales ; así 
corno los reglamentos dictados por los órganos ejecutivos e incluso por 
entidades administrativas de diversa naturaleza jurídica y, en particu-
lar, por las instituciones de fonnación profesional. 
2. La expresión formación profesional (FP), plantea mayores difi-
cultades a una investigación como la que se ha encarado. 
Ello es así no sólo por cuanto falta un acuerdo generalizado sobre lo 
que significa, sino por varios otros factores, tales como el uso promiscuo 
de múltiples términos, 1 que no siempre pueden considerarse sinónimos, 
Basta con co tejar los instrumentos internacionales más importantes para convencerse de cuanto se acaba 
de expresar. En ellos, se utilizan - en su versión en espa~ol- los siguientes términos, aparentemente con 
el mismo o muy similar alcance: «Fonnación profesional>>, o simplemente «Formación>> (Decl. de Filadelfia, 
111-b; Res. 3a. Conf. de los EE. de América Miembros de la OIT; CIT, No. 140, Proemio y arts. 2-a, 4, 6 y 1 O-
A; CIT, No. 142, Proemio y arts. 1.1. , 3.2, 4.5; CSE, art . 10; UE, Regto. CEE 33/75 Dir. sobre lg. de trato/ 
1976; Res. Cons. 2.06.83, 11.07 .83 ; Dec. 85/368/CEE; etc .); e< Fonnación técnico profesional>> (PIDESC, art. 
6 .2); C.S.E., (art . 10-1 ); «Educación profesional y técnica>  (CIAGS, art . 4; < Instrucción técnica y profesio-
nal» (DUDH, art. 26 .1 ); «Capacitación>> (Conv. s. Der. del Ni~o/ 1989, art . 23-3); «Capacitación profe-
sional» (Conv. s . Elim. de Todas las Formas de Disc . de la Mujer, art . 1 O-A); «Capacitación Técnico-
profesional>> (PSS, art . 6o.-2); «Preparación profesional>> o «Para la actividad profesional>> (UE, Rec. 
Com. 6.07 .77; Res. Cons . y de los Min. de Ed., 15 .01.1980; Dec. Cons. 87/569/CEE); etc. Todo lo cual, sin 
contar las expresiones «adiestramientO>>, o «adaptación al puesta>>, y otras utilizadas por algunas legis-
laciones . 
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y las dificultades suplementarias que derivan de la traducción a distin-
tos idiomas. 
En cualquier caso, a los efectos de esta investigac ión, no se ha inten-
tado determinar matices o variantes entre las diversas expresiones, sino 
que todas se han considerado comprendidas dentro de su campo, en el 
entendido que se refieren a una misma cosa. Esto es, a las modalidades 
de formación que se imparten «principalmente fuera del sistema formal 
de educación, ya sea en una empresa o en un centro de formación para 
los trabajadores» ;2 o vistas desde otro ángulo, a todas las modalidades 
de formación dirigidas a capacitar para el desempeño de una ocupación 
laboral y proveer de una - cualificación profesional, exceptuadas las de 
nivel superior. 
3. Semejante definición de la expresión formación profes ional no 
atiende, por consiguiente, a lo que ésta debería ser, o a las condiciones 
que debería reunir para merecer esa denominación , la prestada concreta-
mente por determinada institución, centro o empresa, en tal o cual país. 
Es decir, que la definición instrumental que se manejará para traer a 
colación las normas de los distintos países , no se corresponde con el 
enfoque conceptual del punto 2.1 de la Recomendación 150/1975 .3 Lo 
cual es sin perjuicio de tenerla muy en cuenta en una segunda mirada a 
esas mismas leyes o a los sistemas de formación profesional que crean; 
en particular, en cuanto a la determinación de si satisfacen cumplida-
mente las exigencias del derecho a la FP y las legítimas expectativas de 
sus titulares. 
4. Por una razón que debe buscarse en el objetivo perseguido, la 
investigación y por tanto el presente informe, se circunscribirán a las 
normas que directamente tratan de la formación profesional tal como ha 
quedado definida precedentemente . 
O sea, que no obstante la extensión atribuida al término legislac ión, 
no se incluyen en el campo de la investigación, ni en el presente estudio, 
los dispositivos que se relacionan con ella, pero que pertenecen al ámbi-
to del sistema educativo o al de la legislación escolar. 
5. Corresponde agregar, para terminar con estos esclarecimientos 
preliminares, que la circunstancia de que esta investigación trate só lo de 
la legislación sobre FP, con la extensión indicada, no debe ser interpreta-
da como un desconocimiento de la significación que poseen otras fuen-
tes para el derecho de la FP; ni tampoco, como un puro ejercicio formal 
J.R. Hemández Pulido, Relaciones industriales y FP, Mexico, INET, 1978, p.39-40 y notas 26 y 27 a p. 52 y 53 . 
El texto resultante de la disposición citada considera que el centro del concepto consiste en "descuhnr y 
desarrollar las aptitudes humanas para una vida activa, productiva y sati.~fOctoria y, en unión con las d{ferentes 
fOrmas de educación, mejorar las aptitudes individuales para comprender individual y colectivamente cuanto con· 
cierne a las condiciones de trabajo ya/ medio social e influir sobre ellos". 
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que se desentiende de los datos de la realidad y de la efectiva vigencia 
de las normas establecidas . 
Muy por el contrario, se tiene perfecta conciencia de la importancia 
que poseen en materia de FP esas otras fuentes; en especial, los acuerdos 
tripartitos o interprofesionales y, en términos generales , la negociación 
colectiva en cualquiera de su niveles. Asimismo, se está muy lejos de 
contentarse con el mero conocimiento de la letra de leyes que, en mu-
chas partes , no han tenido siquiera comienzo de aplicación y, en casi 
todas , tienen una vigencia, efectividad y eficiencia limitadas . 
Aparte de las casi insuperables dificultades que presentaría una 
investigación de esa dimensión , y el desequilibrio de la información que 
podría obtenerse en un marco que pretende establecerse a escala mundial , 
militan para circunscribirla a la legislación, tal como surge de los textos, 
otra clase de argumentos, que se expondrán en la sección siguiente . 
§2. Objeto y método 
6. El propósito que se tuvo al encarar esta investigación fue el de 
tratar de averiguar cómo se veía, en el mundo de hoy, la problemática de 
la FP y hacia dónde se orientaban las correspondientes respuestas . 
Para ello, se entendió que podía ser un camino apropiado realizar un 
examen de la legislación sobre el particular, dictada en estos últimos años . 
7. La justificación de esa forma de realizar el relevamiento de los 
problemas y las soluciones que se están dando en los distintos países , 
parte de la aceptación del criterio de Emile Durkheim, según el cual la 
legislación es la llave maestra para el conocimiento de la realidad social. 
Corresponde tener en cuenta, además , que los textos normativos, al 
margen de su puesta en aplicación, documentan lo que los juristas des-
de tiempos antiguos llaman mens legis , esto es, el propósito perseguido 
por la ley y, consiguientemente, nos informan sobre las cuestiones teni-
das en consideración y sobre el curso que se quiere que sigan. 
Dicho de otro modo, el conocimiento de la legislación habilita a rea-
lizar una doble lectura de ella: en cuanto instrumento para tener una 
noticia de la situación existente al momento de su promulgación y, al 
mismo tiempo, como expresión de una intención que , en general , es la 
de provocar en ella modificaciones o alteraciones de mayor o menor 
entidad, aunque no pocas veces , gatopardianamente, se trate de intro-
ducir cambios para que todo siga igual. 
8. Si la legislación pone en evidencia preocupaciones e intencio-
nes, que por los órganos de los que emana puede conjeturarse que son 
las dominantes en un país dado y en un momento determinado, no re-
sulta en absoluto aventurado desprender de su conocimiento las líneas 
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de tendencia por las que se encamina, en un determinado asunto , la 
sociedad en las que han sido adoptadas. 
Referida la cuestión a la FP, la investigación de la legislación recien-
te aparece entonces como un método adecuado de prospección de las 
tendencias que se advierten en cada país sobre sus posibles derroteros . 
9. En cuanto a la definición del ámbito temporal sobre el que se 
desenvuelve el proceso de generación de las normas jurídicas que co-
rresponde examinar para detectar las tendencias, la muy acelerada mar-
cha del tiempo social por el que actualmente transitan los individuos y 
las naciones, lo ha acortado considerablemente en relación con el que 
hubiera sido necesario tomar en consideración en el pasado. 
Puede pensarse, incluso, que los impulsos actualmente dominantes 
pueden y hasta deben ser detectados en un lapso no mayor de un lustro 
o, si se quiere, en el marco de la presente década, en el bien entendido 
que no se están estableciendo límites infranqueables, que serían total-
mente artificiales. 
10. En el presente caso, no se trata de saber los problemas por los 
que atraviesa y las soluciones que se procura aportar por la legislación 
en un país determinado, sino a escala mundial. 
Tal emprendimiento tiene algunas ventajas respecto de la indagato-
ria referida a un solo país, pero ofrece mayores dificultades prácticas . 
La ventaja principal de un estudio referido a un número grande de 
legislaciones, respecto de aquel que tiene por objeto la de un solo país , 
cuando de averiguar tendencias se trata, está dada por el hecho de que , 
en un caso singular, pueden sobrevenir mutaciones bruscas, golpes de 
timón que cambien el rumbo súbitamente, circunstancia que, obviamente, 
es difícil que ocurra simultáneamente en varios países. 
l Obis. Son muy grandes las dificultades de un estudio comparado, 
especialmente si se pretende captar las tendencias que se experimentan 
a escala planetaria. A los efectos del razonamiento que se está haciendo, 
se resumirán en las dos principales. 
En primer lugar, y en relación con la definición del ámbito temporal 
establecida precedentemente, podría ocurrir que las consecuencias que 
se extrajeran de la comparación de las legislaciones no fueran válidas, a 
causa de que los procesos legislativos no operaran sincrónicamente en 
un número suficientemente representativo de países como para permi-
tir captar un movimiento o una tendencia conjunta o compartida . 
En segundo lugar, y complementando lo anterior, para que pueda 
pretenderse que se trata de tendencias mundiales, las legislaciones d ic-
tadas durante ese período y consecuentemente sometidas a examen , 
deberían corresponder a todas las regiones geográficas del planeta y a 
países que cubran, en razonable proporción, los diversos grados de de-
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sarrollo humano y económico, respondan a diferentes tradiciones y es-
tén gobernados por variados sistemas políticos. 
11. Tales dificultades no parecen ser insalvables en una investiga-
ción sobre las tendencias de la formación en el mundo de hoy. 
En efecto, la muy grande e imperativa importancia que han asumi-
do actualmente, en todas partes del mundo, los problemas respecto de 
los que existe una convicción generalizada de que la FP tiene algo que 
decir, ha motivado la pareja atención de gobernantes y legisladores de 
los más diversos y distantes países. 
Como resulta patente de la guía temática, no exhaustiva, que se 
incluye como apéndice, esa atención se ha traducido en el período seña-
lado y sus inmediatos antecedentes, en una vastísima legislación, que 
abarca una suficientemente grande cantidad de países, de todos los con-
tinentes y características, como para que pueda afirmarse que se trata 
efectivamente de una muestra representativa del universo consÍderado. 
12. La técnica utilizada sigue las líneas generales de la habitualmen-
te empleada en las investigaciones de derecho comparado. Es decir, que 
luego de un relevamiento, lo más exhaustivo posible, de los textos perti-
nentes, se procedió a contrastar las categorías provisionales resultantes de 
las hipótesis de trabajo con los datos de las legislaciones relevadas. 
A continuación se sistematizaron los datos en función de los crite-
rios establecidos y se fueron efectuando nuevos agrupamientos, . a medi-
da que se eliminaban los detalles secundarios, con vistas a ir alumbran-
do las tendencias generales. 
En todo caso, se ha procurado construir una red de categorías con-
ceptuales, abonadas por referencias a las distintas legislaciones, evitan-
do, en toda la medida posible, la facción de un mero inventario de las 
notas caracterizantes de la situación y las tendencias en la legislación de 
cada país. 
Como consecuencia de lo que acaba de decirse, las referencias a los 
textos legislativos deben tenerse como el respaldo de las aseveraciones 
que se formulan. Por lo mismo, se trata de ejemplos escogidos por su 
nitidez o por la trascendencia que han tenido, que no agotan la lista de 
los casos análogos. 
§3. Plan de la exposición 
13. De acuerdo con lo manifestado precedentemente, se intentará, 
a partir de la investigación cumplida, establecer las líneas de tendencia 
que parecen contar con más generalizada aceptación. 
Ello puede ser encarado de dos maneras . Una primera consistiría 
en tratar de dar una visión global, algo así como una vasta síntesis en la 
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que se procure tomar en cuenta, simultáneamente, la legislación corres-
pondiente a todas las modalidades de formación. 
Una segunda manera, no contradictoria sino complementaria de la 
anterior, se conformaría en un análisis, con un cierto grado de detalle , de 
las diferentes formas que asume la regulación de las acciones de forma-
ción. 
14. A los fines de esta exposición , se procurará seguir, al menos 
parcialmente, los dos caminos antes indicados. 
En consecuencia, se desarrollará una primera parte destinada a pre-
sentar esa visión global de la situación actual y las tendencias que se ad-
vierten, a escala mundial, en la legislación sobre formación. 
En una segunda parte se abordará el examen particular. En el caso, 
sin embargo, el mismo se concentrará en el régimen del · contrato de 
aprendizaje, por varias razones que brevemente pueden resumirse en 
las que siguen: 
a) el contrato de aprendizaje, por diversas causas , es la modali-
dad que presenta en las legislaciones el mayor grado de homogeneidad , 
o sea la que mejor se presta a una comparación que pretenda interesarse 
por algunos detalles ; 
b) en la actualidad, es en esta modalidad que más claramente con-
fluyen las tendencias detectadas como poseyendo el mayor grado de 
generalidad; 
e) existe una firme corriente de opinión a nivel internacional , en 
el sentido de aceptar que se está viviendo, en todas partes , un proceso 
de revalorización del aprendizaje ; 
d) a través de un estudio de la legislación sobre el contrato de 
aprendizaje, es posible conocer cómo se manifiestan ciertas cuestiones 
que interesan a la formación en su conjunto; por ejemplo: la función de 
los órganos de orientación política y de supervisión de las acciones , los 
planes de formación, las condiciones que deben reunir los formadores , 
las relaciones con el sistema educativo, las políticas de promoción , la 
evaluación y certificación de la capacitación, los cuestionamientos a la 
preeminencia alcanzada por la formación práctica, etc. 
14bis. Al desarrollo de esa segunda parte, que como se comprende 
exigirá una mayor extensión, seguirán las conclusiones, en que habrá 
una sección destinada a la recapitulación de lo expuesto sobre las gran-
des líneas de tendencia, y otra con referencias y comentarios a la legisla-
ción sobre el contrato de aprendizaje, en que se incluirán juicios de valor 
sobre su efectividad en relación con el derecho a la formación . 
La obra se completa con varios apéndices (la guía de la legislación 
referida; la lista de abreviaturas y siglas utilizadas y su significado, y la 
bibliografía correspondiente) y desde luego con el índice. 
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1 
Cuadro general 
de las líneas de tendencia en 
las recientes legislaciones 
l. Parece una tarea extremadamente difícil el establecimiento de 
tendencias comunes en materia de FP en el vasto universo que represen-
ta la normativa adoptada en estos últimos años en países de muy varia-
das características . 
Sin embargo, asumiendo esa tarea como un riesgo calculado, sal-
tando sobre los detalles que conforman cuadros de diversidad práctica-
mente infinita y tratando de aprovechar al máximo los rasgos más visi-
bles de las soluciones que se dan a los problemas comunes, parece tam-
bién posible resaltar algunas coincidencias que pueden conducir a la 
elaboración de una sistematización de las líneas de tendencia sobre las 
principales cuestiones . 
En ese entendido , se presentarán a continuación , en sucesivos 
parágrafos , los siguientes puntos : 1) Enfasis en las consideraciones eco-
nómicas y en la inserción en el empleo; 2) Extensión del reconocimiento 
del derecho a la formación; 3) Incremento del proceso de descentraliza-
ción ; 4) Importancia de la formación práctica, desarrollo de nuevos 
modelos de contratos y relaciones laborales de formación , y revaloriza-
ción del contrato de aprendizaje . 
Es oportuno reiterar la aclaración del carácter a vía de ejemplo de 
las referencias a países y a legislaciones, con que se ilustrará la presenta-
ción de las mencionadas líneas de tendencia . 
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§1. Enfasis en las consideraciones económicas 
y en la inserción en el empleo 
2. Si se repasan y comparan las recientes legislaciones sobre FP, 
tratando de descubrir las tendencias de la filosofía que las sustenta, sal-
ta a un primer plano, particularmente en los países en transición y en los 
que se encuentran en desarrollo, la cuestión de la reformulación de los 
objetivos. 
En efecto, las definiciones que adoptan sobre ese particular las le-
yes sancionadas en estos últimos aftos, sin abandonar en todos los casos 
la consideración de finalidades educativas y las referencias a la contri-
bución de la FP a la realización y al desarrollo de los individuos y al 
mejoramiento de los niveles de vida de los trabajadores, parecen incli-
nadas mayoritariamente a priorizar los objetivos económicos, así como 
la inserción en el empleo. 
3. Empero, corresponde aclarar que no faltan ejemplos, como el 
de Francia, donde se ha mantenido la preeminencia de las motivaciones 
educativas en materia de formación, aunque se han incorporado men-
ciones a la problemática económica y al fomento del empleo. 
Ello es apreciable en los artículos del Código del Trabajo correspon-
dientes a esta temática que no han sido objeto de reforma, y también en 
los de más reciente adopción, 1 como el texto incorporado a modo de 
encabezamiento del art. L.ll5-l del por la ley No. 675 de 1992, donde se 
afirma que: «El aprendizaje concurre a los objetivos educativos de la 
nación». Por otra parte, en una enmienda, aun más reciente, de dicho 
artículo, resultante de la ley 116 de 1995, el aprendizaje se define como 
una forma de educación alternada. 
Asimismo, aunque en el apartado b) del a__rt. 3 del Programa 
Leonardo da Vinci de la Unión Europea, en el «Marco común de objeti-
vos» se hace hincapié en medidas dirigidas a promover la formación 
para responder a las necesidades de las empresas y para contribuir a la 
reducción del paro, corresponde aclarar que: en cuanto a lo primero, 
antecede a la referencia sobre las empresas la mención de las necesida-
El art. L. 900-1, que encabeza el Libro IX del Código del Trabajo (CT), comienza por la declaración de 
que «La formación projCsional permanente constituye una obligación nacional», para más adelante, dejar con· 
signado que: «La formación pn?fCsional continua fórma parte de la educación permanente ». Es cierto que 
algún párrafo introducido en ese Libro en estos últimos años, da entrada a motivaciones económicas, 
como el que encuadra el derecho a la cualificación profesional, en la que corresponda «a las necesidades 
de la economía previsibles a corto o mediano plazo» (páJT. incorporado al encabezamiento del art . L.900-3 del 
Código del Trabajo por ley No. 91-1405 de 31 .12.1991). Con relación a ese punto, cabe tomar en consi-
deración que si bien en esta ley hay una apertura hacia las consideraciones económicas, no puede 
reconocerse una preeminencia de éstas, por cuanto, según señala J .M . Luttringer, en el Acuerdo Nacio-
nal Interprofesional del 3.07.1991, que es el antecedente de la ley 91-1405, se mantuvo «el consenso sobre 
la doble.finalidad de la.fármación continua: desarmllo individual de los asalariados y competitividad de las empre-
sas» (<<L' acc. nat. interp. du 3.VII.I991. .. >>, in Droit Social, París, No. 1111991, p. 800. 
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des de Jos trabajadores, y en cuanto a Jo segundo, se agrega, a la expec-
tativa de reducción del desempleo, el objetivo de «facilitar la realización 
personal» . En todo caso, los objetivos humanistas privan ampliamente 
sobre todos Jos demás, en los 19 incisos del referido artículo.1bis 
3bis. Los textos en que las consideraciones economicistas y la pro-
blemática de la inserción en el empleo alcanzan especial relieve, pueden 
ser sistematizados por sus contenidos, aunque éstos, en cierto modo, 
son complementarios y de límites imprecisos, y desde Juego no 
excluyentes. Con esa salvedad, se pueden señalar ejemplos de legisla-
ciones en que predomina uno de estos tres objetivos: 
a) Satisfacer la necesidad de la respectiva comunidad nacional de 
contar con Jos recursos humanos aptos para mantener o impulsar su 
desarrollo económico; 
b) Satisfacer las necesidades de las empresas en cuanto a dispo-
ner de mano de obra cualificada, y consiguientemente, ubicación de és-
tas en el centro de atención de los sistemas de formación profesional; 
e) Ayudar a la inserción y reinserción en el mercado del empleo. 
4. El primero de los contenidos que se acaban de enumerar figura 
incorporado en lugar prioritario, y en forma más o menos nítida, en la 
definición de los objetivos de la FP, establecida por la reciente legisla-
ción de varios países y entre otros, en la de: Colombia;2 Corea;3 El Salva-
dor;4 Filipinas; 5 Nicaragua,6 y Túnez. 7 Aunque es algo anterior, puede 
citarse también, con esa entonación, la legislación de Argelia .8 
'" ' El «Leonardo da Vinci>> es un programa de acción para la aplicación de una política de FP (formación 
profesional) de la Comunidad Europea. Fue adoptado por Decisión del Consejo de esa Organización 
de 6.12 .1994, para tener vigencia en el periodo 1.01.1995 y 31.12.1999. 
La nueva ley del SENA de Colombia (1 19/ 1994}, al tratar de la << Misión" de esta institución de forma-
ción profesional (IFP) en su art. 2o. se refiere a que ofrecerá y ejecutará «la FP integral, para la incorpora-
ción y el desarrollo de las personas en actividades pn1ductivas que contribuyan al desarrollo social económico y 
tecnológico del paí.•». Todavía más nítidamente la fundamentación económica está en primer plano en el 
art. 3o. que trata de los «objetivos" del SENA , allí se establece, bajo el numeral 1: «Dar FP integral a lo.< 
trabajado re.\· de todas las actividades económicas, ya quienes sin serlo. requieran dicha fOrmación para aumentar 
· por ese medio la productividad nacional y promover la expansión y el desarrollo económico y social armónico del 
país, bajo el concepto de equidad social redistributiva». 
La Basic Law for Vocational Training, No. 2973/1976, enmendada por la ley 3814 de 1986 y la Ley del 
Trabajo de 1953, enmendada por la 4099 de 1989, establecen como propósito de la FP, contribuir al 
desarrollo de la economía nacional. 
Ley de Fonnación Profesional, Decreto (D) 554 de 8.07 .1993, donde se dice que el INSAFORP «tiene omo 
objeto satújOcer las necesidades de rel-1/r.W.\' humano.\' que requiere el desarrollo económico y social del país». 
Tanto la ley de 2.03.1994, sobre estímulos a la Ciencia y Tecnología, como la de creación del TESDA de 
23.08.1994, incluyen referencias concretas al "desarrollo .filipino y sus .fines y objetivos". 
D. 3-91 de 10.01.1991, que al tratar de los cometidos del INATEC, hace referencia a «la .fuerza de trabajo 
calificada requerida por el desarrollo socio-económico del país11. Sin embargo, el mismo texto afinna que el 
INATEC < forma parte del Sistema Educativo Nacional!/. 
La ley 93-1 O sobre fonnación profesional, en el art . 2, se refiere a la contribución de ésta a los «objetivos 
del crecimiento». 
D. 82-298 de 4.09. 1982, donde se incluye entre los objetivos de la FP: «participar en la .vatisji:Jcción de las 
necesidade.\· sectoriales y nacionale.'i>> . 
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Es interesante señalar que en la ley filipina se alude concretamente 
a «conseguir competitividad internacional», y que el logro de «compe-
tencia en los mercados globales», figura en lugar preeminente en la 
fundamentación de la nueva estructura de la formación y capacitación 
de los recursos humanos , que se está procesando actualmente en Méxi-
co.9 
Por otra parte y sin perjuicio de su referencia al rég imen de produc-
ción socialista y al progreso social , la Ley de Trabajo de la República 
Popular de China de 5.07.1994, menciona entre sus objetivos la promo-
ción del desarrollo económico. 
5. La colocación de la empresa en el centro de las preocupaciones 
y de las soluciones en materia de FP y concretamente la contribución de 
ésta a la satisfacción de las necesidades de mano de obra cualificada de 
las empresas , es considerada como primera prioridad en las leyes adop-
tadas en estos últimos años en varios países , entre los cuales pueden 
citarse: Argelia, 1° Chile, 11 Ecuador, 12 Irán, 13 y México. 14 
Aunque en términos más generales y sin perjuicio, como se verá 
enseguida, de la especial consideración que en ella se da a las cuestion-es 
vinculadas con el empleo, también cabría integrar en este grupo la ley 
No. 24 .013 de 1991 de Argentina, en cuanto, en su artículo 22-g, afirma 
la necesidad de «desarrollar una acción más estrecha entre la capacitación y 
formación de la fuerza laboral y el sistema productivo>>. También cabría sei'ía-
lar que aunque la preocupación por el empleo parece la dominante , alu-
de a la promoción de las empresas el art. 1 de la Resolución No. 5711994 
de Cote d ' lvoire. 
Un alto fun cionario del sis te ma (Agustín E. lbarra Alm ada). en un documento difundido por la Secreta-
ría de l Trabaj o y Previs ión Socia l de M éx ico en octubre de 1995 , e n el que se anali za la «Reforma 
estructural de la form ación y capacitación de recursos humanos y politica laborah>, afirm a que : ((COJ J la 
refórma del sistema defo rmacirJn y capacitaciún se pretende que el país cuente con /os recursos humanos ca/Uica-
dos que demanda la tran.~jármación productiva, la innovaciántecnológica y la competencia en los mercados gloha-
le.P> (p. 24). 
10 Entre los obj etivos de la FP en la empresa, enun ciados en el 0 .82-298 consta, en primer lugar: (<la 
satisfacción de todo o parte de las necesidades de mano de ohra cualificada de la empresa>>. Hay también una 
mención expresa al << desarrollo de la empresa>> en la L. 90-11 , que incluye en el art. 7, entre las obliga-
ci ones de los trabajadores, la de participa r en las acc iones de fo rm ación que el empl eador emprenda en 
e l marco de la mej ora de l funci onami ento o de la efi cacia del orga ni smo empl eador. 
En el an . 1 del D. 111989 (Estatuto de Capacitación y Empleo), se incluye entre los objeti vos del régimen 
que se reglamenta: «mejorar la organizaciún y producción de las empresas>>. 
" El nu evo Reg lame nt o Orgá ni co de l SECAP de julio de 1994, en su art . 1 cons igna que «La .finalidad 
fUndamental del Servicio ... es la capm:itacián prr?fi:sirma/ intensiva y acelerada de la mano de ohra y de los mandos 
medios paro las actividades industriales, comerciales y de servicios >>. 
n En el Cap. V del CT de Irán de 1992, al referirse al objeto de la formación y a la creaci ón de Cent ros de 
Fotmación, dispone que se deben tomar en cuenta «las necesidades de las industrias estahlecida.,·>>. 
" En el documento citado e n la nota 9, lbarra Almada afirma ins istentemente que el objeto del sistema de 
fo rmaci ón es la e mpresa y que la re fo rm a e structural de la formac ión y capacit aci ón se podrá traducir 
en «incrementos de productividad y competit ividad de las empresa,\')>. 
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6. La preocupaci ón de los legisladores ante las actuales dificulta-
des de inserción en el mercado de trabajo, así como la búsqueda de solu-
ciones a la reinserc ión o el reciclaje de los que han perdido su empleo 
por procesos de reconversión de las empresas o deben adaptarse a los 
cambios tecnológicos, está marcando otro de los obj et ivos prioritarios 
de la formación en la rec iente normativa . 
A ese respecto, son claras las intenciones de un número elevado de 
legislaciones , de poner a la FP en la primera línea de la lucha contra el 
desempleo y en pro de la obtención de un adecuado nivel de ocupación. 
Sería e l caso , entre otras , de las leyes de Argentina , 15 Chad, 16 Chile , 17 
Cote d ' lvoire 17bis y Gabón. 18 
7. Diversos factores vinculados con orientaciones políticas pues-
tas en ap licac ión de modo bastante ge nera lizado , así como el mayor 
involucramiento de la FP en e l mundo del trabajo, resultante de la nue-
va definición de sus objetivos prioritarios , han determinado la acentua-
ción de la tendencia hac ia la inclusión de esta problemática en las com-
petencias de los Ministerios de Trabajo. 
El cambio que esto representa es tanto más significativo cuanto 
menor es la real autonomía de los Ministerios de Trabajo para conducir 
con sus pro pias orientaciones la política correspondiente que, en los he-
chos, está supeditada a directivas, a veces muy concretas, fij adas por los 
titul ares de la conducci ón de la política económica. 18bis 
Por otra parte , en aq uellos pa íses, como la mayoría de los de Amé-
rica Latina, en que las in stituc iones de form ac ión profesional (IFP) han 
constituido e l eje de todo el sistema a esca la naciona l, ta l proceso está 
" La Ley Nac iona l de Empleo No. 24 .0 13 de 199 1, al desc ribir su objeto, en el art. 2-c , d ice textualmente : 
(< Incorporar la FJJ como compm1ente básico de las políticas y programas de empleo», y en el art . 129, al tratar de 
las atribuciones del Ministerio de Trabajo se refiere en el inc. a), a la integración de la I·P para el empleo en 
la política nacional laboral. 
"' En el D. 765/PR/MPC/1993 , por el que se creó el CONEFE, el art . 2 establece que : ((U CON!:FE es una 
instancia ... que tiene por mis ión especia/fOrmular políticas y programas de f!.Obicnw en materia de educación y 
.fOrmactún en relación con el empleo». 
17 El D . 1/ 1989, se 1l ala como objeto del régimen de capacitación y empleo: «procurar un adecuado nivel de 
empleo, con elfin de hacer posible el progreso de los trabajadores» .. . 
l7hi • El Art. 57/1994 sobre atribuciones de la Agenc ia Naciona l de la FP (AGEFOP) encomendó a uno de sus 
departa mentos rea lizar estud ios e investigaciones con el objet ivo de poner en evidencia «el papel de la FP 
en la resoluóón de los prohlema.\· de promoción del empleo y de las empresas» (art . 1, cit. supra). Por otra parte, 
seg ún e l art. 3 del D. 92-3 16 de creac ión de la AGEFOP una de sus mi siones es elabora r, generar y 
coordinar los proyectos de FP, según las neces idades detec tadas. 
" El D . 273/PR/M INTRHFP de 1994 , organiza un Fondo espec ial de ayuda económica, en c uyos a rl s. 45 
y ss. se contempla que el mismo tomará total o parcia lmente a su cargo los gastos de todos los proyectos 
de FP referidos al reciclaje. e l perfeccionamiento, la reconversión o el aprendizaje, con vistas a la inser-
ción o rein serción profesionales. 
tK~>i s El proceso de erosión de las Jácultades de los Ministerios de Trabajo es un fenómeno que se viene producien-
do desde hace ya tiempo , como fue destacado por Efrén Córdova al examin ar la situación en América 
Lat ina (!.as relaciones colectiva.\· de 11·ahajo en América /,atina. Ginebra, O IT, 1981 , p. 67). Lo caracteristico de 
la si tua ción actua l es la globa l supeditación de los tit ul ares de estas carteras a los «superministrosH de 
as unt os económi cos. 
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significando también, un sensible debilitamiento de las mismas , 
comportanto una progresiva pérdida de protagonismo. 
A ese respecto, cabe acotar que, desde el punto de vista del finan-
ciamiento de sus actividades, las IFP enfrentan actualmente el riesgo de 
perder sus fuentes de recursos, no sólo por la derogación de la contribu-
ción sobre la nómina, sino también por la posible desviación de esos 
fondos a otros destinos, 18'e' así como por la eventualidad de ser dejadas 
de lado en la atribución de los provenientes de financiaciones acordadas 
por los bancos internacionales. 
7bis. En el plano de la legislación, que es el que está siendo exami-
nado, la referida tendencia se manifiesta en leyes que cometen a los Mi-
nisterios de Trabajo funciones en materia de política de formación , de 
tutela o supervisión de las IFP y del sistema de formación , y hasta, en 
algunos casos, de planeamiento y ejecución de programas y de las accio-
nes correspondientes. 
Se encontrarían, al menos en alguna de esas situaciones, normas 
recientes de varios países y, entre otros , de Argentina (L. 24 .013 / 1991 , 
art. 5, y L. 24.465/1995); Brasil (Res. 96/18-10-95 del Consejo Deliberativo 
del Fondo de Ayuda al Trabajo, CODEFAT); Corea (L.S. art. 75 .2); Esta-
dos Unidos (según la Job Training Partnership Act, reformada en 1992, 
existe una Employment and Training Administration (ETA) dentro del 
Department of Labor (DOL); México (Programa Nacional de Capacita-
ción y Productividad, y Programa de Calidad Integral y Modernización, 
CIMO); Namibia , (National Vocational Training Act/1994, arts . 3 y ss .); 
etc . 
En algunos países , se ha preferido constituir Ministerios de Forma-
ción Profesional, como en Túnez (0.90-875, de 1990); o Secretarías espe-
cializadas, como en el Reino Unido; o la expresión Formación Profesional 
pasa a integrar la denominación descriptiva de los contenidos de la carte-
ra, como en Gabón (Ministerio de Trabajo, Recursos Humanos y Forma-
ción Profesional) . Tal vez previendo los frecuentes cambios de denomi-
nación de los portafolios, en algunos países, como en Bélgica, se alude 
al Ministerio Encargado de la Formación Profesional (Arr. del Ejecutivo de 
24.10.91). 
Hay Estados, como Austria , donde algunas competencias referidas 
a la FP, v.g. la determinación de las actividades que requieren aprendi-
zaje, son derechamente asignadas a los Ministerios de Economía. 
Asimismo, en otros , como Portugal, la preocupación por los proble-
mas de inserción en el mundo del trabajo, induce a que el órgano com-
petente está vinculado con el empleo . 
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Con todo, en normas recientes se mantiene la competencia en mate-
ria de formación de los Ministerios de Educación y en algunos países, se 
les reasignó, por ejemplo en Cóte d ' lvoire, donde estaba a cargo del Mi-
nisterio de Asuntos Sociales (D.84-545), y ahora corresponde al de Edu-
cación Nacional (D.92-316). 
En varios regímenes, como los de Brasil, Francia e Italia, hay com-
petencias compartidas entre varios ministerios, e incluso con las autori-
dades regionales o departamentales . 
§2. Extensión del reconocimiento del derecho a la formación 
8. Para afirmar que existe una tendencia a la extensión del reco-
nocimiento del derecho a la FP, pueden tomarse en cuenta dos ámbitos, 
el internacional y el nacional. 
El reconocimiento internacional del derecho a la FP es relativamen-
te antiguo, y ha ido perfeccionándose en sucesivos instrumentos . Varios 
de ellos cuentan con un elevado número de ratificaciones, o han supera-
do esa exigencia, hasta el punto de ser aceptados por la conciencia jurí-
dica universal como jus cogens.19 
En cuanto al reconocimiento en la legislación interna de los países, 
todavía no se ha generalizado suficientemente, pero no son pocas las 
leyes recientes en que se le da acogida. 
A) Reconocimiento internacional del derecho a la formación 
9. El derecho a la FP cuenta, desde hace bastante tiempo, con un 
reconocimiento expreso en textos internacionales. Incluso se puede ras-
trear en el Preámbulo de la Constitución de la OIT, que integraba el Tra-
tado de Versalles de 1919 y desde luego, el derecho a la FP está implícito 
en la Declaración de Filadelfia de 1944, relativa a los fines y objetivos de 
la Organización Internacional del Trabajo .20 
Ese derecho alcanzó su pleno y universal reconocimiento en dos 
instrumentos de singular jerarquía y alcance general: la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 1948, y el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales de 1966. En la Declaración, consta 
en el art. 26, como manifestación del derecho a la educación. En el Pacto, 
la orientación y la formación prof esionales integran las medidas para la canse-
19 Segün e l a rt. 53 de la Convención de Viena, un a norma inte rn acional tiene el carácter de jus cogens, 
cuando es «aceptada y reconocida por la comunidad internacional de los l:.~,·tados en su conjunto en tanto que 
norma re.,pecto de la cual no está permitido imponerle ninguna denJgación y que no puede ser modificada más 
que por una nueva norma de derecho internacional que posea el mismo carácter ,). 
20 «La FP en los instrumentos constitutivos de la OIT y en el sistema de las NIT>>, in Boletín Interamericano 
de Formaciún Profesional (Boletín Cinterfor), No. 128, julio-se!. , 1994, p. 52 y ss. 
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cución del Derecho al trabajo (art. 6); el derecho a la formación está implí-
cito en la enumeración de las condiciones justas y equitativas del trabajo 
(art. 7), y se desarrolla como parte del derecho a la educación en el art. 13. 
Instrumentos algo posteriores insistieron en su s ignificación para la 
eliminación de discriminaciones respecto de los minusválidos (Declara-
ción del Derecho de los Impedidos de 1975, art. 6) y de las mujeres (Con-
vención de 1979), arts. 1 O a) y ll.l.c ). 
Como es sabido, por esa misma época, la Conferencia Internacional 
del Trabajo adoptó varios instrumentos de excepcional interés sobre este 
asunto, como el C. 140 y la R. 148 sobre licencia pagada de estudios y e l 
C. 142 y la R. 150, sobre formación de los recursos humanos, que aporta-
ron una nueva concepción de la FP. 
1 O. En estos últimos años , el derecho a la formación ha sido in-
corporado a instrumentos regionales como el Protocolo de San Sal-
vador de 1988, adicional a la Convención Americana sobre Derecho s 
Humanos, en materia de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les (arts. 6-1 y 2; 7. b.c ; 13-3 y 3. 9; 17 encab. y 18 encab.) . También ha 
sido incluido , en términos muy explícitos, en la Carta de los Dere-
chos Fundamentales de los Trabajadores de la Comunidad Europea 
del 9.12.1989 (art. 15).2 1 
Dichos instrumentos internacionales, sin perjuicio del reconocimien-
to del derecho a la FP como parte del derecho a la educación, aceptan su 
especificidad y su pertenencia al mundo de l trabajo y de l derecho que 
regula sus relaciones. 
O sea que, desde una perspectiva tanto universal como regiona l, se 
le atribuyen al derecho a la FP dimensiones propias , aunque no contra-
dictorias con su amparo a título de modalidad del derecho a la educa-
ción. 
11 . En todo caso, la consagración internacional del derecho a la FP 
tiene las siguientes consecuencias: 
Por cuanto el derecho a la FP es una condición para el goce de l 
derecho al trabajo , su proclamación obliga a los Estados a proveer los 
medios jurídicos y los servicios correspondientes, para asegurar que 
todas las personas , sin ninguna discriminación , tengan el máx imo 
de oportunidades de acceder a una capacitación acorde con sus ex-
pectativas. 
2 1 Como es sabido, el Reino Unido no adhirió a este instnnnento. El texto del art. 15 es el siguiente: «Todo 
trabajador de la C. /:.'. debe poder tener acceso a la Fl' y poder hent.;/iciarsc de la misma a lo la rgo de la vida activa. 
F;n las cond iciones de acceso a dicha.fi-Jrmociim no podrá darse ninguna discriminacir)u hasada en la nacionalidad 
Los poderes públicos competentes, las empresas o los interlocuwres sociales, cada uno en el ámbito de su compe-
tencia, deben eslablecer los sistemas dejármacidn continua y permanente que permitan a todo ciudadano reciclar-
se, e.\pecialmente med iante permisos de/iJrmacián, pe 1_jCccionarse y adt¡uirir nuevos conocimientos a la luz d e la 
evolución técnicm>. 
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Las oportunidades de formación que la legislación y la prácti-
ca de cada país tienen la obligación de proveer, deben existir a todo lo 
largo de la vida activa de las personas, para habilitar la formación perma-
nente, permitiendo una constante superación y los progresos materiales 
resultantes de las promociones en el empleo, tanto como las adaptacio-
nes y recalificaciones necesarias para su conservación. 
Para que la igualdad de oportunidades sea efectiva deben 
arbitrarse medidas especiales , de modo de posibilitar, de la manera más 
amplia, la FP de las personas pertenecientes a grupos con características 
particulares o que , por diversas circunstancias, puede considerarse que 
se hallan en inferioridad de condiciones a ese respecto (mujeres, migran-
tes , indígenas, menores , personas de edad avanzada, minusválidos, 
etc.). 
En la formulación y ejecución de los planes y programas de la 
FP debe reconocerse que, al margen de cualquiera otra consideración, se 
trata de un derecho de los trabajadores o de los potenciales trabajadores, 
lo que representa suficiente título para justificar su amplia participación 
en ellos, a través de sus organizaciones representativas . 
Por consiguiente, la negociación colectiva es un medio idóneo, 
a los distintos niveles, para tratar todo lo relativo a la FP y esta materia 
puede integrar el contenido de los convenios colectivos. 
El derecho a la formación supone el derecho de quienes se ha-
llan en una relación de trabajo a disponer del tiempo necesario para 
aprovechar, sin ninguna discriminación, las oportunidades de forma-
ción que se presenten y para gozar de las facilidades correspondientes, 
incluída la licencia de estudios. 
Por su parte, los empleadores asumen las obligaciones correla-
tivas a fin de que el derecho a la formación sea efectivo. 
B) Reconocimiento interno del derecho a la formación 
12. Corresponde examinar ahora la manera en que tales compro-
misos internacionales se han materializado en la legislación interna. 
A los efectos de ese examen, se alinearán sucesivamente las legisla-
ciones que han reconocido de modo general el derecho a la FP como una 
obligación principalmente del Estado ; las legislaciones que han admiti-
do la existencia de un derecho subjetivo a la formación, oponible al 
empleador, y las consecuencias de esta proclamación y dispositivos com-
plementarios. 
Es innecesario decir que no se trata de categorías excluyentes y que 




13 . El reconocimiento por los ordenamientos internos, a nivel cons-
titucional , del derecho a la formación, de forma general , e implicando 
fundamentalmente la obligación del Estado respectivo de poner a dis-
posición los medios para hacerlo efectivo, se encuentra en los textos re-
cientes de varios países, particularmente en los de América Latina, don-
de la constitucionalización de los derechos sociales constituye un proce-
so permanente. 
Así, en la Constitución de Colombia, de 1991 , en el primer párrafo 
del art. 54 se explicita la obligación del Estado de «ofrecer formación y 
habilitación profesional y técnica a quienes la requieran» y en el art. 70 se 
establece el deber del Estado de promover y fomentar el acceso a la cul-
tura «por medio de la educación permanente y la enseñanza científica, técnica, 
artística y profesional». 
En la Constitución de Nicaragua, de 1986, el art. 85 establece el 
derecho de los trabajadores «a su formación cultural, científica y técnica», 
agregando que «el Estado la facilitará mediante programas especiales». 
En la Constitución de Perú, de 1993 , luego de seftalarse en el art. 14 
que la educación «prepara para la vida y el trabajo» , el art. 16 estipula que 
«es deber del Estado asegurar que nadie se vea impedido de recibir educación 
adecuada». El art. 23 completa la idea, especificando que el Estado debe 
promover «condiciones para el progreso social y económico, en especial me-
diante políticas de fomento del empleo productivo y de educación para el traba-
jo». 
La Constitución de Brasil , de 1988, dice en el No. 3 del art. 218, que 
el Estado «apoyará la formación de recursos humanos»; la de El Salvador de 
1983, en su art. 40, manda establecer «un sistema de formación prof esional 
para la capacitación y -cualificación de los recursos humanos», y la de Hon-
duras, de 1986, luego de consagrar el derecho a la educación de los me-
nores en el art. 123, consigna en su art. 140, que «El Estado promoverá la 
formación profesional y la capacitación técnica de los trabajadores». 
Fuera de la región , también pueden encontrarse ejemplos de ese 
reconocimiento constitucional, v.g. en la Carta de la República Popular 
de China, de 1982, donde el párrafo final del art. 42 asevera que «El 
Estado proveerá formación profesional a los ciudadanos con anterioridad a que 
sean empleados». 
Un poco antes , en Espafta, la Constitución de 1978, luego de recla-
mar en el art. 10-2, la necesaria conformidad de la interpretación que se 
dé en lo interno a las normas relativas a los derechos fundamentales , 
con la Declaración Universal de Derechos Humanos y demás tratados y 
acuerdos internacionales, especificó en el art. 40-2, que «los poderes públi-
cos fomentarán una política que garantice la formación y la readaptación profe-
sionales». 
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14. En la legislación ordinaria, hay ejemplos recientes de la afirma-
ción del derecho a la FP, como los que figuran, entre otros, en los siguien-
tes países: 
Argelia, (art. 6 de la ley 90-11 de 21.04.1990, que consagra expre-
samente «el derecho a la formación profesional y a la promoción»); Argentina, 
(art. 96 de la ley sobre PYME, que proclamó a la capacitación profesio-
nal como «un derecho y un deber fundamental de los trabajadores» de dichas 
empresas); China, (Ley del trabajo de 5.07.1994, cuyo art. 3, al enumerar 
los derechos de que gozarán los trabajadores, incluye el de «recibir for-
mación profesional»); Espafia, (ET -texto refundido por el Dec. leg. 111995, 
donde se consigna en el a p. b) del art. 4, que los trabajadores «tienen 
derecho ... A la promoción y la formación profesional en el trabajo»); Francia, 
(ley 90-579, donde se dispuso que el art . L.900-3 del CT se encabezara 
con el siguiente párrafo: «Todo trabajador incorporado en la vida activa o 
toda persona que se incorpore a ella tiene derecho a la cualificación profesional y 
debe poder seguir, según su iniciativa, una formación que le permita, cualquiera 
sea su estatuto, adquirir una cualijicación»);22 República Dominicana, (CT-
Ley 1611992, en el que consta como Principio XI el reconocimiento 
entre los derechos básicos de los trabajadores, la capacitación profe-
sional); etc. 
Asimismo, en Argentina, la Ley Federal de Educación No. 24.195/ 
1993, consagra el derecho a aprender sin distinción alguna y reclama en 
el inc. f del art. 5, la concreción de la efectiva igualdad de oportunida-
des. Disposiciones plenamente aplicables a la formación profesional, no 
sólo en función de principios generales, sino también por cuanto la mis-
ma ley, entre otras modalidades de enseñanza, regula bajo la denomina-
ción de educación polimodal, una modalidad de FP en régimen de alter-
nancia Y 
15. El derecho subjetivo de los trabajadores a la formación, del que 
surge la correlativa obligación de las empresas de proporcionarla, es afir-
mado en varias legislaciones en términos más o menos explícitos. Inclu-
so, este derecho tiene consagración constitucional en algunos textos como 
el citado de Colombia, donde el art. 54, a continuación de la ya referida 
mención del Estado, indica que también los empleadores están obliga-
dos a ofrecer formación y habilitación profesional. 
22 V. supra nota 1.- Como se verá en los próximos párrafos, aun más recientemente la <<Ley quinquenal>> 
de 20.12.1993, extendió el contenido de este derecho, incorporando un nuevo articulo al C.T. ( L.932-2) . 
" Aunque es de un periodo anterior al que se está considerando, parece oportuno citar tambien el art. 1 
de la ley adoptada en Italia el 21 .12.1978 (Ley marco sobre formaci ón profesional), por cuanto, al definir 
su << finalidad» , asevera que la promoción de la formaci ón y la e levación profesional , representa un 
modo de actualizar preceptos constitucionales, de «volver efectivo el derecho al trabajo y a su libre 
elección y de favorecer el desarrollo de la personalidad de los trabajadores a traves de la adquisición de 
una cultura profesionah>. 
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Entre las legislaciones recientes, donde ese derecho subjetivo es más 
claro ,24 cabe citar: el Cap . V de la Ley de Argelia 90-11 , que trata de la 
formación y promoción en el curso del empleo, y la Ley del Trabajo de 
China de 1994 , cuyo art. 68 determina que las unidades empleadoras 
deben establecer «sistema de formación en el lugar del trabajo .. . proporcio-
nando formación a los trabajadores de manera planificada de acuerdo con la 
real situación de la unidad». A mayor abundamiento, y ratificando la pre-
visión constitucional, el mismo artículo dispone que «los trabajadores que 
realicen tareas técnicas deberán recibir formación antes de hacerse cargo de sus 
puestos» . 
También el art. 166 del CT de Chile (DFL 111994), hace responsa-
ble a la empresa «de las actividades relacionadas con la capacitación ocupacio-
nal de sus trabajadores» , incluyendo en ese concepto todo lo relativo a 
promover, facilitar, fomentar y desarrollar aptitudes, habilidades y gra-
dos de conocimiento. A su vez, el art. 179, incluye en la obligación pa-
tronal en materia de capacitación, todo lo relativo a la adaptación a una 
nueva ocupación y la recalificación . 
En Irán, el art. 11 O del CT de 27.12.1992, impone la colaboración de 
las empresas en la creación de centros de formación en los lugares de 
trabajo y establecimientos análogos . 
En términos incuestionables, aunque supeditado su ejercicio a las 
condiciones definidas por los convenios colectivos correspondientes, el 
derecho individual a la FP de los asalariados es reconocido por el nuevo 
art. L.932-2 del CT de Francia, incorporado por la ley 93-1313, dentro de 
la nueva figura de los beneficiarios del capital de tiempo de formación 25 
16. Por otra parte , y sin relación alguna con los contratos en que 
está incluido el elemento formación , la jurisprudencia de algunos países 
y en particular la de los tribunales franceses, incluida la Corte de Casa-
ción,26 ha desarrollado una tesis , según la cual , de la obligación del 
empleador de ejecutar de buena fe el contrato de trabajo, deriva el deber 
de asegurar la adaptación de los asalariados de su empresa a la evolu-
ción de los empleos, proporcionando la formación adecuada . En parti-
cular se ha destacado la pertinencia de esa interpretación cuando la ne-
cesidad de readaptación o recalificación es consecuencia de una deci-
sión de gestión , la cual por la introducción de nuevas tecnologías o la 
transformación de la organización del trabajo, «ha afectado el equilibrio 
inicial del contrato fundado sobre la cualificación, la competencia o la aptitud 
del asalariado, contractualmente convenidas». 27 
" Sobre el alcance de ese concepto: P. Arbant , << Le capital de temps de fonnatiom> in /)ro ir Socral , Parí s, No. 2/ 
1994, p. 200-203 . 
"' Fallo del 25 .02.1992, publ. in Dmi/ Social, Parí s, 1992, p. 379. 
27 J-M . Luttringer, <<L'entreprise formatrice sous le regard des juges», in Droir Social, Parí s, No. 3/1994, p. 285. 
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Tal desarrollo jurisprudencia( ha permitido aseverar , con validez 
que desborda el marco normativo del derecho de un país determinado, 
puesto que se basa sobre conceptos comunes de la doctrina tradicional 
sobre los contratos, que «la afirmación del deber contractual de adaptación, 
fundamentado en la 'buena fe' contractual, permite de ahora en más apreciar 
mejor la obligación deformación que puede desprenderse de ella». Asimismo, 
se ha podido constatar que «la irrupción de la formación en el corazón de las 
relaciones de trabajo es actualmente un hecho fuera de discusión». 28 
Incluso, algunos analistas se preguntan si la puesta en evidencia de 
obligaciones de formación en contratos de trabajo típicos, no representa 
una mutación de su objeto. 29 
C) Consecuencias y condicionamientos de este derecho 
17. Las consecuencias y condicionamientos del derecho a la FP, 
imponen considerar diversas cuestiones. 
En primer lugar, resalta un nuevo fenómeno , como es el surgimien-
to del deber fundamental de los trabajadores de capacitarse (Argentina, 
L.24.467 / 1995, art.9), o como dice la ley China (L. de T., art. 2), la obliga-
ción correlativa de los trabajadores de mejorar su capacitación profesio-
nal. Más expresivamente aún, algunas legislaciones como la ley 90-11 
de Argelia en su art.7, establecen la obligación de participar en las accio-
nes de formación, perfeccionamiento y reciclaje y facultan al empleador 
(Ley cit., art. 69) a exigir esa participación a los trabajadores cuyas califi-
caciones lo requieran. 30 
Es más, sin necesidad de dispositivo legal, por aplicación de princi-
pios generales y en función del paralelismo entre las obligaciones de 
ambas partes derivadas del contrato de trabajo, se ha abierto camino la 
tesis de la obligatoriedad para el trabajador de acceder al pedido del 
empleador de participar en acciones de formación, que estén justifica-
das por necesidades de la empresa. 31 
'" Ibídem, p. 285 y 283 . 
" M. Del Sol , «Le droit des salariés a une FP qualifiante: des aspects juridiques classiques, des interrogations 
renouvelées>>, in /)roit Social, París, No. 4/1994 , p . 412-421 , espec. Parte 11. 
1° Fuera de la relación de trabajo, algunas legislaciones sobre seguro de desempleo, imponen a Jos bene-
ficiarios , el deber de formarse (por ej .. L. No. 24.013 de Argentina, art.l21) 
J l Luttringer aporta referencias a fallos de los tribunales franceses en que se ha aceptado la justificación 
del despido de trabajadores que se negaban sin motivo razonable a realizar stages de formación útiles 
para la empresa (op . cit. ,pp.286-287). En la doctrina española se ha destacado entre las obligaciones del 
trabajador dentro de la relación de trabajo , conforme al ET: "no sólo (la) de mantener la capacidad 
profesional , sino también, en muchos casos de incrementarla" (S . González Ortega, "El progreso en la 
capacidad profesional como oblig. del trab.," in Contrato de trabajo y FP ... , cit. p. 143 y ss). Asimismo se 
ha reasaltado la importancia de los c .c. en la regulación del "deber contractual de formación" (A. Martín 
Valverde y J.Garcia Murcia, "El deber de FP a cargo del trabajador", in Contrato de trab. y FP .. , cit. p. 253 
y ss). 
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18. Una segunda cuestión tiene que ver con la exigibilidad por par-
te del trabajador individualmente considerado del cumplimiento de la 
obligación del empleador de proporcionar formación profesional. 
Sobre el particular, las legislaciones no suelen contener especifica-
ciones muy precisas en el caso de las acciones de formación en el curso 
de contratos de trabajo comunes, e incluso de relaciones de trabajo y 
formación , aunque se pueden citar algunos ejemplos en los contratos de 
aprendizaje 32 . 
Sin embargo, algunas leyes determinan de forma clara , como la de 
Chile , que el incumplimiento patronal en el desarrollo del plan de for-
mación que lo hubiera hecho acreedor a ventajas fiscales , le acarrea la 
pérdida de esas franquicias . 
Asimismo, la doctrina, acompañada por la jurisprudencia en algu-
nos países, como Francia, ha aceptado una tesis que implica una forma 
de sanción al empleador que incumple su obligación de proporcionar 
formación, en todos los contratos en que hay un componente de esa cla-
se. En efecto, la omisión del empleador sobre este particular, provocaría 
la «recalificación judicial» del contrato como un contrato de trabajo típi-
co.33 
En un plano diferente, el incumplimiento de la obligación del 
empleador de proporcionar formación puede generar acciones de tipo 
gremial, aunque, como es lógico, es variable la eficacia de esta clase de 
medidas , incluso dentro de un mismo país, en función del poder de ne-
gociación del sindicato y de las características de la empresa. 
También puede resultar limitado el absolutismo patronal en cuanto 
a la definición de los planes de formación y sobre la elección de los bene-
ficiarios, por la exigencia de efectuar consultas a los órganos de partici-
pación, en todas o en algunas situaciones, como lo especifican la ley o 
los acuerdos interprofesionales en Alemania (BetrVG, arts.97-98) ; Bélgi-
ca; Francia (CT, art. L.933-l ) ; Grecia; Luxemburgo, Portugal, etc. 34 
Estos controles parecen indicados para proteger el derecho indivi-
dual de los trabajadores contra discriminaciones de parte del empleador, 
y sobre todo, para evitar el muy frecuente desequilibrio de los planes de 
formación en perjuicio del personal de los escalafones más bajos . 
19. Otra vía para propiciar el efectivo goce del derecho a la forma-
ción, puede derivar del reconocimiento del derecho a la licencia de for-
mación. 
" Ph . Enclos, «La chronique de juri sp. du CERIT: «La requalification judiciai re des stages d ' initi ation a la 
vie prof. >>, in Droit Social. No. 6/ 1991 , p. 500-510. 
l
4 R. Blanpain, Les politiques contractuel/es dans le cadre de la ¡:p continue dans /espays memhres de la Communauté 
Européenne, FORCE, Peeters, Leuven, 1994, p.44-46. 
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Como es sabido, se trata de un derecho más amplio, pero que abar-
ca de modo expreso la <'formación profesional a todos los niveles»35 y cuenta 
con el respaldo de dos instrumentos internacionales: el C. 140 y la R. 
148, ambos de 1974. El C. 140 de 1974, por otra parte, a la fecha de este 
estudio ha sido ratificado por veintiocho países de muy diversas carac-
terísticas. 
Como el referido C. no es autoejecutable, tanto en el caso de los 
países ratificantes como de los que no lo han ratificado, la efectividad de 
la licencia de formación dependerá, como dice el art. 5 del Convenio, de 
la legislación, los convenios colectivos, los laudos arbitrales o cualquier 
otro medio compatible con la práctica nacional. 
20. Entre las normas internas que han consagrado, en fecha recien-
te, el derecho a licencia de formación, pueden citarse el CT de Belarus de 
1992 (art. 194);36 la Res. dictada en España el 25.02.1993, y el CT de Irán 
de 1992, que da derecho durante la licencia de formación a salario bási-
co o salario fijo (art. 113-a); etc.37 
Cabe agregar que la citada norma española fue el resultado de un 
acuerdo tripartito y fijó la duración de la licencia retribuída en 150 horas 
de jornada. 
21 . Otro instrumento para favorecer el goce del derecho a la forma-
ción son las becas y demás sistemas de ayudas financieras para perso-
nas en formación. Estas benefician principalmente a jóvenes, ya sea que 
se desempeñen como aprendices, que asistan a escuelas o centros de 
enseñanza profesional, o sigan stages de formación, incluso a distancia; 
pero también existen previsiones similares para otras personas que se 
integren a programas para asegurar igualdad de oportunidades, en el 
empleo, o favorecer la reinserción. 
Entre las normas más recientes sobre estos asuntos, pueden men-
cionarse: la ley No. 18311994 de Australia sobre Student Assistance; el 
art. 64 de la ley 8.069 de 1990, de Brasil, que asegura una «bolsa de apren-
dizaje» a los menores de 14 años; el Estatuto de Capacitación y Empleo, 
de Chile de 1989, arts. 26 y ss., reglamentado por el D. 146/1989, Tít. 111, 
Párr.VIII ; el Regl. de becas para aprendices dictado por el !NA, de Costa 
Rica, el 20.02.1995; la Ordenanza 2/94 del Ministerio de Empleo de Egipto 
sobre pago de training allowances; el D. 94-495 de Francia sobre ayudas 
financieras a los stagiaires de formación profesional, (CT, arts. R.961-2, 3, 
" C. 140, art. 2 . a) 
"' Un alcance similar al de la licencia de formación tiene el art. 193 del CT de Belarús que beneficia a los 
aprendices que frecuentan escuelas de enseñanza general con una reducción de la duración del horario 
de trabajo . 
n En Irán , el usufructo de una licencia de formación crea la obligación de prestar servicios en el mismo 
lugar, por un lapso por lo menos dos veces mayor al del periodo de formación. En caso contrario, se 
debe indemni zar al empleador. 
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9, 15 y R. 963-3); la ley No.! 0/1995 , de Kuwait, sobre estipendio a estu-
diantes para formación profesional ; varias leyes recientes de Suecia, como 
la Ordenanza 1994 :322, modificativa de la 1992 :330, sobre subsidios fi-
nancieros para jóvenes en formación ; la ley 1994:358 , que modifica la 
1983 : 1030 sobre educación de adultos y subsidios a los desocupados; la 
ley 1994:1170 de enmiendas a la ley sobre students allowances (programas 
estaduales o municipales de educación de adultos) ; el inc. b) del art. 327 
de la ley No. 16.320 de 1992, de Uruguay, que creó un beneficio extraor-
dinario para los trabajadores desocupados que se recapaciten ; etc . 
22. En el plano internacional , la lucha contra la discriminación , por 
cualquier causa que sea , en materia de empleo y ocupación, es e l obj eto 
del C. 111 de la OlT, que cuenta con 119 ratificaciones e incluye de modo 
expreso (art. 1.3) el acceso a los medios de formación . 
La R. 111 , que complementa el referido C., desarrolla esta cuestión 
en los puntos 2.e) , 3.a)ii y 3.b), y el C. 117, sobre política social , que reite-
ra la necesidad de trato igual sin distinción de sexo, en la parte VI dedi-
cada a la «Educación y formación profesionales». 
23 . Para garantizar la igualdad de oportunidades en el goce del 
derecho a la formación , en el derecho interno se han incorporado previ-
siones especiales y programas de promoción para grupos socialmente 
desfavorecidos . 
Entre las leyes recientes que procuran la igualdad de oportunidades 
de formación sin distinción de sexos,m" corresponde citar las de Chile , 
Costa Rica, Estados Unidos, Gabón , Italia, Namibia , Nicaragua, Reino 
Unido, Uruguay, Venezuela y Vietnam . Asimismo, existen diversas dispo-
siciones de los órganos de la Unión Europea, sobre la igualdad hombre-
mujer en materia de trabajo y formación que han sido seguidas de modifi-
caciones, enmiendas o ampliaciones de la legislación de sus miembros. 
Algunas de las normas internas , como el CT de Gabón en su art. 
103, se limitan a consagrar que los trabajadores de ambos sexos tienen el 
mismo derecho de acceso a todos los organismos de formación , de per-
feccionamiento y de reconversión profesionales , o como dice el Reg la-
mento del INATEC, de Nicaragua (Ac . 41119950) , hombres y mujeres 
deben tener igualdad de oportunidades de acceso a los centros de for-
mación profesional . 
Otras, como la Ley de igualdad de oportunidades para la mujer de 
Venezuela, 1993 , y la ley No. 16.04511989, de Uruguay, enfocan diversas 
hipótesis de discriminación por razón de sexo, e incluyen referencias 
)Th;, Esta cuestión ha motivado una entrega especial del Holetin Cinteljin; No. 132 -1 33, julio-dic . 1995, que 
incluye contribuci one s de Petra Ul shoefer, Daniela Berlin a , Ma . Elena Valenzue la, Si lvi a Galilea , Sa ra 
S il ve ira, Vi s itaci ón Cañi zal , Beatri z Pe lufTo, Suyapa Faj a rdo, Lis Jooste n, Albert ina Ve lázqu ez, Ank e 
Van Dam, Ma . J. C hévez e Irene Brenes. 
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expresas en materia de posibilidades de formación igualitaria (Arts.8 a 
1 O de la ley venezolana) y de formación o reconversión profesionales y 
técnicas y en cuanto a la capacitación y actualización, así como un pro-
cedimiento judicial sumario (arts. 2 . 12.j y 4 de la ley uruguaya) .38 
En algunos países , por ejemplo en el Reino Unido, entre las funcio-
nes del Secretario de Estado que se ocupa de la formación con vistas al 
empleo, se incluye la de concertar providencias apropiadas para la adop-
ción de medidas de promoción de las oportunidades de empleo y de 
formación de las mujeres y los jóvenes o de las personas minusválidas 
(L. de 26.05.1988, (2)-b). 
Acciones positivas para corregir las desventajas de las mujeres en 
estas cuestiones, están previstas , entre otras, en Chile (Servicio Nac. de 
la Mujer, 1991 ); Costa Rica (L. de Promoción de la Igualdad de la Mujer, 
1991 , arts. 19 y 20);39 Estados Unidos (Programa para Empleos no-tradi-
cionales, NEW), Reg. JTPA/ 1994, Part 628); Italia (L. 125 / 1991);40 Nica-
ragua (Ac. 4111995 del INATEC, art. 57 sobre promoción de la partici-
pación de la mujer) ; Vietnam, (CT, arts . 109-111 ); etc. 
24. Programas destinados a aumentar las posibilidades de acceder 
a la formación, y de este modo actualizar el correspondiente derecho de 
grupos desfavorecidos , se han instituido por la legi s lación de un buen 
número de países . 
Entre los más recientes textos puede citarse, en el ámbito de la Unión 
Europea, la Res . del Consejo de 11 .06 .1993 , incitando a proporcionar 
mayores oportunidades de formación para los sectores y personas me-
nos aventajados. 
En el derecho interno, en estos últimos años se han dictado normas 
en ese sentido en: Argentina (Ley 24.013/ 1991 , arts. 83 a 85 y Res . MTSS 
448/94); 41 Chile (donde están previstos en la ley y el reglamento del 
'" M.Márquez Garmendia, «La reg .del trabajo de la mujer y su regulación en el Uruguay>> in VV.AA ., 
Regulación de/t rabajo de la mujer en América Latina, OIT, 1993 , p. 4 14. 
·
19 M. del Mar Serna Calvo (Regulación delll·ahaJO de la mujer en A .L. - l:'studio comparado, en la obra colectiva 
cit . en la nota precedente , p. l5 ), consideraba en 1993 que esta norma, cuyo objetivo era promover e l 
desarrollo de programas de FP para muj eres en ocupac iones no tradicionales, junto con la Ley de Costa 
Rica de 1991 , eran las únicas que en América Latina habían encarado medidas positi vas en materia de 
formación . 
'" La ley No . 125/ 199 1, contempló acciones positivas para la igualdad hombre mujer en materia de forma-
ción y de orientación profesional. Se ha sostenido que la misma «se limitó solamente a imaginar genéricas 
iniciativas promociona/es» (Pessi, «Lavara e discriminazione feminile», in /)ir. Lav. e Re/. !nd. , No. 63 , año 
XVI, 1994 ,3, p. 427) . Sin embargo , en el campo de la formación profes ional habrían ya dado a lgunos 
resultados, pues e l mismo A. se refiere, más ade lante, al hecho de que las primeras experiencias de 
aplicación de esa ley muestran «una concentración de las iniciativas en el área de los proyectos fOrmativos >> 
(p . 434). 
" Programas para jóvenes desocupados (art.83); para trabajadores cesantes de difícil reiserción (art. 84); 
para grupos protegidos, art. 85 .- La Res. 448/94 trata del Programa Naciona l de Pasantías (PRONAPAS) . 
Como desarrollo de la ley 24 .013, se han creado adem ás, por diversas resoluciones del MTSS programas 
de empleo que incluyen acciones de formación . 
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SENCE/1989 programas ordinarios y extraordinarios y un programa 
especial denominado «Chile joven» de 1991 );42 Holanda (Programa de 
Ayudas a la Formación Sectorial, BBS) ;43 Irlanda (Programa Youthreach/ 
1985, para jóvenes de 15 a 18 años no integrados en el sistema de educa-
ción ni en el de formación) ; Italia (L. 104/ 1992, art. 17); Reino Unido 
(Youth Training);44 Venezuela (D. 273 de 11 .08 .1994, que creó un Centro 
de Formación especial, para la capacitación en oficios a jóvenes y adul-
tos con problemas de aprendizaje); etc. 
25. El derecho a la formación, implica también ciertas garantías 
sobre la calidad de la formación, y la realización de constantes esfuerzos 
para mejorarla, como señala el Considerando 12 del Programa Leonardo 
da Vinci , de la Unión Europea. 
Con ese propósito , las legislaciones han impuesto la obligación de 
atenerse a las directivas establecidas por la autoridad competente, 45 y 
han previsto controles sobre las escuelas y centros de formación y sobre 
las empresas, incluyendo la pérdida de derecho a subvenciones y a fran-
quicias tributarias, 46 o la prohibición de realizar contratos de forma-
ción. 
También han encarado diversas medidas respecto de las condicio-
nes que deben reunir los formadores, 47 así como han adoptado disposi-
ciones con vistas a su constante superación y actualización . 
En todo caso, como la mala calidad de la formación , al frustrar las 
expectativas de alcanzar una calificación , equivale a la denegación del 
derecho, serían de aplicación al caso las soluciones que según se vio 
precedentemente, se dan para las otras hipótesis en que esto ocurre . 
26. También están directamente relacionados con el goce del dere-
cho a la formación , el desarrollo de servicios eficientes de orientación y 
de preaprendizaje, el establecimiento de. vías de comunicación entre las 
modalidades de formación y el sistema educativo, la homologación de 
los diplomas y la institucionalización de la certificación de las capacida-
des adquiridas. 48 
42 Destinado a jóvenes de sectores carenciados. 
" Este programa subvenciona las inici ativas para la formación de desempleados . Los planes respectivos 
se elaboran a escala nacional con los represe ntantes de los interlocutores soc ia les de los sectores de 
actividad involucrados . 
" El programa está dirigido a los menores de 25 años, incluso los que tienen empl eo, y los que han 
finalizado su educación general. Con anterioridad, existía un programa similar pero más breve : el 
Youth Training Scheme (YTS) . 
" Como lo impone, con mucho rigor, e l art. 180 del CT de Chile. 
"' Así , por ej ., en Venezuela el IN CE estableció, por Orden Adm. 768-93 -08 de 13 .04 .1993 un Reglamento 
de calificación de los cursos de formaci ón, a los efectos de las deducciones de impuestos que acuerda la 
ley. Sobre estas cuestiones, en relación con la efectividad de la fonnación en el contrato de aprendizaje, 
V. infra la Parte 11 , 4, B . 
47 Ibídem, Parte 11 , 4, C). 
414 V !Ja institucionalizacián de la cert!ficacián ocupacional y la promoción de los trabajadores, Montevideo, Cin-
terfor/OIT, 1979 (89 p.) . 
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Este derecho incluye, en efecto, la alternativa de promoción social y 
laboral de la que los extremos precedentemente indicados son condicio-
nes de existencia y factores propulsivos, al dar la posibilidad de seguir 
la formación adecuada, así como de continuarla en uno u otro sistema y 
poder acreditar la alcanzada por cualquier vía. 
Sobre esas cuestiones, que cobran un especial significado en mate-
ria de contrato de aprendizaje, se volverá en la Parte III de este estudio.49 
26bis. El derecho a la formación, consigna un especial significado y 
refuerza su vigencia en relación con la seguridad y el medio ambiente 
de trabajo. 
En efecto, habida cuenta de que la FP «es uno y quizá el más importan-
te, de los nuevos medios seleccionados en una estrategia global de mejoramiento 
de las condiciones y medio ambiente de trabajo»,49bis el derecho a recibirla 
alcanza una aun más amplia dimensión. 
Desde luego, es incuestionable, como lo establecen por ejemplo los 
instrumentos internacionales sobre la seguridad en la utilización de los 
productos químicos, que los empleadores deben capacitar a los trabaja-
dores con miras a la utilización segura de productos que entrañen ries-
gos especiales (C.l70/ 1990, art. 15-d) y que los trabajadores tienen dere-
cho a la formación y, en caso necesario , al readiestramiento sobre los 
métodos disponibles de prevención y control de dichos riesgos, para 
protegerse contra ellos (R. 17711970, Cap. V, punto 26-d). 
Pero la cuestión no se agota en esos extremos y reformas legislati-
vas recientes, como la completada en Francia por la ley 91-1414 de 
31.12.1991 que amplió el art. L.231-3-1 del Código .de Trabajo, apuntan a 
considerar que todo jefe de establecimiento está obligado a organizar 
una formación práctica y apropiada en materia de seguridad, en benefi-
cio de los trabajadores que se incorporan, cambian de puesto de trabajo 
o de técnica y que esta formación debe ser repetida periódicamente en 
las condiciones fijadas por la vía reglamentaria o por convenio o acuer-
do colectivo.49'., 
Por otra parte, al establecerse en el Programa Leonardo da Vinci las 
prioridades dentro de las medidas comunitarias de apoyo a las mejoras 
de los sistemas y de los dispositivos de formación en los Estados miem-
" V., infra, 11 , 1 O, 11 y 12. 
''"'' Expresiones del experto de la OlT Claude Dumont, recogidas en Salud ocupacional y seguridad en progra-
mas de .fimnación prrJfesional, Montevideo, Cinterfor, 1983, p.26. (lnfonnes, 115) 
'"'" El referido articulo L.231-3-l del CT francés es muy extenso y detallado, consignando la ob ligatori a 
intervención de los órganos representativos del personal. En el mismo, se admite que la extensión de la 
obligación de los empleadores varia según el tam a~o del establecimiento, la naturaleza de su actividad, 
el carácter de los riesgos que existan y el tipo de empleos ocupados por los trabajadores concern idos . 




bros de la Unión Europea, se consigna como ejemplo de sector clave 
para ser fomentado: la protección del medio ambiente, sanidad, seguri-
dad e higiene del trabajo. 
§3. Incremento del proceso de descentralización 
27 . Bajo este rubro se considerarán las diversas manifestaciones de 
la legislación que concurren a generar una clara tendencia a la descen-
tralización y que básicamente opera de cuatro maneras: 
Por la generalización de la participación de los interlocutores socia-
les en la formulación de la política de formación, e incluso en aspectos 
vinculados con las medidas para su aplicación y en el funcionamiento 
de los servicios correspondientes; por la integración de acciones y servi-
cios privados en los sistemas nacionales de formación con centro en la 
empresa; por la nueva asignación de los recursos destinados al finan-
ciamiento de la formación, y por los procesos de descentralización terri-
torial en la conducción de los sistemas y en las acciones de formación. 
En la difusión de esta tendencia y de sus manifestaciones más visi-
bles, influye una serie de factores y, en especial, la búsqueda del mejor 
aprovechamiento de los recursos disponibles, por la vía de la mayor 
proximidad a los grupos interesados y a los destinatarios de los servi-
cios, y una mayor eficiencia en su administración. 
Sin embargo, no es dudoso que tales procesos hayan podido desa-
rrollarse e incrementarse bajo las condiciones propicias de una atmósfe-
ra neoliberal, caracterizada por lo que Foucault llamó la «fobia al Esta-
do», que incluye la desconfianza y la irritación respecto de todas las ac-
tividades en que interviene, comprendida la gestión de los servicios 
públicos de educación y de formación. 
A) Participación de los interlocutores sociales 
28 . El incremento y la generalización de la participación de los in-
terlocutores sociales,l0 se advierte en varios planos. Pero, en lo funda-
mental, hay que señalar: por un lado, la participación en la creación de 
normas de diverso tipo, y por otro, la participación en la formulación de 
la política de formación y de los respectivos planes de acción, e incluso 
en la supervisión de los sistemas correspondientes. Esto último, espe-
cialmente a través de la integración en organismos asesores y en los de 
dirección de las IFP. 
" Dadas las características del presente es tudio, no se entrará a considerar lo relativo a la efectividad y la 
autenticidad de esa participación, que se sustentan en la independencia de las organizaciones, en su 
poder de negociación y en el interés que tengan en participar. Sobre esas cuestiones , con especial 
referencia a América Latina: 1:·¡ tripartismo y la .fOrmacidn pn?f'esinnal, cit. , espec. p. 126 y ss. 
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29 . La participación de los interlocutores sociales en la creación de 
normas , que implica un grado muy alto de descentralización, por com-
paración con el antiguo monopolio legislativo del Estado, se reconoce 
en la adopción de leyes consensuadas o concertadas y, desde luego, en el 
ámbito de la negociación colectiva, a sus distintos niveles . 
En cuanto a lo primero, es ya tradicional , fundamentalmente en Fran-
cia, aunque también en Italia, en España, y en varios otros países , que la 
legislación atinente a la formación sea el resultado de una especie de 
generalización de acuerdos entre las organizaciones patronales y obre-
ras más representativas a nivel nacional , en los que , en algunos casos , 
también participa el gobierno. 
Por otra parte , son muchas las legislaciones recientes que se remi-
ten a los convenios colectivos como fuente de la regulación de las rela-
ciones que se crean 51 y aun , como en el caso de Argentina, como instru-
mento para la puesta en aplicación y en el seguimiento de algunos con-
tratos laborales promovidos, que tienen un componente de formación. 
Asimismo , en países , como los que integ ran la Unión Europea , en 
que la negociación colectiva está muy desarrollada, son numerosos 
los acuerdos sobre formación , a nivel nacional-interprofesional , y por 
rama 5 2 
30 . La participación en el establecimiento de la política en materia 
de formación , resulta de la integración de representantes de las organi-
zaciones representativas de empleadores y de trabajadores en órganos 
de asesoramiento específico sobre este particular, y en las juntas directi-
vas de las IFP entre cuyos cometidos se encuentra la definición de direc-
trices, planes y programas de acción . 
Entre las normas recientes que atribuyen o confirman este tipo de 
funcion es e incluso dan competencias reglamentari as a organismos de 
integración tripartita , pueden citarse textos de : Chad ;52bis Colombia;53 
" V. infra el desarroll o de esta cuestión respecto de l contrato de aprendizaj e . 
" R. Blanpain, op. cit., p. 46 y ss. 
,,.;, El D.765/PR/MPC/93 de 3 1.1 2.1993 , creó el Comit é Nacional para la Educación y la FP en relación con 
e l Empleo (CONE FE), con competencia para formular políti cas y programas del gobie rno en materi a de 
educació n y de fo rm ac ión para el empleo, de ll evar adelante acc iones de movilizaci ón de Jos inte rl oc u-
tores soc ia les , etc . Dich o Co mit é esta int egrado por se is Mi nis tros , más e l Secre tario Ge nera l d e la 
Pres idenc ia de la Repúbli ca por e l sector gubern amenta l, dos representantes de los empl ead ores, dos de 
los trabaj ado res, dos d e los produ ctores rural es , dos de las asoci aciones de padres de a lumn os y un 
representant e de los art esanos (sect or inform al). 
" En e l art . 7 de la Ley de reestructura de l SENA ( 11 9/ 1994 ), se integra el Consej o Directivo Nacional con 
tre s Mini stros o Vicemin is tros, un re presentant e de la Asociac ión Nac ional de Industri ales , uno de la 
Federació n de Co merci ant es, un o de la Soc iedad de Agricult ores , uno de la Asoci aci ón Popular de 
Industri a les (ACOPI ), dos de la s confed eraciones de trabaj adore s, uno de las organizaci ones campes i-




El Salvador5\ Filipinas 55 ; Nicaragua56 ; Reino Unido57 ; Túnez5s; e tc . 
En las leyes referidas, que tratan de las IFP, se perfila también la 
participación en los otros aspectos antes mencionados, con la particula-
ridad que refuerza la nota de descentralización, de que estas institucio-
nes tienden, cada vez más, a dejar a las empresas y a los centros priva-
dos la ejecución de las acciones de formación . 
B) Integración de acciones y servicios privados 
en los sistemas nacionales de formación profesional 
31. Este punto resulta del cruce de las líneas de tendencia que si-
túan a la empresa en el centro de los intereses de la formación y las que 
otorgan preferencia a las entidades privadas, reduciendo la acción del 
Estado, en éste como en otros campos, a la función de fijar las reglas 
básicas y controlar su cumplimiento. 
En todo caso, el fenómeno de la descentralización queda particular-
mente en evidencia en la nueva actitud que asumen las IFP oficiales, que 
tienden a convertirse fundamentalmente en supervisoras de las accio-
nes de formación que toman a su cargo las empresas , o las entidades y 
centros de formación creados o auspiciadas por ellas. 
A ese respecto , en el Documento de Referencia preparado por Cin-
terfor para la XXXII Reunión de su Comisión Técnica, en Jamaica, 1995, 
al analizar, ante un caso concreto, las proyecciones de las leyes de rees-
tructuración de las IFP, se dice expresivamente que la institución en cues-
tión «está llevando a cabo un proceso innovador de redefinición de su 
estructura, su articulación con las esferas de la producción, la educación 
y con la sociedad en general, sus procedimientos y las características de 
" La Ley del INSAFORP No. 554/ 1993, le asigna entre sus atribuciones "elaborar y revisar periódicamente la 
política nacional de F/~ precisando o~jetivo.\· y metas de mediano y largo plazo >'; también le encomienda organi-
zar, desarrollar y coordinar el sis tema de FP, realizar inves ti gaciones, dictar normas, etc . En e l art. 8 se 
prevé la integración del órgan o direc ti vo con tres representant es gubernam entales, cuatro del sector 
empleador y tres del laboral. 
" Conforme a la ley 7796/ 1994 , int egra n la direcc ión de la Technical Education and Skill s Deve lopmcnt 
Autority (TES DA), adem ás del secto r gubern ament al, dos represe ntant es de los empl eadores , tres de 
los trabaj adores y dos de las instituciones privadas de enseñan za técnica y formación profesional. Tan-
to en la repre sentación de los empleadores como en la de los trabajadores uno de los int egrantes debe 
ser de sexo femenino . 
" In stitut o Nacional Tecnológico (INATEC), creado por el 0 .3-91 de 10 .1 1991. 
" Según la ley de 26 .05.1988, arts. 24 y 25 , la «Comi sión de mano de obra >> se transfonnó en la <<Comisión 
de fo rmaci ó n», co n die z mi embros c o mo mín imo y di eci sé is co mo máx im o . Confo rme a la ley de 
25 .07. 1973 , no modificad a en esto, hay tres miembros designados previa consulta con las organizac io-
nes de empl eadores, tres con las de tra bajadores , dos con las que representen a las aut oridades locales 
y un o des ignado previa co nsulta co n las o rgan izaci ones respo nsa bles de la en se ñanza . 
~ K Tant o e l Consejo Consultivo como e l Consejo de Direcc ión de l Centro Nacional de Formació n Continua 
y de Pro moc ión Pro fes ional, s e integran co n representantes de las organizaci ones centrales de trabaja-
dores y de empleadores (L.93-1493, 12.07.1993 , arts. 6 y 8). 
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su oferta, que sin perder el objetivo central de la formación se amplía 
hacia nuevos servicios». 59 
En este meditado documento, cuyas consideraciones aunque efec-
tuadas respecto de la situación en América Latina y el Caribe, pueden 
ser universalizadas, se completa, algunos párrafos más adelante, el pa-
norama actual de este proceso de descentralización en sus variados pla-
nos, cuando al enfocar el tema de las nuevas estrategias de las IFP públi-
cas, se advierte que las innovaciones consisten en una combinación de 
estrategias que incluye: «promoción del contrato de aprendizaje entre los 
empleadores, patrocinio de trabajadores ya vinculados al empleo, reconocimien-
to de cursos en otras instituciones deformación profesional y en empresas, im-
pulso a la cadena de formación, utilización de estrategias de formación 
desescolarizada o semipresencial, utilización máxima de la capacidad instalada 
y operativa de los centros, reducción significativa de todos los costos y mejora-
miento de la eficiencia total de la entidad».60 
C) Nueva asignación de los recursos destinados 
al financiamiento de la formación profesional 
32. Es sabido que la formación adquirió durante los años cuarenta 
del presente siglo un nuevo interés para los conductores de la política 
de los diversos países y de los respectivos legisladores. Ello obedeció a 
diversas circunstancias, entre las que contaron fundamentalmente el 
esfuerzo de guerra y las ulteriores tareas de la recuperación económica 
en los países centrales que habían estado involucrados en el conflicto, 
así como la sustitución de importaciones y las exigencias del despegue 
en los en desarrollo. 
Como las acciones de formación requieren financiamiento, comen-
zó a generalizarse una legislación que establecía un método sencillo y 
efectivo, consistente en la puesta a disposición de instituciones y centros 
de encargados de estas tareas, de los recursos provenientes de una con-
tribución patronal obligatoria de un tanto sobre las sumas pagadas por 
concepto de sueldos y salarios. 
En América Latina, donde el método se difundió a partir del mode-
lo brasileño, autorizadas opiniones lo calificaron como la «idea innovado-
ra en la enseñanza profesional» de la región, 61 e indudablemente a ella cabe 
atribuir el poderoso impulso con que se desarrollaron las IFP estatales, 
paraestatales y privadas a fines públicos. 
" Op. cil. , p. 45 . 
"' Op. cit. , p.46. 
'' ' C. de Moura Castro, «Financiamiento de la educación vocacional en América Latina>> in M Brodersohw 
Ma. E. Sanjurjo, Financiamiento de la Educación en América Latina. FCE-BID, México.' 1978, ~ . 478. ' 
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33. La resistencia de muchos empleadores a la contribución patro-
nal para el financiamiento de la formación, que obedece a las mi smas 
razones por las que siempre se han opuesto a las cargas sociales , tuvo 
un fuerte aliado en los especialistas en materia financi era que en todas 
partes abogaron por una sistematización de la tributación en la que no 
hay lugar a impuestos con destino específico. 
Con todo, a favor de su definición como tasa, según el modelo fran-
cés, o sencillamente como contribución patronal para formación , tal apor-
te se mantuvo en muchos países, y se difundió en otros 6 1b" 
Así, es posible citar muchas leyes dictadas en estos últimos año s 
por las que se mantienen , desarrollan o crean aportes patronales para 
fondos de formación o para el sostenimiento de IFP, como las de: Brasil , 
L. del Servicio Nacional de Aprendizaje Rural - SENAR, No. 8.315/1991 , 
art. 3o.); Chad, D. No . 767/PR/MPC/93 , art. 3; Colombia, L. 119/1994 
de reestructuración del SENA, art. 30, inc. 4 b) ; Cote d ' lvoire, D. 87-737 
de creación del IPNETP, art. 8; El Salvador, L. del INSAFORP, D.554/ 
1993 , art . 26, e) ; Francia (Leyes 90-579 de 4.07.1990, y 91-1405 , de 
31.12.1991; Malawi (Ord.3 / 1993, sobre tasa de FP); Namibia, L. 18/ 1994, 
National Vocational Training Act, art. 43; Perú , nueva ley del SENATI , 
No. 26.272/ 1993 ; Tanzania (Order 619/ 1994); Túnez, (L. 88-145 y D. 93-
696 de 5.04.1993 ; etc. 
34 . El cambio que paulatinamente se ha ido operando y que ha 
incrementado el proceso de descentralización , se caracteriza por la re-
versión de los recursos de formación a la propia empresa contribuyente , 
así como por la intensificación de una vasta serie de incentivos fi sca les y 
verdaderas subvenciones en favor de las que realizan actividades for-
mativas .62 
Lo cual , como se comprende, significa una nueva asignación de los 
recursos públicos, que van dejando de estar dirigidos fundamentalmen-
te a las acciones encaradas por las 1 FP estatales o paraestatales, para 
pasar a apoyar o a retribuir las cumplidas por las empresas, con especial 
consideración en muchos países para las PYME, así como a las entida-
des privadas que prestan servicios de esta clase . 
35 . A todo lo cual vino a sumarse la creación de fondos de forma-
ción por la vía de la tasa de formación o por otros necanismos, incluso 
comunitarios como los de la actual Unión Europea, que en lo sustancial , 
tienen análogo destino . 
(,lt.•~ Incluso en los Estados Unidos en tre los propósitos expresados por el Pres idente Cl int on en 1994 , 
estaba el establecimiento de una tasa sobre las nómi nas sa lari ales, con vistas a invertir en gastos de 
capacitación en el puesto de trabajo (c it. en : ~<U na propuesta polémica .. . )) , Boletín Cintet_-j(Jr, No.l 34 , 
enero-marzo, 1996, p. 55) . 
62 Sobre la promoción de los contratos de aprendizaje , V. infra, 11 , 12 . 
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Entre las leyes recientes que crean o desarrollan fondos de forma-
ción, pueden citarse las dictadas en: Brasil , L. 7998 , del 11 de enero de 
1990 (FAT); Canadá-Québec, L. 22 .06. 1995 ; Chad D. No. 767/PRIMPC/ 
93 , art. 1; Mauritania (D.94-084, Creación del FAAF); Namibia, Ley 18/ 
1994, N.V.T.Act, arts. 44 y ss.; Polonia, L. 29.12.1989, art. 37-12; Singapur, 
L. No. 19/ 1991 que modifica la Skills Development Levy Act, Ch. 305, 
1985 Rev. Ed. ; Sudáfrica (Prov. de 7.09 . 1993, sobre Fondo especial para 
la Educación Técnica y la FP); Tanzania (Voc. Ed & Train . Fund, 1994); 
Z imbabwe, L.24/1994 ; etc . 
Es interesante advertir que se ha comenzado a crear una verdadera 
cultura patronal de la formación en la empresa subvencionada con re-
cursos públicos . Así, por ejemplo, en España los empleadores se han 
resistido a dar mayor efectividad al ejercicio de los derechos de informa-
ción y consulta de los comités de empresa en materia de FP, si la que se 
imparte no es financiada de ese modo.63 
D) Procesos de descentralización territorial que repercuten 
sobre la legislación, las políticas y las acciones de forlflación 
36. El incremento de la descentralización territorial de los sistemas 
de formación es un hecho ostensible que obedece a dos motivaciones , 
una de política nacional y otra de técnica administrativa. 
La descentralización orig inada en razones de política nacional es la 
que se manifiesta en la creación de regiones o comunidades con crecien-
te grado de autonomía, como las que se ha instaurado y continúa desen-
volviéndose en varios países europeos como Bélgica, España e Italia, o 
por la ampliación de las competencias provinciales como en Argentina o 
Canadá. Desde luego, la misma no es impulsada por el propósito de 
descentralizar la FP, pero tiene, en mayor o menor medida, ese efecto. 
Es así que, para conocer actualmente la normativa en materia de for-
mación en países que se han regionalizado, como tradicionalmente ha sido 
necesario en los de estructura federal efectiva, es preciso consultar además 
de la legislación de alcance nacional , la propia de los órganos regionales. 
Por otra parte , en algunos países , por ejemplo en Dinamarca, los 
municipios se encargan de poner en aplicación nuevos programas de 
formación . 
37 . Pero la tendencia a la descentralización territorial no se mani-
fiesta sólo de esa manera , puesto que se da también la que se mencionó 
precedentemente como resultante de la técnica administrativa. 
R. Blanpa in, op. cit. , p. 46 dice, a ese respecto, que en el Acuerdo Nacional español relativo a la FP 
Contin ua de 1992, les fueron conferidos mayores derechos a los consejos de empresa que los resul-
tantes del ET. pero que ello sólo estaba previsto para los casos (( C/1 que la fOrmac ión proporcionada por 
el empleador era.financiada por el gohierno». 
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Sobre este particular basta seftalar que en la reestructuración de las 
IFP se atribuye especial importancia a la creación de agencias regiona-
les , al par de que se trata de dotar de mayor autonomía a los centros de 
formación. 
§4. Importancia de la formación práctica, desarrollo de 
nuevos modelos de contratos y relaciones laborales 
de formación, y revalorización del contrato de aprendizaje 
38. Los nuevos objetivos prioritarios de la formación, el incremento 
del proceso de descentralización e incluso el desarrollo del derecho a la 
formación continua, tenían naturalmente que combinarse para promo-
ver una revisión metodológica y obviamente para colocar en una posi-
ción preeminente la formación práctica en el seno de la empresa . Es 
decir que esta cuarta línea de tendencia puede ser razonablemente con-
siderada un corolario de las anteriores . 
Como quiera que sea, un examen de las legislaciones dictadas en 
estos últimos aftos, muestra la configuración de nuevos modelos de con-
tratos y relaciones laborales de formación y desde luego una revaloriza-
ción del contrato de aprendizaje . 
39. Los contratos y relaciones de formación , que las leyes institu-
yen en los diversos países, suelen ser objeto de frecuentes revisiones 
para tratar de corregir los defectos que se han evidenciado en la práctica 
o para tratar de superar la escasa adhesión que han concitado . 
La diversidad en los detalles vuelve casi imposible su sistematiza-
ción. Por otra parte, conspiran contra tal posibilidad los problemas 
terminológicos, que hacen que un mismo o similar instituto se designe 
de diferente manera o que existan categorías genéricas como los stages, 
dentro de los que caben diversos programas de formación que implican 
variantes en el relacionamiento con la empresa. 
En virtud de todo lo cual, apenas si puede hacerse una somera lista 
por orden alfabético de países, de algunos de los textos dictados recien-
temente , que instituyen variantes contractuales o relacionamientos es-
peciales con un componente de formación, con excepción de aquellos 
que pueden ser catalogados de modo indubitable como contratos de 
aprendizaje, que serán objeto de examen por separado. 
40 . Entre la normativa que, en fecha reciente, ha introducido o de-
sarrollado nuevas figuras que incluyen formación , puede citarse la de 
los siguientes países : 
Argentina. En la Ley de Empleo, No. 24 .013, de 1991, se incluyen 
diversas modalidades de contratos que, al margen de otras considera-
ciones, contienen elementos de formación : Contrato de práctica laboral 
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para jóvenes (art. 51 y ss .); Contrato de trabajo-formación (art. 58 y ss); 
Programas de empleo para grupos especiales de trabajadores: jóvenes 
desocupados , trabajadores cesantes de difícil reiserción ocupacional, li-
berados, aborígenes, ex combatientes, rehabilitados de la drogadicción, 
discapacitados (arts . 81 y ss.) . Están previstas pasantías en un programa 
especial (PRONAPAS), D. PEN 1.547/94 y Res. MTSS 1.051/94/94, y las 
contrataciones deben incluir capacitación profesional en varios otros 
programas, como el de Empleo Privado (PEP), Res. MTSS 87/94 
reformulado por Res.de la Subsecretaría de Empleo 18/94; el 
Interinstitucional de Interés Social (PRIDIS), Res. MTSS 86/94, etc. La 
ley 24.467 de 1995, previó un régimen contractual aligerado para las 
pequeñas empresas (art. 83), dentro del cual el art. 96 estableció el dere-
cho y el deber de Jos trabajadores de estas empresas de capacitarse, con 
eventual subvención a las empresas por el Fondo Nacional de Empleo 
(art. 98). 
Bélgica. Decreto-Real 49511987 sobre contratos de formación para 
jóvenes entre 18 y 25 años que buscan empleo. Incluye reducción de las 
cotizaciones a la Seguridad Social. 
Estados Unidos. La Job Training Reform Amendments de 1992, que 
es una ley de enmiendas a la Job Training Partnership Act (JTPA) de 
13.10.1982, introdujo modificaciones a las modalidades de formación 
denominadas On-the-Job Training, que contemplan, con esa finalidad, 
contratos subvencionados de corta duración para jóvenes y adultos. La 
Employment and Training Administration (ETA) del Departamento de 
Trabajo, dictó una extensa reglamentación, vigente en su integridad desde 
el 30.06.1995, que en su parte 626 introdujo regulaciones bajo el JTPA, en 
la 627.240 desarrolla el régimen de OJT y en otras secciones trata de 
diversos programas dirigidos a incentivar la formación de las personas 
pertenecientes a grupos desfavorecidos .63 bis . 
España. Contrato en prácticas, ley 22/1992, Real Decreto 2317/93, 
y ET (Texto refundido por el Real Dec. 1/1995), art. 11.1, para titulados 
universitarios y de formación profesional de grado medio o superior. 
Contrato de trabajo de formación ( ET, cit., art. 11.2).631<' 
6
.1,;, En un estudio de J.F. Pérez-López sobre «Los roles del Estado y del sector privado en la fonnación de 
recursos humanos en los Estados Unidos >>, publ. en la entrega especial del Boletín C interfin: sobre 
fonnación profesional en los Estados Unidos (núm. 134, en .-marzo, 1996, p.7 y ss.), se concluye que : 
«En los Estados Unidos, el Estado y el sector privado desempeñan papeles importante.\· en /ajórmación de los 
recursos humanos. El rol del E..\· todo tiende a ser el de proveer servicios de educación hásica e infármación sobre 
los mercados /ahora/es, fGci/itar la transición de la escuela al trahqjo y asistir en la capacitación de quienes 
requieren dichos servicios porque han perdido sus empleos o lienen necesidades e.\peciales. El rol del sector 
privado tiende a ser el de complementar la educación y capacitación provista por el Estado y el de impartir 
capacitación e.1pecializada requerida por eltrahajo e.1pecíjico que el trabajador desarrolla» (p. 27). 
''"" Sobre el particular, V. : F. Pedrajas, FP y contr. de trabajo en prácticas; la experiencia del programa 
"Andalucía Joven", in Contrato de trabajo y FP .. , cit. p. 337. 
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Filipinas. CT, arts. 73 a 77: Contrato para actividades semi-cualifi-
cadas, no susceptibles de aprendizaje. 
Francia. Ley de 31.12.91, sobre Contrato de Orientación, para me-
nores de 22 años, resultante del Acuerdo Interprofesional de 3.07. 1991 , 
que sustituye los Stages d'initiation a la vie professionnelle (SIVP), crea-
dos por ley de 24.02.1984, a consecuencia del Acuerdo Interprofesional 
de 26.10.1983.64 
Italia. En este país, hay acuerdo en sostener que el contrato de apren-
dizaje, al no aplicarse las disposiciones que lo reglamentan, ha dejado 
de ser el eje de la normativa sobre formación profesional. En efecto, 
además de las facilidades a los estudiantes que trabajan , instituidas des-
de 1970, se ha ido dictando una serie de leyes sobre formación y creán-
dose nuevas figuras, de las cuales la más importante es el contrato de 
formación y trabajo, institucionalizado por el art. 3 de la ley No . 863 / 
1984 . Este contrato, con las adiciones y modificaciones resultantes de 
las leyes 40711990 (art.8) y 451/1994 (art.l6), presenta tres posibles va-
riantes, según la mayor o menor significación del elemento formativo 65 
A estos tipos contractuales, hay que sumar los «planes para la in-
serción profesional», previstos por el art. 15 de la L. 451/1994, en bene-
ficio de jóvenes entre 19 y 31 años y aun hasta los 35 , para desocupados 
de larga duración; así como los «Tirocini formativi e di orientamento» , 
instituidos por la L.515/ 1995, los cuales, según el art. 8-3, no se conside-
ra que creen relaciones de trabajo. 
Marruecos. L. No. 1-93 de 23.03 .1993, sobre stages de formación , 
adaptación e inserción que incluye la exoneración hasta cierta suma del 
pago de las cotizaciones patronales y salariales a la Seguridad Social y 
debe adaptarse al modelo de contrato fijado por vía reglamentaria . 
Perú. La L. No. 26.513 de 28.07.1995, modificatoria del decreto le-
gislativo núm.728 "ley de fomento del empleo", incluyó normas sobre 
convenciones de formación laboral juvenil y de prácticas pre-
64 En Francia están en vigenc ia , además del Co ntrato de Orientación , dos co ntratos para menores de 26 
aJios, in stituidos por la ley de 24 .02 . 1984, el de Cualificaci ón profesional y el de Adaptación. 
6 ~ Según señalan G. Ghezzi y U. Romagnoli: El contrato de formación y trabajo es «esencialmente un contra-
to por tiempo delenuinado ... que debe eslljmlarse por escri!O (de otro modo el trahqjador 'se considera incorporado 
con contrato de trabajo por tiempo indeierminado'· a11 . 8. inc .7o. de la L. 407/ 1990: de duración no superior, 
como regla general , a veinticuatro meses y no renovable>> (// rapporto J¡ /avoro. 3a. ed. , Bolonia, 1995 , 
p.l63) . Los mi smos autores advierten sobre las tres << tipologías interna s>> de ese contrato, que puede ser 
dirigido a la adquisición de: calificaciones profesionales elevadas, intermedias , o simple ment e (art. 2, 
inc . 2o. de la ley 451 /94) :, (<a favorecer la inserción pn?fCsional mediante una experiencia de trabajo apta para 
lograr una adecuación de las capacidades pn?fesionale.'i al contexto productivo y orRanizativm) A ese respecto, 
destacan que las tres figuras tienen en común el ser retribuidas con un sub-salario; pero mientras que en 
las dos primeras , la reducción de la remuneración se justificaría por la formación proporcionada, en la 
última, ésta es mínima y no da, como en aquellas, la expectat iva de una certificación homologab le por 
las autoridades competentes, s ino meramente a una s impl e constancia del empleador sob re la experien-
cia cumplida (op. cit. , p.165). 
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profesionales, con el objeto de "proporcionar a los jóvenes entre dieciséis y 
veinticinco años de edad, que no han culminado sus estudios o que habiéndolo 
hecho no siguen estudios técnicos o superiores, los conocimientos teóricos o prác-
ticos en el trabajo, a fin de incorporarlos a la actividad económica en una ocupa-
ción específica" (arts. 8 a 16 y 24 a 31 ). En virtud de las similitudes del 
convenio de formación laboral juvenil con el contrato de aprendizaje, 
algunos problemas que se han suscitado en relación con esta modali-
dad , serán tomados en consideración en la Parte ll. 65b's 
Túnez. Res. (Arreté) del Ministro de la Formación Profesional y del 
empleo de 30.05.1995, sobre condiciones y modalidades de la formación 
en alternancia, y Convención Marco de promoción de la foFmación en 
alternancia (tripartita). 
41 . Si bien las dificultades señaladas impiden, como ya se dijo, pro-
ceder a un examen comparativo más profundo, es posible indicar por lo 
menos, algunas notas comunes a la mayor parte de las nuevas figuras. 
En ese entendido, resulta factible destacar: la importancia que re-
viste la formación en el lugar de trabajo; el hecho de tratarse de contra-
tos o relaciones por plazo limitado y generalmente de menor extensión 
que la señalada para los contratos de aprendizaje; la circunstancia de 
resultar muchas veces promovidas por incentivos diversos. Entre éstos 
se incluye algunas o todas las franquicias siguientes: un menor salario; 
la exoneración o la reducción de los aportes a la seguridad social y otras 
cargas tributarias; subvenciones directas o compensaciones a los em-
pleadores por el costo de la formación; etc . 
En estos contratos privan generalmente las preocupaciones por la 
inserción en el mercado de trabajo y, consecuentemente, por formacio-
nes que abran rápidamente posibilidades en ese sentido, de categorías 
especiales de trabajadores , como los desocupados de larga duración u 
otros grupos desfavorecidos, y muy particularmente los jóvenes, aun-
que la franja etaria se amplía para abarcar edades que exceden la 
conceptuación habitual de ese grupo . 
Asimismo, y esto es un elemento que merece especial destaque , en 
varias legislaciones este tipo de contratos y relaciones, cuya naturaleza 
es eminentemente laboral, se define expresamente como fuera del cam-
po de aplicación de la legislación del trabajo , así como al de la seguri-
dad social, del que en la mayoría de los casos, apenas se garantiza pro-
tección contra los accidentes del trabajo y las enfermedades profesiona-
les y en algunos casos también en materia de salud. 
42. Donde se evidencia más nítidamente la tendencia que se está 
considerando, o sea la inclinación de los legisladores hacia modalidades 
,,,.;, V. , en particular: infra Parte ll , 3. pilrr.9. 
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de formación en que priva la formación práctica en la empresa, es indu-
dablemente en la atención que se presta a la revalorización del contrato 
de aprendizaje . 
En lo que a este estudio se refiere, la especial dedicación de los sis-
temas legales a esa modalidad justifica plenamente que se traten de ob-
servar con más detenimiento las características que presenta el instituto 
en la actualidad y su posible evolución . 
Por otra parte, al responder a un esquema tradicional , sin perjuicio 
de importantes particularidades impuestas por las legislaciones nacio-
nales, tiende a ofrecer una mayor homogeneidad y, por tanto , se presta 
mejor a un enfoque de derecho comparado. 
Asimismo, si el contrato de aprendizaje está bajo la mira en todas 
partes del mundo, puede servir como indicador de las principales pre-
ocupaciones que se experimentan en torno de la problemática de la for-
mación y de sus relaciones con la educación, con el empleo y con el de-
sarrollo económico y social. 
Por consiguiente, en la segunda parte de este estudio se intentará 
presentar un panorama de la regulación del contrato de aprendizaje , tal 
como resulta de la comparación de la normativa más reciente sobre esa 
materia. 
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11 
Examen particular de la regulación 
del contrato de aprendizaje 
§1. Consideraciones preliminares 
l. La adquisición de una calificación por un joven a través de un 
proceso que se cumple fundamentalmente dentro de una relación con-
tractual , por el desempeño progresivo de tareas en una situación real de 
trabajo, bajo las instrucciones del propio empleador o de un trabajador 
experimentado, ha sido la modalidad de formación más antigua y por 
mucho tiempo la única. 
Al presente , como ha sido puesto de relieve en recientes estudios, 1 
se asiste a una revalorización del contrato de aprendizaje . 
De hecho, en el último lustro es dable advertir que se experimentan 
cambios de fondo o de detalle de la legislación sobre el aprendizaje de 
un número muy grande de países ubicados en todas las regiones del 
planeta y en todos los niveles de desarrollo económico y humano. Lo 
cual , si bien estaría demostrando el interés y la confianza que se tiene en 
las virtudes y posibilidades actuales del instituto , también probaría que 
hay una convicción generalizada sobre la necesidad de perfeccionarlo. 
2. Para ilustrar esto puede formularse una lista, obviamente no ex-
haustiva, de países en que se ha innovado en la legislación sobre el con-
Tal lo que consta en el documento publicado por el CEDEFOP en 1995, respecto de los paises de la Unión 
Europea . En dicho estudio, se citan además opiniones de expertos que, en fechas recientes, han puesto el 
énfas is en las «virtudes sustancia/e.,·» del aprendizaje y han destacado la virtualidad de que tenga «un f uturo 
interesante)> , bajo ciertas condiciones (1::1 aprendizaje en los l.:.'stados miembros de la U E. - Una comparación, Luxem-
burgo, Of. de Publ. Of. de las CE, p. 7 y 8, en adelante cit. : Doc. CED EFOP, 1995). 
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trato de aprendi zaje entre 1990 y 1995 , donde incluso cabe recalcar la 
frecuencia de las enmiendas. 2 
La referida li sta , por orden a lfabético, se ría la siguiente: 3 
Albania (CT, L. 7961 11995); Alemania (Enmiendas a la L. sobre FP 
de 1969- BBiG: L. 20 .12.1993 y 12.0 1.1994);4 Argelia (L.90-34, 1990; D. 90-
288, 1990; D.93-67, 1993 ; Déc. Exéc. 95 -3 1/ 1995); Argentina (L. 24.465/ 
1995, arts. 4o. y So. ; D. 738/95 , Cap. 111 , arts. 7 y ss.); Austra lia (L. 111 y 
119 de 1993 y 18311994); Austria (Ordenanza M.As.Ec ., No. 1085-30. 12.94, 
mod. li sta de profesiones que requieren aprendizaje) ;5 Bahrein (Ord . 20/ 
1994); Belarús (CT, arts. 180 y 182 y 187 y ss .); Bé lgica ( D. 03 .07. 199 1 FP-
PYME; Arr. 22.10.9 1; Arr. 24. 10.9 1; Arr.Exec. Comm . Franc., 24. 10.199 1; 
D. del PE Flam . 9.06 .93 ; D. Comm Franc . 17.03.93 ; Arr. Gouv. Comm. 
Franc . 18. 05.1995 ; Arr. Gouv. Wallon , 6.04 . 1995); Brasil (L. 8.06911990, 
arts . 64 , 65 y 67); Canadá- Ontar io (Regl. 228/95) ; Canadá-Québec (L . 
22.06 .1 995) ; Chad (D . 767/PRIMPC/93); Chile (CT, DFL/ 1, 07.01.1994, 
Tít. 111 , Cap. 1, arts. 78 a 86); China, R.P. (L. de T. 05 .071994, Cap. VIII , 
arts . 66 a 69); Colombia (Ac. 18 - 07.06 . 1994- SENA); Costa Rica (Regls. 
INA 2842/ 1991 , 30.06 .1993 y 06.02 .1 995); Cote d ' lvoire (CT- 1995, Tít. 1, 
Cap. 2, arts . 12 . 1 a 12. 11 ; D. 92/05); Croacia (L. de Trab., 758-1 995, Cap. 
5); Ecuador (L. 19.04 . 1995); Egipto (Ord. 2/94); España (R. Decr. 23 17/ 
1993 ; Ord. 19.09.94 ; L. 10. 11.1994; R. Decr. 1-1 995 , Texto refund. ET, art. 
11.2) ; Estados Unidos (Job Training Reform Amendments/1992 ;5b" Fili-
pinas (L. 7796, TESDA Act, 1994); Francia (Leyes 90-579, 90-613 , 9 1-1 , 
9 1-1405, 22-675 , 92-1 446, 93- 13 13, 94-638, y Decr. 90-55 , 91-688, 9 1-83 1, 
91 -1083, 9 1-1107, 92-463, 92-886, 92- 1065 , 92-1075, 93- 18, 93 -280,93 -3 16, 
93 -541 , 94-398, 94-399, 94-495, 94-496, 95-998); Gabón (Ord . 09/93 /PR.; 
D. 273/ PR/ MinTr.H.FP ; CT, L. 3-1 994 , arts . 81 y ss. ; Guyana ( ln d . 
Los te xtos legales y reglame ntari os que int egran la li sta mucha s veces inclu yen breves referencia s al 
contrato de aprendi zaj e o simplemente conso lidan o introducen pequ eiia s enmiend as en dispos iti vos 
que ya figuraban en los cód igos o leyes labora les genera les o en leyes y decretos específicos; pero en 
todo caso, impli ca n un a ratif icac ión de lo sustancia l y un impul so hacia el perfeccionamiento de la 
fi gura. 
A esta lista pueden agregarse, por la prox imidad en el tiempo. el CT de Co rea, L No. 4099/1989, cuyos 
art s. 74 a 77 , trat an de l contrato de ap rendizaj e . También es de ese ari o e l Estatuto de Capac it ación y 
Empleo. sancionado en Chile por D.S.L. . No. 111989 que trata del aprendizaje en los art s. 14 y ss. Las 
di sposic iones reglament arias correspo nd ientes. figuran en e l D.S. No . 14 6/ 1989 del MTPS , Tít. 111 . Párr. 
VIL Por igual moti vo pod rían inc lu irse: la ley 2 1/ 1989 sobre educación y FP de Dinamarca ; el CT de 
Filipinas de 2 1 .03 .1989 ; la ley 1836/ 1989 sobre promoción del empleo y la FP de Grecia . 
4 No se re lac ionan en esta li sta las múltipl es ordenanzas min isteria les rec ientes sobre condi c iones req ue-
ridas, exámenes, etc ., en dive rsos o fi c ios y profes iones . 
En Aust ria se han dictado, ademá s, en fechas recientes, Ordenanzas Mi ni steriale s, so bre fo rm ación 
inic ial en diversas profesiones (V, los fase . de Legislative /nfúrmation , edit ados por el BIT, 1995). 
~his Al exponer los propós itos de estas enmi endas a la Job Training Part nership Ac t, el Comit é de Educac ión 
y Trabaj o, House Report No . 102 -249, hi zo referencia al hecho de que Jos «apprenticeship proKrams)) só lo 
alcan zaban al 2% de los jóvenes de Estados Uni dos , en cont raste con la signifi cación cuantitati va del 
aprend izaje en Alemani a (p.4 5) . 
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Training, L. 111993); Holanda, L. WCBO, 01.08 . 1993 ; Irán (CT, L. 27 . 
12. 1992, art. 112 y ss. ); Irl anda (Lab. Serv. Act Appr. Rules, 1995- S.I. No. 
198/ 1995 ; Italia (L. 515 , 04. 12 .1995, art. 8);6 Kuwait (L. 1995); Luxem-
burgo (L. 04.09.1990) ; Mad agascar (95-004 , relativo al artesanado) ; 
Malawi (Ord . 3.1993); Mauritania (D. 94-084- FAAF); Namibia (L. Gral. 
s/FP-NVT Act 33-1994, arts. 17 a 28); Nicaragua (D. 3-1991 INT; D. 40-
94, L. Org. INATEC; Regl. de CFP, Ac. 41-95); Paraguay ( CT, L. 213/93 y 
mod. por L. 496/ 1995, Tít. Cap . 1 y 11 , Sec. 1, arts. 105-118 y 119-127); Perú 
(L. 26 .27211993 , SENATI ; L. 26513 , TO D.S . 05.95-TR) ; Polonia (L . 
29.12.1989- Empleo); Portugal ( Decr.-ley 383 de 09.10.1991 ; Regl. 1061 , 
13 . 11.92); República Dominicana (CT L. 16-92, Libro IV, Cap. 11 y 111); 
Sudáfrica (L.157/ 1993 ; En m. de las Cond. de Aprendizaje, 29.09.1995 ) ; 
Suecia (Ord . 1993 : 1950, 1994:358, L. 1994:322, 1994:358, 1994 : 1170); 
Tanzania ( D. 8.12 .1994), Vocational Education Training Fund, Order 616/ 
1994); Túnez (L. 93-1 O, Cap. IV, arts. 21 a 28, D. 94-1600, Arr. M in . de 
17.01.95, Arr. Min . de 27.02 .96); Venezuela (LOT, 1990, Tít. V, Cap. 1, arts . 
247 y ss y 266 y ss ; Res . M. Educ., 1255- A/ 1992, D. Pres.3.230/ 1993, D. 
Adm . 768-93-08/ 13 .04 . 1993); Vietnam (CT L. 23.06.1994, Cap . 111 , arts. 
20 a 29); Zimbabwe, (Manp. Plan. and Dev.Act, 1994 (No.24). 
3. Conviene acotar que , según estudios recientes , en países en que 
el aprendizaje tradicional ha desaparecido o se encuentra muy debilita-
do, se están lanzando actualmente «programas para vigorizarlo o 
para recrear algo muy parecido ». 7 En otros , en que la figura conti-
núa estando poco o nada reglamentada, y nunca ha tenido real sig-
nificación , se registran iniciativas para robustecerla, con la inten-
ción de favorecer la inserción de los jóvenes, como ocurre v.g. en 
Uruguay. 
En Japón , donde «no existe una formación de aprendices en sentido 
estricto»,7bis se dictó el 5.04.93 una ley sobre Skill Training System. 
Debe advertirse asimismo que la falta de reglamentación no es ne-
cesariamente un indicio de desafección del legislador. Sin embargo, en 
algún caso, como el de México, el silencio legislativo resultó de la deli-
berada exclusión del contrato de aprendizaje en la nueva LFT, vigente 
(, La ley italiana cit. , trata de una variant e: los tirocini .fármativi. El Gobierno envió un proyecto de ley a la 
Cámara de Diputados e l 26. 06 .1995, sobre "Normas e n materi a de me rcado de l trabaj o y fle xib ilidad >>, 
incluyendo en su a rt. 21 , di sposiciones sobre el C<app rendistalm> (/J i¡: del/e //el. lnd. , Giuffre Ed ., No. 2/ 
1995 , p.2 59). 
7 
J .M . Adams, quie n cita el Re in o Unid o, Suec ia e Irlanda ("¿Callej ones s in salida o autopi sta hacia e l 
futuro?» , in Rev. h'uropea l:ormacián l'rofes imwl. CEDEFOP, No . 2, 1994, p. 81 ). De hecho, en Irlanda , 
como se indica supra, se di ctó en 1995 una ley de aprendizaje . 
7 h' ~ J. Míinch , «Educación, form aci ón y empl eo en Al emani a, Japón y Esta dos Unidos)) in Rev. de Trah ., 
MTSS, 1994, 1 1, p .15 1. 
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desde 1970, en el entendido que la figura era anacrónica y promotora de 
abusos contra los menores. 8 
4. Las normas que se considerarán, son las que mantienen las ca-
racterísticas más típicas del contrato de aprendizaje, al margen de la 
denominación que se les dé y aunque la alternancia de la formación teó-
rica con la práctica sea cuantitativamente importante. 
Las figuras referidas en la parte 1 4, que encaran nuevas combina-
ciones de trabajo y formación , innominadas o nominadas (contratos de 
trabajo y formación, stages, pasantías , trabajo en prácticas, etc .), que se 
estén desarrollando al margen de las regulaciones del aprendizaje en 
sentido estricto,9 o sustituyéndolas, pero que no se identifican con este 
contrato, sólo serán consideradas incidentalmente . 
§2. Rasgos actuales de la regulación del aprendizaje 
5. Un vistazo a las recientes normas sobre el aprendizaje, integra-
das, cuando corresponde, con los textos anteriores, nos muestra una cierta 
similitud en las líneas generales, aunque subsisten o se generan nuevas 
diferencias de mayor o menor significación. 
Esas diferencias atañen a aspectos formales o de detalle, y a cuestio-
nes de fondo, como la propia naturaleza jurídica del contrato que da 
nacimiento a la relación de aprendizaje. 
6. Con relación a ese punto, lo primero que se advierte es que en 
muchos sistemas se ha completado el proceso por el cual el de aprendi-
zaje, ha pasado a ser plenamente reconocido como una variedad del 
contrato de trabajo. 
Por consiguiente, la tendencia parece consolidada en el sentido de 
aplicar a ese contrato y a los participantes en la relación que genera, sin 
En la LFT de 1931 e l aprendizaje estaba extensamente re glamentado (arts . 218 a 231 ), pero para la 
doctrina era «lma supervivencia del régimen corporatiw))) que debía desaparecer de la legislación (M . de la 
Cueva, De~: Mex. del Yi"ab., Porrúa , Méx., 1943, p.718 y ss.). Con ese espíritu, la nueva LFT (1970), omitió 
mencionar el cont rato de aprendizaje y, en su lugar, impuso a Jos empleadores la obligación de propor-
cionar «capacitación y adiestramiento» a menores de 16 al1os, (art. 180-1 V). La doctrina entendió que 
era «posihle seRlJir practicando el aprendizaje, pero con base a reconocer al aprendiz la categoría de trabajador con 
la plenitud de derechos legales» (J.Jesús Castorena, Manual de Der. Obr., Méx., 1973 , p. 88). La sobrevivencia 
de los contratos de aprendizaje fue confirmada por una encuesta de la que resultó que la mayoría de los 
c. c. hacían constantes referencias al aprendizaje (J .R. Hernández Pulido, Relaciones Industriales y Fl' , 
INET, México, 1978, p. 172). Una enmienda de la LFT ( 1978), que impuso a los empleadores proporcio-
nar capacitación o adiestramiento , au nque contempló la eventua lidad de capacitación inicial en la em-
presa de «UJJ trabajador de nuevo ingre.wm, dispuso que durante el tiempo en que la reciba, «prestará sus 
servicios cm~fárme a las condiciones generales de trabajo que r(jan en la empresa o a In que se estipule en los 
contra/Os colectivos>> (Art. 1 53-G). Los actuales cambios del sistema de FP, podrían repercutir en este tema 
en la eventualidad de reforma de la LFT. 
Asi por ej ., en Italia , desde Jos al1os ochenta se han desarrollado nuevas fórmulas contractuales que 
combinan trabajo y formación . El clásico tirocinio o apprendistato ha sobrevivido, aunque en la doctrina 
se ha puesto en duda la utilidad de su conservación (Crr.: G.Pera, Di1: del /,av. , 4a . ed., CEDAM, Padua, 
199 1, p. 354). 
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perJUICIO de su especialidad, se les aplique la normativa que regula las 
relaciones de trabajo, tanto en el plano individual como colectivo, salvo 
disposición expresa en contrario. 
Tal lo que, a mayor abundamiento, especifican algunas legislacio-
nes, como las de Brasil (art. 64 de la ley 8.069 de 1990), Francia (CT, arts. 
L. 117-1, L. 117-2), Paraguay (CT, art. 117), aunque ello puede conside-
rarse superfluo en algunos casos, en función de las propias definiciones 
de la figura, o de su inserción en los códigos o leyes generales de trabajo, 
bajo el rubro de contratos especiales de trabajo. 
En ese entendido, la Corte Constitucional italiana, considerando al 
aprendiz un trabajador regular, declaró inconstitucional el art. 1 O de la 
L. 604/1966, que lo excluía de las protecciones establecidas para los ca-
sos de despidos injustificados. 10 
7. Es necesario precisar que en países en que funciona el sistema 
dual, se admite corrientemente la distinción entre el ámbito de la em-
presa y el de la escuela. 
Así, en Alemania, la doctrina mayoritaria entiende que en el contra-
to de aprendizaje la relación generada por la formación en la empresa, 
conforme al art. 3, párr. 2 de la LFP (BBiG) -sin perjuicio de la especiali-
dad por su propósito de formación- debe ser reputada una relación la-
boral, a todos sus efectos, tanto en el plano individual y como el colecti-
vo. En cambio, a la relación generada por la instrucción en la escuela, no 
se le aplica el derecho del trabajo, sino las normas sobre enseñanza de 
los respectivos estados que integran la RFA. 11 
Por otra parte, en algunos regímenes, como el de Vietnam (CT, art. 
23-2), la relación puede o no ser considerada laboral, según que si el 
aprendiz participe efectivamente o no, en la producción. 
8. Bajo la concepción del contrato de instrucción, que privó en Fran-
cia hasta las trascendentales reformas de 1971 y la inclusión del estatuto 
de asalariado (D . 72-282), 12 el aprendiz no era considerado un trabaja-
dor, por lo que sólo se admitía la aplicación por extensión de ciertas 
normas laborales. 
Esa idea ha sido retomada, con algunas variantes, en textos recien-
tes de Cote d'Ivoire, Gabón, y más acusadamente en Túnez, y se conser-
va, entre otros países, en la República Popular de China, 13 y en algunos 
"' Tal vez por eso, el art .8.3 de la ley 515/ 1995, dispuso expresamente que las relaciones que se establecen 
los tirncinifOrmativi di orientamento, «no constituyen relacione.\· de trahajo» . 
" W. Daubler, Der. del Trah. , MTSS, Madrid, Cap. XXVII , p. 944. 
12 M. Malmartel , «Le cadre juridique e institutionnel de J'apprentissage)), in Actualité de la Form.ation Per-
manente, No. 36- INFFO, Paris,1978, p.35-45. 
n Según señala Tsien Tche-hao, en China un aprendiz es un joven que entra para aprender un oticio, a 
quien, a pesar de estar obligado a hacer cierta cantidad de trabajo, no se le considera un verdadero 
trabajador («China, R.P.» in IELL, 1979, p. 30) . 
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de Europa, como Grecia, Irlanda o Portugal y, salvo en ciertas profesio-
nes, en Luxemburgo. 14 
Con todo, si se examinan dentro de este grupo las normas más re-
cientes, se observa que en Cóte d'lvoire , aunque el contrato de aprendi-
zaje se define como un contrato sui generis, en que hay instrucción, con 
ejecución de ouvrages en vista de la formación (art. 12.2), el mismo está 
integrado al CT (L. 15 de 1995). 
Más claramente aun , en Gabón, si bien el contrato de aprendizaje se 
califica como una forma de educación , está incluido en el Título 11 del 
CT (L. 3 de 94) que trata «del contrato de trabajo». Además, pese a que 
se omite la palabra salario y en su lugar se habla de asignación (allocation) , 
la retribución del aprendiz se regula como un porcentaje del Salario 
Mínimo (art. 85). 
En la L. 1 O de 1993 de Túnez, el contrato de aprendizaje aparece 
como una modalidad de formación inicial (Cap. IV) y no consta ninguna 
referencia al contrato de trabajo, ni se incluye entre las obligaciones del 
aprendiz trabajar para el empleador. Además, si bien el aprendiz perci-
be sumas de dinero a cargo de la empresa durante la vigencia del con-
trato, éstas son calificadas como indemnización (indemnité), tan-
to en el art. 24 de dicha ley, como en el Dec. 9411600 que fijó los 
montos mínimos. Sin embargo, el propio legislador admite que tal 
indemnité pueda ser aumentada por convenios colectivos de trabajo 
y, en los conflictos individuales , si fracasan las soluciones concilia-
torias, cabe según el art. 25 , el accionamiento ante la jurisdicción 
laboral. 
9. Es cierto que la tendencia hacia la laboralización del contrato de 
aprendizaje ha resultado, además, directamente contrariada por cam-
bios legislativos recientes, ambientados por la corriente desreguladora , 
muy fuerte en algunos países. 
Es el caso de Argentina, donde se ha declarado expresamente el 
«carácter no laboral del vínculo» creado por la nueva reglamentación 
del contrato de aprendizaje (Dec. 738/95 , art. 15) . 
En una posición análoga hay que situar la ley 26513 dictada en Perú 
del 28 de julio de 1995, que instituye el convenio de formación laboral 
juvenil, con características análogas al clásico contrato de aprendizaje . 
En efecto, el art. 25 de la citada ley, limita los derechos y obligaciones 
que generan estos convenios, a los previstos en ella, con expresa especi-
ficación de que los mismos, "no originan vínculo laboral" (párr. final del 
" Tradicionalmente en Bélgica tampoco se considera al de aprendi zaje un contrato laboral (R .Blanpain , 
«Bel giunm in lELL, 1979, p.59), y esa conceptuación se manliene en el D. de 3.07 .1991 , a r1 . 3. 
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art. 25) . 14bis Con ese espíritu , el art. 1 O, aunque estipula que lo que debe 
pagarse al <~oven que se acoge a la formación» no debe ser «menor a la 
remuneración mínima vital» , califica tal pago en el inciso d) y en el b) 
del art. 13 , como "subvención económica". 
1 O. La corriente revisionista, a la que acaba de hacerse referencia , 
no parece que, al menos por el momento, vaya a alcanzar preeminencia, 
ni hay motivos para suponer que será abandonada la tipificación mayo-
ritaria del contrato de aprendizaje como contrato de trabajo . 
Basta para confirmarlo citar textos recientes de Belarús (donde si 
bien el CT de 1992 encara el contrato de aprendizaje con una técnica 
jurídica especial, al aprendiz lo califica insistentemente como trabaja-
dor) ; Chile (en cuyo CT, reformado en 1994, el art. 78 trata del «contrato 
de trabajo de aprendizaje»); República de Corea (país en el que aun cuan-
do el aprendizaje es regulado por separado del contrato de trabajo en el 
Cap. Vll de la LSL, texto enmendado en 1989, y se admite que ciertos 
extremos de la relación laboral sean establecidos por Decreto Presiden-
cial , se utilizan las expresiones : empleo para un aprendizaje , empleador, 
trabajador, salario y contratación de un trabajador con vistas al aprendi-
zaje, en los arts. 74 a 77); España (que mantiene en el art. 11.2 del ET, 
reformado en 1994, la conceptuación del contrato de aprendizaje, que 
denomina «contrato de trabajo de formación», como una de las «moda-
lidades del contrato de trabajo») ; Filipinas (donde el art. 58, incs. a) y d) 
del CT de 1989, define al aprendiz como un trabajador y al contrato de 
aprendizaje como un contrato de trabajo) ; Namibia (National Vocational 
Training Act, 1994, donde en la Parte V se habla inequívocamente de 
«empleo y formación de aprendices» y en los arts. 17 y ss ., se mencionan 
insistentemente los términos empleo , persona empleada y empleador, 
para referirse al objeto del contrato y a sus partes) ; Paraguay (en el que 
el Cap. del CT/ 1993 , intitulado : «Del contrato de aprendizaje», encabe-
za el Tít . 3o. «De los contratos especiales de trabajo» , arts . 105 y ss) ; 
Polonia (donde el punto 12 del art. 37 de la Ley de 29. 12.1989, si bien no 
14
t>" Esta caract eri zación, junto con o tras cuestiones , moti vó una queja de varias organizaci ones de trabaja-
dores contra e l Gobiern o de Perú, que fu e ex aminada como Caso núm 1796 por el Comité de Libertad 
Sindica l del Consej o de Administración de la O IT, según consta en el 304o . In fo rme de ese Comit é (266 
R. del Consej o de Admini stración, Ginebra, junio de 1996) . En el párrafo 463, de la parte C de "Conclu-
siones del Comité" , éste observa, a ese propósito, "t¡ue el estatuto j urídico de esta f orma mixta de trahqjo 
.fOrmación en el JJení perm ite a las empresas contratar y emplear un porcenlaj e importante de rrabqjadores que no 
di.~jh1tan de derechos sindicales ". Asimismo, en el párr. 464 , el Comité pide "al Gobierno que adople las 
m edidas nece.\·arias para que el derecho de orgam::arse, sea garant izado a los truhajadores concermdos tam o en la 
legislucián com o en /a práctica. Además, el Comité solicita al Gohierno c¡ue se asegure de que las condiciones de 
empleo de es la calegoría de lrahqjadorespuedan ser cuhierJas por los con venios colectivox en vigor en/as empresas 
en que están empleados." Tal es conceptos, son re iterados en el inci so d)-i ) de l párr. 473, re lativo a las 
"Recom endaci ones del Comit é" . Por otra parte , el Comit é tran scribe como An exo 1 de su Inform e los 




menciona al aprendizaje, se refiere a la remuneración abonada a los ado-
lescentes empleados en virtud de un contrato de trabajo con miras a la 
adquisición de una formación profesional); República Dominicana (el 
CT de 1992 menciona el aprendizaje en el art. 257 del Tít. Ill , del L. IV 
que contiene la regulación de las condiciones de algunos contratos de 
trabajo) ; Venezuela (en cuya LOT, vigente desde el O 1.05 .1991 , se espe-
cifica en el art. 266, que las relaciones laborales de los menores sometidos a 
formación profesional se regirán por sus disposiciones, y en los arts. 267 y 
ss ., se regula concretamente la situación de los aprendices); etc. 
11. Como corolario de la aceptación de su condición de trabaja-
dor, el aprendiz queda bajo el amparo de la normativa en materia de 
seguridad social. 
Tal situación se opera sin necesidad de una ratificación formal , aun-
que en Brasil , para evitar toda posible duda , la ley confirma que los 
aprendices tienen asegurada la plenitud de los derechos previsional es 
(L. 8.069 , art.64) . A su vez, en Francia, se entiende oportuno aclarar 
que, mientras el aprendiz frecuenta los centros de formación , se mantie-
ne la protección en materia de accidentes del trabajo y enfermedades 
profesionales (art. L.l17-bis-7 del CT). 
12. En varios países, no obstante reconocerse en el aprendiz un tra-
bajador, la legislación admite restricciones a sus derechos ante las con-
tingencias sociales. Es el caso de España, donde el ET las consagra en su 
artículo 11, aunque garantizando la cobertura frente a accidentes del 
trabajo y enfermedades profesionales , asistencia sanitaria, prestaciones 
económicas y descanso por maternidad, derecho pensionario y lo relati-
vo al Fondo de Garantía Salarial (art. 11.2-g). 
A la inversa, en legislaciones recientes de países en los que no se 
atribuye al contrato de aprendizaje carácter laboral , se hace reserva de 
algunos derechos en materia previsional. Así, por ejemplo, en Argenti-
na, los incisos 4 y 7 del art . 4 de la L. 24.46511995, ordenan que se 
instrumente una adecuada cobertura de salud para el aprendiz y se re-
conoce el amparo ante los riesgos que pudiera sufrir en el lugar y en 
ocasión del trabajo. (El decreto 738/95 determinó las prestaciones que 
debían quedar aseguradas por la cobertura de salud contratada por el 
empleador, art. 13 y Anexo 1). A su vez, en Gabón, el art. 86 del CT de 
1994, impuso la obligatoriedad del seguro contra los accidentes de tra-
bajo y las enfermedades profesionales. 
Dentro del mismo grupo de países a que se está haciendo referen-
cia, se da el caso de Túnez, donde si bien el aprendiz está protegido 
contra accidentes y enfermedades profesionales, el art. 27 de la L. 93-1 O, 
pone el seguro a cargo del Estado, con financiación en fondos especia-
les. Cabe señalar que , en función de la concepción del aprendizaje en el 
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derecho tunecino , se continúan pagando asignaciones famili ares a quie-
nes s iguen regularmente el aprendizaje. 
13. La circunstancia de que el contrato de aprendizaje sea conside-
rado un contrato de trabajo , sin perjuicio de su especialidad, y que el 
aprendiz cuente con la protección del estatuto laboral , no excluye la muy 
intensa preocupación del legislador por los aspectos relativos a la for-
mación . 
En ese sentido, es significativo el proceso de la legislación francesa. 
En e lla, no obstante haberse optado por definir el contrato que suscribe 
e l aprendiz como «un contrato de trabajo de tipo particular», 15 se conti-
núan sumando enmiendas a los arts. del Título Primero del Libro 1, que 
se ocupa del aprendizaje, para resaltar la preocupación por todo lo rela-
cionado con la educación. 
Una ley de 1992 (92-675), di spuso encabezar el primer artículo del 
referido Título (art. L.115-l ), con un párrafo con cierta entonación de la 
antigua fraseología revolucionaria: «E l aprendizaje concurre a los obje-
tivos educativos de la nación». Por lo demás , las enmiendas y aditivos 
de 1987, 1992 y 1993 , al mencionado artículo del CT, no sólo reafirman 
que «el aprendizaje es una forma de educación alternada», sino que apun-
tan a refrendar la ca lificación profes ional obtenida por la vía de l apren-
di zaj e, con diplomas y títulos del sistema educativo y a facilitar el trán-
sito de un sistema al otro . A mayor abundamiento , debe mencionarse 
que desde los Decretos 73-1046 y 73-1048 se ha conformado el Libro IX, 
titulado: «De la formación profesional continua en el marco de la educa-
ción permanente», donde se aclara que tanto la formación inicial como 
las ulteriores: «forman parte de la educación permanente» (art. L. 900-1 ). 
14 . En cuanto a las fuentes de la regulación del contrato de apren-
di zaje, la doble vertiente: relación laboral-objetivos educativos, no impi-
de, segú n aca ba de verse, que en la legi s lación france sa casi todos los 
di spositivos atinentes al aprendizaje consten en el código de trabajo . En 
cambio , otros sistemas dan un tratamiento por separado a unos y otros, 
con o sin un relacionamiento o reenvío expreso.16 
" El primer CT francés, sa ncionad o en 1910, que recogió e l artic ulado de una ley de 22.02 .185 1, separaba 
claramente los contratos de apre nd izaje de Jos con tratos de t rabajo , a unque se ad mit ió que debían ser 
asimilados a cic11os efectos (R . Théry, UéglemeJJfation .Jurisprudentielle du control de travail en /Jmit Fram;:ais, 
Roussea u, Paris, 19 13, p. 2 12). Luego de la refonna resu ltante de la ley de 20.03 . 1928, la situación no varió 
sus tanc ia lm ente y la doctrina seg uía mirando el contrato de aprendizaje como un caso en que e l derecho 
del trabajo era aplicable «júera del contrato de trah~jrm , a «Contratos disli111os del de trah[!jlm. En esa línea, A. 
Ro uast y P. Durand , podían afirmar que amb os contratos dife rí an por su objeto mi smo, ya que e n e l 
contrato de aprend izaje éste era la instrucc ión profesional y no el trabajo: pues el trabajo, en la medida en 
que resulta aprovechable por el patrono, no es s ino una rem un erac ión al empleador por los cuidados que 
da a la fonnación de los aprendices. (/Jroit du travail. Dalloz, Paris, 1946 , p. 386 y ss., párr. 358.) 
J(, Entre los textos rec ientes, hay remisión expresa a la legislación sobre FP, a título de complemen to de la 
regulaci ón de l con trato de aprendi zaje, en el CT de la República Dominicana (art. 267) , y en la LOT de 
Venez uela (a rt . 272). 
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En consecuencia la relación de aprendizaje está sujeta en muchos 
países a una doble consideración legislativa : en el ámbito laboral y en el 
de la formación y sus instituciones . La integrac ión normativa puede 
volverse triple, cuando las normas sobre contrato de aprendizaje se com-
plementan con las disposiciones sobre obligatoriedad de la enseñanza y 
·más ampliamente , con las que rigen todo el sistema educativo, como 
ocurre en varios países y particularmente en Europa .17 
Todavía hay que contar, a los efectos de contabilizar en su integri-
dad la regulación legal del contrato de aprendizaje, la normativa sobre 
trabajo de menores , para todos los casos en que los aprendices ti enen 
esa condición . Empero, como más adelante se verá, la tendencia es a 
aumentar las posibilidades de opción de los adultos por esta modal idad 
de formación, elevando considerablemente la edad tope para concertar 
este tipo de contratos y otros análogos. 
15. La regulación estatal, además de leyes en sentido estricto, tiene 
un componente de reglamentaciones por Decretos del Poder Ejecutivo, 
ordenanzas y resoluciones ministeriales u otros instrumentos análogos 
y aun Acuerdos de las autoridades de las lFP, o de las Juntas de Forma-
ción Profesional , u organismos similares. Sin embargo, debe tenerse en 
cuenta que tales acuerdos muchas veces requieren algún tipo de homo-
logación por la autoridad administrativa competente . 
En los hechos, en un buen número de países las leyes sobre el apren-
dizaje se remiten a su reglamentación , delegan expresamente potesta-
des para ello, o imponen el dictado de ese tipo de normas. En todo caso, 
es casi la regla que existan dispositivos reglamentarios y que éstos sean 
muy relevantes. 
16. En materia de formación dentro de una relación de trabajo , es 
también muy importante la regulación que resulta de convenios colecti-
vos, especialmente en aquellos países en que la práctica de la negoc ia-
ción colectiva no tiene obstáculos y está generalizada, como ocurre , en-
tre otros , en los países de la Unión Europea. 18 
Por lo demás , la legis lación suele remitirse a la regulación por 
vía de convenios colectivos, como pasa, en forma general , con el pacto 
de los términos concretos del ejercicio de los derechos de promoción y 
formación , según dispone el ET de España, o con ciertos puntos, como la 
17 V. , a ese respecto, los artículos que se recogen en la 1/evista de /i·aha¡o. MTSS, Ario 1, No. 1, B.Aires, 1994 , 
escritos por J . Frietman («La enseñanza profes iona l inicial en Jos Paises Bajos : moda li dades y cvo lu-
ciórm, p . 162-168); S. Guardia González (<<La FP en el contexto de los sistemas educativos europeos>>, pp. 
129-14 7); J-L. Ki rsch, << La FP inicial en Francia .. .>> , p . 154-161 ); J . Münch (<<Educaci ón, formación profe-
s ional y empleo en Alemania , Japón y Estados Unidos .. . », p . 148-153). 
11 La importancia de esta fuente en esa regi ón, queda en evidencia en el «Rappo rt Générah~ de R. Blanpain : 
Les politiques cnntractuelles dans le cadre de la FP continue dans les pays membres de la ( ·~;·, Leuvcn, Peelers 
Press, 1994, 11 9 p. 
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forma de los exámenes de los aprendices, según se prevé en el art. 11 O 
del CT de Paraguay. A veces los mecanismos de fuente estatal funcio-
nan solamente en ausencia de regulación por convenios colectivos, como 
pasa especialmente respecto de la fijación de los salarios de los aprendi-
ces .1 9 
En el caso de Alemania, la admisión de que la relación de aprendi-
zaje se puede regir por convenios colectivos, ha permitido al TFT, en 
función del art. 9 de la Ley Fundamental , reconocer con gran amplitud 
el derecho de huelga de los aprendices , no pudiendo considerarse un 
obstáculo para su ejercicio la minoría de edad, si la relación establecida 
con el empleador es válida .20 
Es interesante destacar que aun en Argentina, donde, según se ha 
dejado dicho, se le niega carácter laboral a la relación generada por el 
contrato de aprendizaje, el art. 4 .9 de la L. 24.465 , que regula este tipo de 
contrato, admite que por convenios colectivos se fije el porcentaje máxi-
mo de aprendices que puede contratar una empresa. Asimismo, esa ley 
consagra el derecho a que se establezcan por convenios de actividad, 
rama o empresa, los programas y procedimientos conjuntos de forma-
ción . 
17. En cuanto a los usos y costumbres profesionales, estaban en el 
pasado expresamente mencionados por varias legislaciones, e incluso, 
como en el antiguo CT francés (art. 3), debían ser tenidos en cuenta al 
establecer el acta por la que se escrituraba el contrato de aprendizaje . 
En los textos legales recientes, esta fuente no suele ser mencionada. 
Entre las excepciones, puede citarse el CT de Cote d'Ivoire de 1995, en el 
que el art. 12.3, en su primer párrafo, utiliza una fórmula análoga a la de 
la legislación francesa a que se hizo referencia precedentemente. 
El silencio de las leyes no obsta a que, como en toda la materia de 
las relaciones de trabajo , los usos y costumbres profesionales puedan 
funcionar como fuente subsidiaria, en la medida que se ajusten a los 
principios del derecho laboral. 
18. El repaso de los textos más recientes muestra - como ya quedó 
en evidencia al hacer el inventario preliminar- que en algunos países y 
particularmente en Francia, las disposiciones sobre el aprendizaje son 
muy copiosas y hay un constante proceso de correcciones y adiciones en 
que se trata de contemplar todos los componentes de la figura y de re-
gular los aspectos complementarios atinentes a la formación . 
1
') Esta cuest ión se tratará más adelant e, pero es oportuno se ñalar desde ya que, en contradicc ión con la 
tendencia indi cada, el CT de Chile prohibe que la remuneración del aprendi z sea acordada por conve-
nio co lecti vo . 
» W. Daubler. op. cit., p. 948 . 
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Dejando aparte los países donde no existe reglamentación, como el 
Reino U nido , habría que situar en el extremo opuesto de las leyes deta-
lladas, aquéllas como la de la República Dominicana, donde el CT sólo 
menciona escuetamente la posibilidad de que se concierte un contrato 
con vistas al aprendizaje de los jóvenes trabajadores, en el art. 257 , últi-
mo de los tres del Título dedicado a la formación. Respecto de los prin-
cipios, planes y estipulaciones de ese contrato, el artículo referido , se 
limita a remitirse a lo que disponga la reglamentación que formule e l 
INFOTEP (que es la IFP oficial), con ulterior aprobación de la Secretaría 
de Estado de Trabajo. 
La mayoría de las legislaciones dictadas en los últimos años se s i-
túan en un término medio, estableciendo, con diferente grado de deta-
lle, los 1 ineamientos fundamentales del contrato de aprendizaje, sin per-
juicio de eventuales remisiones a la normativa sobre trabajo de menores , 
sobre formación y en materia de educación . 
19. Dentro de las previsiones que suelen encontrarse en las nor-
mas sobre aprendizaje , se encuentra la imposición de la obligatoriedad 
para las empresas de formar un determinado número de aprendices. 
Previsión que, como es obvio, obedece a la preocupación ante la resis-
tencia de muchos empleadores a hacerlo voluntariamente y tiene el ob-
jetivo de asegurar la disposición de cupos para los programas de forma-
ción. 
Esa fórmula , que continúa imperando en . algunos países , especi al-
mente en América Latina por influencia del modelo brasileño, es recogi-
da, con diferentes porcentajes, en textos adoptados en los últimos años. 
Así ocurre, por ejemplo en Argelia (L. 90-34, que contiene en su artículo 
4 una escala, referida al número de trabajadores ocupados); España (Rea l 
Decreto 231711993, que también incluye una escala de ese tipo) ; Para-
guay (CT, 1992, art. 116), y Venezuela (donde, por la remisión de la LOT 
de 1990 a la legislación sobre FP, la Ord . Adm. 714-91-003 fijó el respec-
tivo porcentaje). 
En la mayoría de los países, en cambio, la contratación de aprendi-
ces sigue siendo voluntaria, aunque en algunos, como Filipinas, las au-
toridades se reservan la facultad de decretar la obligatoriedad cuando 
medien razon~ que lo justifique, como las relacionadas con la seguri-
dad nacional , o en la hipótesis de que las empresas, por falta de mano de 
obra nacional calificada, utilicen técnicos extranjeros (CT, art. 70). 
20. En conexión con el problema del número de aprendices, la pre-
ocupación que parece privar es la relacionada con el máximo admisible. 
Ello obedece a la necesidad de garantizar la atención y la calidad de la 
instrucción, amén de prevenir los fraudes y la competencia desleal con 
los trabajadores adultos. 
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La fijación del número o del porcentaje máximo de aprendices que 
las empresas están autorizadas a contratar, consta en el CT de Francia 
(art. R.ll7-l ), y en las recientes leyes de Argentina, donde -como ya se 
dijo- los convenios colectivos fijan los porcentajes máximos, en relación 
con el personal de plantilla, y subsidiariamente el mismo es fijado por 
decreto (Dec.738/95, art. 17); Chile, donde el porcentaje de aprendices 
no debe superar el 10% del total de trabajadores a jornada completa (CT, 
1994, art. 85); Corea, donde según la LSL el Ministerio de Trabajo fija el 
número de aprendices; Namibia , donde la NVT Act (1994) dispone en 
su art. 17(2) que el número de aprendices admisibles debe fijarse en 
consonancia con el correspondiente programa de formación de la em-
presa; etc. 
§3. Cuestiones relacionadas con el método de formación 
21 . Desde hace bastante tiempo, pero de modo cada vez más gene-
ralizado, las legislaciones sobre el aprendizaje recogen la convicción de 
los especialistas respecto de la insuficiencia de la formación exclusiva 
en el empleo, 21 y buscan ponerle remedio. 
Si la primera gran transformación del instituto fue la laboralización 
de la relación en favor del aprendiz, la introducción de la alternancia de 
formación práctica en el Jugar de trabajo con formación en centros o 
escuelas, aparece pues como un segundo y no menos importante cam-
bio . Dicho cambio se refleja en la normativa sobre el aprendizaje de 
buen número de países, dando pie a su revalorización y contribuyendo 
a neutralizar muchas de las críticas que se suelen formular a su respecto. 
Es oportuno aclarar que el aprendizaje no es la única vía de la for-
mación en alternancia, pero se distingue de las demás por las caracterís-
ticas del contrato entre el empresario y el aprendiz y los objetivos perse-
guidos .22 
22. Al prestigio del método basado en la alternancia de períodos 
de formación del aprendiz dentro y fuera del Jugar de trabajo, ha contri-
buido la experiencia alcanzada en Alemania que en general es tenida 
" Según quedó establecido en el In f. VIII( 1) a la 59 a. Reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo 
(BIT, Desarrollo de los recursos humanos: orientacián pmf"esinnal y FP, Ginebra, I 973, p. l O). 
22 En Francia, por ejemplo, se señala que la alternancia funciona , además de en el aprendizaje, en secuen-
cias educativas de los liceos pro fe sionales a diversos nivele s, en stages financiados por el Estado para 
j óvenes en busca de empleo, en los llamados contratos de calificación, etc. (Chr. Lenoir, «A propos de la 
fonnation par l' altemance>> in Droit Social, París, No. 511993, p. 411). V, también M. Thery, <<Les fonnations 
professionnelles en altemance» in Droit Social, París, No . 411992 , p. 391-398. 
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como muy exitosa, 23 así como la de algunos otros países que han nn-
plantado el llamado sistema dual. 24 
También en Francia, la alternancia que comenzó a generalizarse con 
la llamada «Ley Legendre» de 12 de julio de 1980,25 parece contar con un 
amplio consenso, pero se ha observado que los resultados económicos y 
sociales no se corresponden con las expectativas. 26 El método ha recibi-
do un nuevo impulso en la «Ley Quinquenal re lativa al trabajo , al em-
pleo y a la formación profesional» de 20.12.1993 , cuyo art. 64 di spone 
que el Estado lleve adelante un amplio proceso de concertación soc ial , 
con vistas a «armonizar las diferentes vías (filieres) de la alternancia para 
los jóvenes»Y 
23 . El método de la alternancia parece, en todo caso, sólidamente 
implantado en casi todos los países de la Unión Europea, 28 y en varios 
de América Latina. 
2·' En la p. 57 del Doc. CEDEFOP, 1995, ya citado, el juicio favorable a la experiencia alemana se apoya en 
opiniones de especialistas que destacan las ventajas pedagóg icas y soc ia les del s istema a lemán de 
aprendizaje, entre los cuales S . Hamilton, (Apprent. Jilr adulthood- Preparing youth Jór the Jilture. The Free 
Press, New York, 1990) y W. Streeck («lnstituti onal mechani sms and structural elements of vocati onal 
training in Gennany ... », in Dettke- Weil, Chal/engexJilr apprenticeship and vocational training in the J990s : 
German and Amer~can persp., Friedrich Ebert Stiftung, Wáshington, 1992, p.42) . En el mismo sentido, 
Maryse Peschel en nota sobre un estudio de C . Büchteman, J . Schupp y D. Soloff (Formation par 
apprentisage .: défi pour I' AIIemab'Tle ... , La Doc.Franr;aise, Paris, 1994), pub!. en la rev. Formación Profe.l'io-
nal, 2/94 , CEDEFOP, p.87; D.Marsden, «Le génie du systeme allemand ... », in ¡:ormation-Hmploi, No. 44 , 
1993. En un articulo reciente, Rolf Arnold -sin perjuicio de reconocer el aparente éxito de la formación 
en empresas, representado por el aumento del porcentaje de jóvenes que han optado por ella , que pasó 
del 53 .8% en 1980 al 66 .5% en 1990- sostiene que el sistema dual «está pasando por un proceso de transi· 
ción)) . Set1ala como principales factores que det erminan ese proceso: el de scenso demográfico, con)bi-
nado con la bú squeda de títulos superiore s; la escasez de docentes y el riesgo de que la enseñanza 
quede rezagada, y la transformaci ó n del mundo del trabajo a rte sana l y el desplazamiento del énfa sis 
puesto en la formaci ón básica, haci a formaciones complementarias (<<Nuevas tendencia s de la FP en 
Alemania>>, in Boletín Técnico Interamericano de FP. Cinterfor/OIT, No. 131 , 1995, p. 43 -54. 
24 En el Doc . CEDEFOP, 1995, p. 75, con el respaldo de un informe de la OECD de 1979, se indica que : 
<<A ustria ha mantenido un sistema dual durante muchos mios y con éxitm> (op. cit ., p.37). La creación legal de 
IFP costeadas por un impuesto sobre la nómina, destinadas a operar el método de la alternancia en la 
formación de aprendices, junto con la obligatoriedad para los empresarios de contribuir a ella, -a la que 
ya se hizo referencia-, ha sido uno de los elementos caracteristicos del sistema de aprendizaje en Brasil , 
a partir del Dec .-l ey 4.481 de 16.07 . 1942, para el aprendizaje industrial , que luego otros textos instituye-
ron en los demás sectores . Bajo la influencia de este model o, y con fónnulas s imilares, se crearon IFP en 
otros paises de la región (Ma. A Ducci , l'roceso de la F/' en el desarrollo de América Latina, Cinterfor/O IT, 
Montevideo, 1979, esp . p. 21 y ss .). 
" V , el cit. estudio de Chr. Lenoir (pp . 411-417), donde se tra ta de la evolución de la legislación sobre la 
altenancia. La Documenta/ion Fran{-·aise, publicó en 1992, el resultado de una investi gación sobre el esta-
do de las prácticas y un estudio bibliográfico bajo el titulo :»Les formation s en alternance : contribution 
á la recherche» (40 1 p.). 
26 Chr. Lenoir, loe. cit. Del mismo autor, que es Director Departamental del Trabajo, el Empleo y la Forma-
ción Profesional : «Fonnations par l'alternance, enjeux et ambigüités» , in Ac:tua/ité de la Formation Perma-
nente, No. 124, 1993, p. 15-24 . 
" J-M. Luttringer, «La FP: nouveaux chantiers», in Droit Social. París, No . 211994 , p. 197; I.Arrago-Genuini , 
«Aprendizaj e y contratos en alternancia : Francia, plan gubern . por el empleO>) , in Herramientas: revista 
defármacirín para el empleo, No. 38, 1993, p. 22-27. 
lM Doc. CEDEFOP, 1995, cit ., p. 23 . 
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Es posible mencionar dispositivos adoptados recientemente con ese 
propósito. Por ejemplo, el D. de 09 .07.1991, relativo a las clases medias 
y PYME dictado en Bélgica, que establece, de modo expreso, que el apren-
dizaje debe comprender una formación práctica en la empresa, así como 
cursos de formación general y profesional. 
24. En cambio, en Túnez el régimen de alternancia es mirado como 
una opción diferente a la del aprendizaje «en milieu professionnel» (art. 
15 , L. 93-10). 
A su vez, en Argelia, el art. 3 del Decreto Ejecutivo No . 93-67 de 
01.03 .1993 , se limita a postular la implantación progresiva de la alter-
nancia .29 
Todavía menos imperativo es el CT de Paraguay (L. 213/93), que en 
el último párrafo del artículo 105 , sólo menciona el régimen de aprendi-
zaje dual , como una de las formas en que puede realizarse el aprendiza-
je.Jo 
25. Una cuestión referida a la alternancia, que es considerada por 
algunas legislaciones de estos últimos años, tiene que ver con la manera 
en que puede o debe practicarse, y a quien corresponde decidirlo. 31 
Al respecto, las legislaciones de Colombia y de España, dan res-
puestas bastante diferentes. 
En Colombia, el punto se encara en el A c. O 18/94 del Consejo Direc-
tivo Nacional del SENA, dictado en ejercicio de las facultades conferi-
das por el art. 1 O de la ley 119/94. En dicha norma se ha dispuesto que 
la distribución de las etapas lectiva y productiva se haga en períodos 
alternos que pueden ser acordados entre los empleadores y la IFP o el 
establecimiento que corresponda, pero ello sólo después de transcurri-
do el bloque modular básico, que debe desarrollarse dentro de la jorna-
da laboral. Por otra parte, el citado texto, admite que la formación prác-
tica puede cumplirse en una empresa distinta de aquella con la que el 
aprendiz tiene relación laboral. 
" En Argentina la Ley Fed. de Ed . No . 24. 195/1993, se refiere a la incorporación del régimen de a lternan-
cia , al tratar en el articulo 17 de la educación <<polimodai>>. 
30 Las otras dos opciones son: el aprendizaje en el lugar de trabajo, o en una in st itución especializada por 
cuenta del em pleador. 
" De acuerdo con el Documento del CEDEFOP, reiteradamente citado, cuadro 6, p . 26, la forma que más 
generalmente asume la organización de la formac ión en lo s países de la Unión Europea, supone una 
distribución semanal de un día en la escuela y cuatro en la empresa (sistema de Grecia , Italia, Luxem-
burgo y también de Bélgica, aunque a llí , el día en la escuela puede ser sustituido por dos media s 
jornadas y los menores de 15 afios pasan un día y medio o 360 horas en la escuela). La formación en la 
escuela puede alcanzar un peso algo mayor en Alemania y Holanda, donde insume 1-2 días, mientras 
que la formación en la empresa cubre consiguientemente 4 o 3. Un criterio distinto se sigue en Francia, 
donde la alternancia es por semanas (una en la escuela y dos en la empresa) , así como en Dinamarca e 
Irlanda , donde la alternancia es por bloques (1 /3 bloques en la escuela; 2/3 bloques en la empresa, en el 
primero, y 3 bloques en la escuela y 4 en la empresa, en el segundo) . 
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En España, el art. 11.2 del ET contempla la posibilidad de que las 
enseñanzas estén concentradas o sean alternadas con el trabajo, se-
gún se fije en el convenio colectivo. El Real Decr. 2317/93 (art. 10.3), 
reitera la atribución de competencia a los convenios colectivos para 
decidir esa cuestión, aunque también admite que, a falta de previsión 
sobre el punto en dicho instrumento, se esté a lo dispuesto en el contra-
to. El referido Decreto , autoriza asimismo, que la formación comple-
mentaria pueda impartirse en el centro correspondiente de la propia 
empresa, en centros de formación creados por las empresas, o por orga-
nizaciones empresariales o sindicales, o en centros públicos acreditados 
al efecto. 
Es interesante destacar que la norma española tiene en cuenta la 
eventualidad de que en la localidad en que está implantada la empresa 
no existan cursos adecuados. Para ese caso, dispone que al aprendiz le 
sea proporcionada la instrucción teórica por medio de los centros de 
enseñanza a distancia debidamente acreditados, para lo cual la empresa 
deberá reducir la jornada laboral. 
26. Según acaba de verse, normas sobre el aprendizaje , como las 
de Colombia, hacen mención de la modularización de la formación. 
Esto significa la previsión de que la misma se desarrolle conforme a 
módulos pedagógicos, 32 los cuales, una vez satisfactoriamente comple-
tados, abren variadas posibilidades de conexión con otros y conforman 
bloques configurativos de avances hacia nuevas calificaciones. 
Se trata de otro cambio en los métodos, que tampoco es exclusivo 
del aprendizaje, pero que a éste concretamente le proporciona un instru-
mento para superar algunas de las más fundadas críticas. En efecto, la 
modularización le aporta una mayor flexibilidad, permitiéndole ade-
cuarse a las necesidades y capacidades de cada aprendiz y aumentar las 
oportunidades de éstos, de complementar su formación, abriendo las 
puertas hacia la formación permanente. 
27. Para su oportuno funcionamiento , la formación por módulos 
debe ir unida a fórmulas para la evaluación, la acreditación y el recono-
cimiento de los saberes y la experiencia que vayan adquiriéndose por 
distintas vías, incluso de manera informal. 
S. Agudelo Mejia los define así: «1:.'1 mddulo pedagógico o instruccional es el conjunto de conocimientos bási-
cos, conocimientos tecnológicos y prácticas ocupacionales ligados y condicimwdos entre sí. que posibilitan la 
adquisición de destrezas para poder saher ejecutar las operaciones correspondientes a un grupo de tareas de un 
módulo ocupacional. Hs, en síntesis, una sistematizacián teórico-práctica de los contenidos a ensei1ar en torno a un 
grupo de tareas de un módulo ocupacional>) (JCrminología Básica de la Formación Pn?fésional, Cinterfor/OIT, 
Montevideo, 1993, p. 41 ) . A su vez, según el mismo autor, el módulo ocupacional , llamado tambien 
bloque ocupacional: «se r~{iere al conjunto de capacitación necesaria en términos de actividades o tareas por 
aprender, para pasar de un nivel de ca/(ficación a O! ro dentro de una ocupación definida . . J:"n sínJesis, es un 
conjunw de tareas a enseñar con una .finalidad concreta en el mercado de trahajrm (loe. cit.) 
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Disposiciones recientes de algunos países , sobre este asunto, apor-
tan la consagración de derechos subjetivos derivados del método mo-
dular. En particular, el de que la formación alcanzada tenga plena acep-
tación a todos su~ efectos , incluso para aumentar las expectativas de 
cualificación y acortar la duración del propio aprendizaje . 33 
Tal, el caso del art. 5 del Decreto Ejecutivo No. 93-67 de Argelia, 
donde se explicita que los programas de formación de los aprendices 
deben estar concebidos como unidades modulares capitalizables. 
§4. Requisitos para la concertación de contratos de aprendizaje 
28. El marco normativo del contrato de aprendizaje ha incluido 
tradicionalmente , y con independencia de sus características y su natu-
raleza jurídica, una serie de requisitos que deben cumplirse para que la 
re lación pueda concertarse y funcionar. 34 
Los requisitos se refieren fundamentalmente a condiciones para que 
sea admisible el aprendizaje; son condiciones exigidas a las empresas o 
a sus titulares ; condiciones que tienen que llenar los maestros e instruc-
tores , y condiciones que debe reunir el aprendiz . En los párrafos que 
siguen se tratará de observar como se presentan estas exigencias en las 
legislaciones dictadas estos últimos años. 
La mayor o menor detención con que estos asuntos aparecen e in-
cluso la propia presencia de estos temas en las legislaciones, está en co-
rrelación con la técnica seguida, así como con el grado de desarrollo 
económico y social de la sociedad de que se trate y la importancia que 
se le asigne al aprendizaje como modalidad de formación . 
A) Condiciones para que sea admisible el aprendizaje 
29. En los reglamentos de las corporaciones medievales , que eran 
muy minuciosos , hay previsiones sobre las actividades, oficios o profe-
siones en que correspondía concertar relaciones de aprendizaje . 
Aunque ese extenso período no estuvo exento de abusos e iniqui-
dades contra los aprendices, la situación se agravó con la decadencia y 
. 14 
Doc. CEDEFOP, 1995, p. 27 . 
Los his to ri adores destacan que de acuerdo con los reglamentos o estatut os corporativos, el número de 
a prendices que podi an ser contratados estaba limit ado, pa ra evitar que se descuidara su in strucc ión (F. 
Barret, Hist01re du travail, PUF, Paris, 1948, p. 23). En el mismo sentido, ha señalado G. Renard que, bajo 
ese régimen: «el aprendiz ... es o~jeto de la más viva atem..:irín >>. p uesto que «el aprendizaje ... es el medio de conser-
var la habilidad p rofesional en la que ponía todo su orgullo la corporacir)m>. Es así que se exigía «."ier maestro 
para tener auwrizaciún para enseiim; pero no es bastante, es preciso que sea de buena vida y costumbres, de 
carácter pacien te y las autoridades de la corporación están encargada.\· de comprobar si el maestro escogido posee 




ulterior abolición de las corporaciones, y con la total desregulación de 
las relaciones laborales que imperó desde entonces y hasta cas i los albo-
res del siglo XX.35 
La calificación profesional y por ende el aprendizaje, resultaron pro-
fundamente afectados , además, por los cambios tecnológicos que se fu e-
ron acumulando, a partir de los que provocaron la revolución indu s-
trial. 
En función de todo ello , la mera apariencia de relaciones de apren-
di zaje encubría la cruda explotación del trabajo infantil , al punto qu e 
una de las primeras y tímidas leyes de protección del trabajo - adoptada 
en Inglaterra en 1802- que por otra parte no llegó a tener aplicaci ón 
efectiva, fue dictada con la intención de limitar a nueve horas por día e l 
trabajo de los aprendices y prohibir su ocupación en horario nocturno 36 
30. La implantación de la parcelación de las tareas y el trabajo re-
petitivo en la cadena de producción, volvió aun más imperioso determi-
nar cuáles son las ocupaciones en que es realmente necesaria una cua li-
ficación obtenida a través de un proceso re lativamente largo de form a-
ción por la vía del aprendizaje . 
En la práctica, en muchos países , los departamentos de trabajo , y 
en América Latina las IFP, han establecido desde hace tiempo y manti e-
nen actualizadas, las listas de actividades profesionales sujetas a apren-
dizaje, generalmente con especificación de la duración de éste. 
Entre las más recientes legislaciones que condicionan la pos ibilidad 
de concertar contratos de esta clase a que figuren en la lista de oficios u 
ocupaciones en que la modalidad de adquisición de la cualificación por 
aprendizaje esté autorizada, pueden citarse el CT de Filipinas (arts . 58 y 
60),l6bis y la NVT Act de 1994 de Namibia (art. 17(2)-b ). 
B) Condiciones exigidas a las empresas 
3 l. En los textos adoptados en los últimos años, es corriente que se 
exija una autorización administrativa como requi s ito para permitir que 
una empresa contrate aprendices. 
3 ~ Bajo el régimen de las corporaciones, los aprendices «padecían - dice Renard- de la en vidia de los f?/iciales y 
de la a varicia de los patronos que escatimaban los alimentos y que conservándolos más tiempo que el preciso. les 
impedían ganar bien su vida. La literatura de la época, cuando se di¡:,na ocuparse de ellos, nos da a el11ender que 
su existencia no era un colmo de felicidad: sin emhargn, conviene agregar -concluye- que su suerte no es compara-
hle a la de los iJ?finitos pequelios mártire.,· que, en la ¡:,ron industria moderna multiplicó la era de las máquina.n> 
(op. cit. , p. 23). 
"' K. de Schweinitz, Inglaterra hacia la Seg Soc., vers. esp., Minerva, México, 1945 , p. 253 . 
'"'' El CT de Filipin as (arts. 73 a 77), adm ite una contratació n espec ial de princ ipiantes (learners) para alcan-
zar, en menos de tres meses, un mero entrenami ento (semi-skilled), a través de la prác ti ca, en ta reas en 
que no cabe el aprendi zaj e. 
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El otorgamiento o el mantenimiento de la autorización está gene-
ralmente supeditado a la idoneidad de las condiciones técnicas y huma-
nas de las empresas para la formación práctica de los aprendices. 
32. En ese sentido, pueden citarse las leyes de Argentina (L. 24.465/ 
1995, art. 4.4); Bélgica (D. de 03.07.91); Corea (SLS, arts. 75 y 76); Francia 
(L. 93-1313, CT, arts . L.117-5, L.l17-5.2 y L.119-1) y Tunez (L. No. 93-1 O, 
art. 25). 
Es relevante la circunstancia de que algunas legislaciones, por un 
lado imponen el asesoramiento técnico antes de conceder la autoriza-
ción (por ej. en Bélgica, del Instituto de las Clases Medias), y por otro, 
prevén una verificación de las condiciones por funcionarios especializa-
dos (como es el caso de los Consejeros de Aprendizaje en el decreto 
tunecino). Asimismo, algunas leyes, como la de Corea, mandan tener a 
la vista un certificado de la autorización. 
En cuanto a la legislación francesa, se advierte que - presumible-
mente para no complicar la contratación de aprendices con trámites 
burocráticos- el CT admite que las empresas puedan formular simple-
mente una declaración, en la oficina competente, antes de la concerta-
ción del primer contrato de este tipo. En la declaración, debe constar 
que se han tomado todas las medidas necesarias para la organización 
del aprendizaje, así como garantizarse que se poseen e lementos aptos 
para permitir una formación satisfactoria, en relación con el equipamiento 
de la empresa, las técnicas que se utilizan, las condiciones de trabajo, de 
higiene y de seguridad, y que los responsables de la formación llenen las 
exigencias prescritas. Conforme al art. L.ll9-1 del CT, la Administración 
puede reclamar a la empresa la prueba de lo afirmado en su declaración 
y según el art. L. ll7-5-l, el Inspector de Trabajo puede poner en mora a 
la empresa, respecto del cumplimiento de los extremos a que se obligó, e 
incluso ordenar la suspensión de la ejecución de las prestaciones, con 
mantenimiento de la remuneración del aprendiz . Por otra parte, el CT 
francés (penúlt. párr. del art . L. 1 17-5), faculta al Prefecto del departa-
mento donde está radicada la empresa, a oponerse a la contratación de 
aprendices por una empresa, si las autoridades que controlan la ejecu-
ción de los contratos de aprendizaje, entienden que el empleador 
incumple sus obligaciones legales y reglamentarias o el propio contrato. 
La decisión, se comunica a los respectivos Comités de Empresa, así como 
a las Cámaras empresariales. Todo lo cual es sin perjuicio de los even-
tuales recursos administrativos. 
En algunas legislaciones, el empresario debe mantener a la vista el 
certificado de autorización (Corea), o llevar un documento de control 
especial, con especificación de la remuneración pagada (Namibia) . 
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C) Condiciones que deben llenar los maestros o instructores 
33. Según acaba de verse, el CT francés incluye, entre las garantías 
que debe asegurar el empresario, el llenado de determinadas exigencias 
a cargo de los responsables de la formación de aprendices. 
Se trata de una cuestión de inocultable importancia para la efectivi-
dad de la formación, que se cuenta entre las más frecuentemente recla-
madas desde tiempo inmemorial por las reglamentaciones. 37 
34. En las legislaciones recientes, siguiendo la línea tradicional , 
muchos textos contienen exigencias de este tipo,38 aunque no hay coinci-
dencia en los extremos reclamados a los instructores. 
En efecto, las exigencias que aparecen cubren uno o varios de los 
siguientes puntos: requisitos administrativos; edad mínima; condicio-
nes morales, y condiciones técnicas y pedagógicas. 
Respecto del control, además del que ejerza la autoridad adminis-
trativa o las IFP u organismos análogos, se reconocen competencias, en 
muchos sistemas, a las Cámaras empresariales . 
35. En algunos países, los maestros o instructores deben contar con 
el asentimiento de la autoridad competente, que puede ser la Junta de 
Formación respectiva (v.g. en Guyana, el Board of Industrial Training, o 
el FAS en Irlanda),39 o el Jefe de sus Inspectores, como en Namibia (NVT 
Act, 1994, art. 28.1 ). En Argelia, la autorización para desempeñarse como 
maestro, la dan las autoridades, con asesoramiento de las Cámaras em-
presariales (L. 90-34, art.8) . En Alemania, en Corea (Ley básica de FP 
No. 2973, art. 41.2), y otros países, la calificación como instructor es otor-
gada por decreto, cuando se han llenado las exigencias previstas en los 
reglamentos. 40 
36. El requisito de edad mínima del instructor no aparece mencio-
nado con frecuencia en las leyes recientes sobre aprendizaje. 
Empero, pueden citarse el CT de Francia, en el que, según el art. 
L.ll7-4 los maestros deben ser mayores de edad, y los CT de Cóte d'Ivoire 
(1995, art. 12.4), y Gabón (1994, art. 82), donde la edad mínima para 
recibir aprendices son los 21 aflos . 
" En el Doc . CEDEFOP, 1995, sobre los países de la Unión Europea, se seilalan como excepción los casos 
de Bélgica y el Reino Unido, en donde no se habrían establecido exigencias especiales para los formado-
res, aunque éstos, en general, poseen experiencia en ese campo. 
" Doc. CEDEFOP, 1995, cit. 
""' En Alemania, las aptitudes que deben poseer los instructores son fijadas por disposiciones reglamenta-
rias, pero la vigilancia del cumplimiento de esos cometidos, corresponde al Centro de Instrucción com-
petente, el cual, de acuerdo con el art. 44 de la LFP de 1969 (BBiG), se encarga de supervisar inteb'falmente 
la marcha de la formación en la empresa. Ell o es sin perjuicio de las competencias atribuidas también, 
con el mismo propósito, a las Cámaras de Industria y Comercio y de Oficios, así como a las Cámaras 
Agrícolas. 
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37. Las exigencias sobre condiciones morales para los instructores 
o los propios empleadores de los aprendices, han sido generalmente 
resaltadas en las modalidades del aprendizaje, todavía frecuentes en los 
países de menor desarrollo industrial, en que el aprendiz queda a cargo 
e incluso es alojado por su maestro . 
Es así, que en los CT de Cote d'Ivoire (art. 12.6), Gabón (art. 82) y 
Paraguay (art. 112), constan previsiones a ese respecto. Incluso, en Gabón, 
se especifica que el maestro o empleador de aprendices tiene que hacer 
un reconocimiento de vida y costumbres. 
Una referencia a las condiciones satisfactorias de la moralidad de 
las personas que son responsables de la formación, también figura en el 
CT de Francia, respecto de la declaración que debe efectuar el empresa-
rio antes de contratar aprendices, a que ya se hizo referencia. (Art. L.ll7-
5, en la redacción dada por el art. 58 de la ley No. 93-13 13 ). Por otra 
parte, el art. L. 117-4, en la versión establecida por la L. No. 92-675, exige 
que el maestro, a la vez tutor de la formación (maitre d'apprentissage), 
que es directamente responsable de la formación del aprendiz , ofrezca 
absolutas garantías de moralidad . 
38. Las exigencias de condiciones técnicas y pedagógicas, aunque 
con diverso alcance y mayor o menor detalle, figuran en varias legisla-
ciones recientes. 
Algunos textos se limitan a reclamar que el maestro o instructor 
esté suficientemente calificado para dar formación apropiada. Tal, lo 
que prescriben el CT de Gabón (art. 82) y el de Vietnam (art. 23(2); otros, 
como el de Cote d ' Ivoire, se remite a lo que decida el Decreto reglamen-
tario (art. 12.3). En Guyana se exige un certificado de aptitud para ins-
cribir al maestro en el registro habilitante. 
Exigencias más precisas figuran en la legislación de algunos países 
europeos, como Luxemburgo y Francia. En Luxemburgo, el instructor 
debe poseer certificado de maestro de oficio o un CATP, y a lo menos 
cinco años de experiencia de trabajo . En Francia, además de la mención 
de las «competencias profesionales y pedagógicas» que deben constar 
en la declaración del empresario, se ha especificado que el maestro debe 
tener, por lo menos, un diploma equivalente al correspondiente a la ca-
lificación a que aspira el aprendiz y tres años de antigüedad . 
D) Condiciones exigidas a los aprendices 
39. Las legislaciones actuales suelen ser muy minuciosas respecto 
de las condiciones para admitir a los candidatos al aprendizaje. Las 
principales exigencias están referidas a edad mínima, edad máxima, 
cumplimiento de obligaciones escolares , inexistencia de una formación 
anterior, y posesión de aptitudes . 
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En algunas leyes , como la última de Argentina, trasuntando la aspi-
ración de que el aprendizaje sea un medio de inserción de los jóvenes 
desempleados , se exige que el postulante no tenga empleo (L. 24.465 , 
art. 4 .b). El D. reglamentario 738/95 , excluyó también a los que hubieren 
tenido relación laboral con la empresa donde aspiran a iniciar un apren-
dizaje. 
Varias legislaciones fijan, además, normas para la selección de apren-
dices , o dan criterios en materia de preferencia entre los aspirantes a una 
plaza de aprendiz . 
40. La edad mínima, para iniciar el aprendizaje , generalmente co-
incide con la exigida para entrar a trabajar, como lo dicen expresamente, 
entre los textos recientes, los de Belarús (CT, art. 173); Corea (LT, art. 50); 
Namibia (N.V.T. Act/1994); Vietnam (CT, art. 22); etc. 
Conviene, sin embargo, precisar que las edades para ingresar al 
mercado de trabajo , en estos y otros países, varían considerablemente. 
Por otra parte, en Francia si bien la edad para iniciar el aprendizaje es la 
general para trabajar - o sea los 16 años- el art . L.ll7-3 del CT autoriza 
la admisión en el aprendizaje desde los 15 , si el interesado ha completa-
do el primer ciclo de la enseñanza secundaria . 
41. Tampoco hay coincidencia sobre cuál debe ser la edad mínima 
para iniciar el aprendizaje en las legislaciones en las que existe una di s-
posición expresa sobre el punto. 
La edad más baja, entre los textos recientes, parece ser los 12 años, 
que estaría autorizada en Paraguay, por el CT adoptado por la ley No. 
213 /93 , a pesar de que la edad mínima para el trabajo industrial ha sido 
fijada en los 15 años (art. 119) y en los 14, para los trabajos no industria-
les (art. 120). En efecto, el art. l 06 del CAP sobre el contrato de aprendi-
zaje, al remitir a las condiciones generales sobre capacidad para contra-
tar, abre la posibilidad de que los menores que tengan más de 12 años 
puedan celebrar este contrato con autorización de sus representantes 
legales, sin perjuicio de la facultad de éstos de condicionarla, limitarla o 
revocarla (art. 36). 
A su vez, en el Brasil, si bien el inciso XXXIII del art. 7 de la Consti-
tución de 1988, prohíbe el trabajo de los menores de 14 años , hace la 
salvedad de los que tienen la «condición de aprendiz» . El mismo crite-
rio se sigue en la L. 8.069 de 1990 (Estatuto del niño y el adolescente , 
art.60) . 
42. El mínimo de 14 años, que rige según leyes anteriores en varios 
países de América Latina, consta, entre otros , en los textos últimos de 
Argentina (Ley 24.465); Filipinas (CT, art. 59-a); Panamá (D. 36/91 ); etc. 
En los casos que se aplican las normas generales sobre trabajo de 
menores, el límite inferior está marcado también por los 14 años , entre 
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otros, en República Dominicana (CT/1992, art. 245) y Venezuela (LOT, 
art.247) . Sin embargo, en este último país, el aprendizaje podría caber 
en la excepción autorizada por el parág. 1 o. de l mismo artículo, en cuan-
to admite que las autoridades puedan permitir el trabajo de menores 
desde los 12 años en circunstancias debidamente justificadas cuando las 
labores sean adecuadas y se les garantice la educación . 
43 . Un mínimo de bastante generalizada aceptación son los 15 años 
de edad . Pueden citarse en ese sentido leyes recientes de Argelia (L. 90-
34) ; Guyana (Industrial Training, L. 1/93 , art. 3. 1); Irán (CT, art. 112 b); 
Túnez (L. 93-1 O, art. 26); etc . 
44. En casi todos los países de la UE y en algunos de otras regio-
nes , como Gabón (CT, art. 82), el mínimo para iniciar el aprendizaje se 
sitúa en los 16 años. 
Con todo , en Francia, según ya se dijo, bajo ciertas condiciones, el 
comienzo del aprendizaj e pueden ser los 15 años. En Gabón, con acuer-
do del Ministerio de Educación, pueden admitirse aprendices desde los 
14 años . 
Es importante consignar que en la U.E. ese mínimo resulta actual-
mente sobrepasado en la práctica, siendo cada vez más elevado el pro-
medio de edad en que se inicia el aprendizaje .4 1 
45 . En el entendido de que el aprendizaje ha sido tradicionalmente 
concebido como una modalidad de formación inicial , dirigida a adoles-
centes , no es de extrañar que muchas legislaciones fijen límites máximos 
a la edad en la que puede concertarse este tipo de contrato. 
Sin embargo, en función de la tendencia hacia la apertura del apren-
dizaje para los adultos , el máximo de edad se ha ido elevando en las 
leyes recientes e incluso, en algunas de ellas, como las de Luxemburgo, 
Paraguay y Vietnam, no figura ninguna referencia a ese respecto. 
46. En un rápido repaso de las últimas normas vigentes, se advier-
te que, salvo autorización expresa, los 17 años son el límite para suscri-
bir un contrato de aprendizaje en Guyana. 
En Irán (CT, art. 112-b ), Panamá (D. 36/91) y otros países, la edad 
máxima son los 18 años .42 
En Túnez, la L.93-1 O (art .26) fija el máximo en 20 años. 
En Chile, el CT, en su art. 78, sólo admite que se celebren contratos 
de aprendizaj e con trabajadores menores de 21 años . 
En la línea de la ampliación de la edad para iniciar el aprendizaje, 
las leyes de Argelia, Argentina, España, etc. , elevan el tope hasta los 25 
años, que es también el límite para el comienzo del aprendizaje en Fran-
41 Doc. CE DEFOP, 1995, p. 11. 
42 En el Doc . CE DEFOP, ci l. , se indica que en el Reino Unido se reservan cupos de aprendizaje hasla los 19 
a.1os para qui e nes fin alizan la e scuela sec undaria (p. 12) . 
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cia (CT, art L.ll7-3). Por otra parte, el art. 11 .2 del ET reformado de 
España (L. 1 0/94) , al igual que las leyes de otros países, no ponen nin-
gún límite máx imo de edad a los minusválidos . 
La posibilidad de que el tope máximo sea fijado por una norm a 
reglamentaria ha sido prevista, por ejemplo, en Colombia, donde según 
el art. 8 de la Resol. 1035/88, es competencia del SENA. 
47 . El cumplimiento de las etapas previstas por las leyes sobre obli-
gatoriedad de la enseñanza, se constituye también como otra condición 
para que pueda concertarse un contrato de aprendizaje ;43 aunque desde 
luego, en muchos casos la edad límite de la obligatoriedad coincide con 
la mínima para trabajar. 
La referida condición está impuesta como norma en la mayoría de 
los países de la Unión Europea,44 y en muchos otros, aunque obviamen-
te las exigencias , a ese respecto , difieren bastante en función del desa-
rrollo cultura l alcanzado. 
Entre los textos recientes que imponen el cumplimiento de obliga-
ciones escolares como requisito previo a la iniciación de l aprendizaj e, 
pueden citarse las de Namibia (art. 17.2-a-i, N .Y.T. Act/ 1994); Nicara-
gua; Panamá (O 36/91 ), y Perú (Dec . Le gis l. 728 , sobre fomento de l 
empleo). 
Empero, aunque se están operando progresos, en muchos países la 
enseñanza reclamada es apenas la que corresponde a la instrucción e le-
mental. Es el caso de la norma panameña, que se limita a exigir que se 
hayan completado estudios primarios o se posean conocimientos equi-
valentes. 
48. En varias legislaciones se ha establecido la condición de que el 
candidato a celebrar un contrato de aprendizaje no haya pasado anterior-
mente por un ciclo de formación profesional para la misma calificación. 
Es lo que se dispone en el D. 36/9 1 de Panamá. En el mismo senti-
do, el art. 267 de la LOT de Venezuela de 1990, al definir qui enes se 
considerarán aprendices del oficio en el que trabajan , exige que e l me-
nor en cuestión, no sea egresado de los cursos de formación para dicho 
oficio. (La misma previsión consta en el art. 13 de la L. del INCE.) 
0 En Alemania , la fin ali zac ión de la enseñanza ob li gatoria no es una condición para ingresar al aprendi-
zaje ; pero, en general, los empl eadores prefieren a los candidatos que poseen el cert ifi cado de estudios 
y en la práctica, en 1991 , uno de cada cinco aprendices poseía titulo de Ahitur (Bachiller). (Doc . CEDEFOP, 
1995, cit. , p.ll , cit. a A. Tomforde, «Gennany redefines vocational training>>, in /111. He raid Trihune, 02. 11 .92 , 
p. l 2). 
" Según estab lece el Doc . del CEDEFOP, tant as veces citado, en los países de la U.E. se ha produc ido un 
aumento generalizado de la obli gatoriedad de la enseñanza, de modo tal que la edad en que cesa se ha 
elevado en casi todos los paises a los 16 anos . Las excepciones están circunscriptas a Portugal e Irlanda, 
en que alcanza hasta los 15 años, en Grecia en que ll ega ha sta los 14 y medio, e Itali a sólo a los 14 . En 
varios paises , como Bélgica, Dinamarca y Holanda, la ense11 anza a jornada parcial es ob li gatoria has ta 
los 18 años (op. cit. , p. 12 y cuadro 2 de p. 13). 
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Con intención similar y reconociendo el valor de la capacitación 
que puede alcanzarse en el mero desempeño de un puesto de trabajo , 
algunas legislaciones, como la de España, también excluyen la posibili-
dad de celebrar un contrato de aprendizaje con alguien que ya haya 
desempeñado , por más de doce meses , el mismo puesto en la misma 
empresa (ET, art. 11-2-d.). 
49. La posesión de aptitudes para la formación es otro requisito 
que figura en varias legislaciones . 
Los textos recientes enfatizan sobre la capacidad para el aprendiza-
je y para comprender y seguir la instrucción oral y escrita . Con ese al-
cance, pueden citarse, entre otros, el CT de Filipinas (art. 59, inc. b y e) y 
la NVT Act de Namibia (art.l7(2)i) . 
Por otra parte , en algunas legislaciones, además de los certificados 
médicos de aptitud para el trabajo, que todo menor debe poseer, se re-
clama, como en el CT de Vietnam, la posesión de condiciones de salud 
que se correspondan con las exigencias del oficio enseñado (art. 23( 1 ). 
La antes citada ley de Namibia, en su art. 17(3), exige que el aprendiz 
cuente con un certificado médico de aptitud para el aprendizaje . 
50. Como complemento de lo establecido precedentemente , es 
oportuno acotar que algunos textos recientes dan normas sobre la selec-
ción de aprendices. 
Así , en Colombia - país en que rige la obligatoriedad para las em-
presas de formar un cierto porcentaje de aprendices- el SENA se reser-
va la competencia de hacer una preselección de los aspirantes y aunque 
los empleadores hacen la selección definitiva y pueden aceptar otros, 
fuera de los preseleccionados, de todos modos, los elegidos deben re-
unir los requisitos determinados por dicha IFP (Ac. 18/94 del SENA, 
art.5). 
En algunos países, como Paraguay, se reconoce expresamente la 
prioridad de los hijos de los trabajadores de la empresa para cubrir las 
vacantes en las plazas de aprendiz (CT, art. 116). 
§5. Características del contrato 
51 . Bajo este rubro se considerarán aspectos relacionados con la 
capacidad legal del aprendiz y con las formalidades exigidas para la 
validez del contrato de aprendizaje . 
Respecto de la capacidad del aprendiz para celebrar este contrato, 
la mayoría de las legislaciones se remiten expresa o tácitamente a las 
normas en materia de contratos de trabajo o sobre minoridad. 
Con todo, en algunos textos , como los de Argelia (art.5 de la L. 90-
34), Namibia (art. 18 a) de la N .V.T. Act) y las ya citadas disposiciones 
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del CT de Paraguay, se menciona expresamente la necesidad de que 
mientras quien celebra un contrato de aprendizaje no haya cumplido la 
mayoría de edad , debe contar con la autorización de los padres, o del 
representante legal. En Namibia, el art. 18(2) de la ley citada, especifica 
que dicha autorización puede suplirse por la Magistratura competente. 
Es de destacar que tales disposiciones, en la mayoría de los textos 
consultados,45 no suponen la sustitución de la voluntad del menor, sino 
una forma de asistencia, acorde con la responsabilidad social de quienes 
tienen a los menores bajo su guarda. 
52. En casi todas las leyes que se están examinando , aparecen re-
guladas las condiciones de forma que debe cumplir el contrato de apren-
dizaje, para su validez como tal. 
Como enseguida se verá, existe, a ese respecto, coincidencia bastan-
te generalizada en las grandes líneas , aunque, como en los demás aspec-
tos considerados , se advierte diverso grado de preocupación por los 
detalles y, a veces , las variantes alcanzan cierta significación. 
53 . La escrituración del contrato de aprendizaje es una exigencia 
que figura tradicionalmente en legislaciones como las de la Unión Euro-
pea,46 y que incluso, en caso de silencio de la ley, suele ser suplida por la 
jurisprudencia de los tribunales de trabajo .47 
Casi todas las leyes en vigor sobre el contrato de aprendizaje, impo-
nen ese requisito, sea diciéndolo expresamente, ,sea que la exigencia re-
sulte implícita, por la referencia a su suscripción, a la obligación de ade-
cuarse a modelos o contratos tipo . También queda en evidencia la nece-
sidad del escrito cuando en la ley se establecen determinadas cláusulas 
que deben figurar obligatoriamente en el mismo, o cuando se impone 
para la validez del contrato, su visado por la autoridad , o cuando con-
curren varias de estas circunstancias a la vez. 
Considerando esos extremos, pueden citarse como conteniendo la 
obligación de pasar por escrito este contrato, entre otras , las recientes 
legislaciones de Argelia (L. 81-07, refrendada por la L. 90-34, art. 11 ); 
Argentina (L. 24.465/95 , art. 4.4 . y D. 738/95 , art . 19); Bélgica (D. de 
03.07.1991, arts. 2 y ss.); Chile (CT, art. 78); Cote d'lvoire (CT, a1t. 12 .2); 
España (Real Dec. 2317/93); Filipinas(CT, arts. 61 y 62); Francia (CT, art. 
L.ll7-12) ; Gabán (CT, art . 88) ; Irán (CT, art. 116); Namibia (N. Y. T. Act/ 
94, art. 19.1 ); Paraguay (CT, art. 1 07); Túnez (L. 93-1 O, art. 22); etc . 
En el caso de Cote d'lvoire, se impone, además, que el contrato de 
aprendizaje sea escrito en francés, que es el idioma oficial del país (CT, 
art. 12.2). 
" Una excepción seria la ley de Túnez, pues el art.22 de la L.93-1 O admite que el contrato de aprendizaj e 
sea suscrito por el aprendiz o su representan\c legal. 
" Doc. CEDEFOP, cit., p.9. ' 
47 Como es el caso de Uruguay. 
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Como excepc10n, o sea como una leg is lación en que no se exige el 
contrato escrito , puede citarse el CT de Vietnam , de 1994, donde en el 
art. 24( 1 ), se expresa que el contrato de formación pueden ser escrito u 
oral. Para el caso que el contrato sea escrito, se establece simplemente 
que debe constar en dos ejemplares, uno para cada parte . 
54. Donde surgen las mayores dificultades es en relación con los 
efectos que puede tener la falta de escrito. 
Códigos recientes, como el de Paraguay (art.l 07), resuelven la cues-
tión , disponiendo que , si falta el escrito, son de aplicación integral las 
di sposiciones que rigen los contratos de trabajo.47bis 
Pero son muchas las leyes que no aclaran este punto y varias de las 
que lo hacen utilizan expresiones que se prestan a diversas interpreta-
ciones o que, por lo menos , son bastante vagas. 48 
Con todo, en función de la vocación de continuidad de la relación 
de trabajo y la protección del trabajador, parecería que el silencio o aun 
expresiones como «so pena de nulidad» - con la que alguna ley como la 
de Gabón , antes citada, sanciona la falta de escrito- deben interpretarse 
en la misma forma que dispone e l referido artículo del CT de Paraguay. 
En ese sentido, incluso la jurisprudencia de la Corte de Casación france-
sa, que en el pasado dio un alcance civilista a la nulidad del contrato, ha 
ido avanzando hacia la doctrina de la conversión de los contratos con 
características especiales en contratos de trabajo típicos , cuando no se 
cumplen los requisitos previstos en las leyes o se desvirtúa su finali-
dad .49 
55 . En cuanto a la exigencia de ajustarse a un modelo o contrato 
tipo, está plenamente establecida, entre otras normas recientes, en las de 
Argentina (L. 24.465 y art. 19 del D. 738/95); España (Real Dec. 2317/93 , 
art. 10.1 ); Francia (CT, art.R. I 17-11 ); Túnez (L. 93-1 O, art. 22); etc. 
"'" En el mi smo sentido, la ley italiana 407/1960 (art. 8. 7), en materia de contratos de formación y trabajo, 
especifica que si fa lta el escrito, el contrato debe considerarse un contrato de trabajo por tiempo indeter-
minado . 
4
M Como es e l caso , entre las disposiciones de legis laciones de peri odos anteriores al que se está conside-
rando, de la Ley de FP (BBiG) de Alemania de 1969. En ella, confonne al art . 4, el contrato debe redactarse 
por escri to; pero aunque este fa lte , e l TFT considera que es igualmente vali da la re lación de formac ión 
profes iona l, s i bi en e l aprendiz tendría derecho a fij ar por escrito Jos acuerdos adoptados (W. Daub ler, 
op . cit. , p.946). 
" En efect o, despues de una etapa en que la Corte de Casac ión se limitaba a consagrar la nulidad abso luta 
del contrato de aprendizaje a l que le fa ltara su conversión por escrito, se admitió, desde 1963 , la posibi-
lidad de con siderar, en ese caso, al aprendiz como obrero, reconociéndole su derecho a una remunera-
ción ca lcul ada sobre e l salario mínim o red ucido en func ión de su edad (V. Ju risp . cit. en e l Code du 
Travai l, Dalloz, ed . 1995 , p. 12) . La idea de la «recali fi cación judicial>> como contratos de trabajo, de 
aquellos contratos de formación que ado lec ieran de algún vicio fonnal , o en que se hubi era desviado su 
fina lid ad, ha comen zado a ser aceptada por la refer ida Co rt e , respecto de los stages de iniciación a la 
vida profes iona l (S IVP) (Ph . Enc los, «La requalificati on judiciaire des s tage s d ' initi ation á la vie 
professionnell e>> , in /)roit Social. No. 6, junio, 199 1, p. 500 y ss .). 
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En cambio, el contrato-tipo se presenta como facultativo en Colom-
bia (Res. 1035/88, art. 4), y aparentemente también en Filipinas, puesto 
que el art. 61 del CT se limita a disponer que el organismo competente 
desarrolle un modelo de contrato de aprendizaje . 
56. La legislación, con mucha frecuencia, impone además la obli-
gación de proceder al registro del contrato de aprendizaje . En general , el 
mismo, está condicionado a la aprobación de los términos del contrato . 
Entre los textos recientes, que condicionan la validez del contrato a 
que haya sido aprobado o visado, pueden mencionarse los de Bélgica 
(D. 03 .07 .1991, art. 5); Chile (D.S. 146/89, arts. 63 y 64); Filipinas (CT, art. 
62); Francia (CT art. L. 117-14); Gabón (CT, art. 88) ; Paraguay (CT, art. 
1 07); Túnez (L. 93-1 O, art. 22, 2o. y 3er. párr.); etc . 
57. El visado en cuestión se otorga frecuentemente por Res. del 
Ejecutivo (Bélgica); o de la oficina competente del Ministerio que se ocu-
pa de la aplicación de la legislación laboral y social (Francia) , o de la 
formación profesional (Túnez). En esos casos , suele haber un asesora-
miento preceptivo de alguna institución especial izada. 
En algunos países, el visado es directamente competencia de una 
IFP,50 o de la Junta Nacional representativa del sector (Holanda). En 
otros , como Luxemburgo, intervienen conjuntamente la Comisión de FP 
y el Servicio de Empleo interesados , pero en definitiva el contrato es 
supervisado y registrado por la Cámara de Empresarios correspondien-
tes. 51 
También en Francia (CT, art. R.117-13) el contrato se registra en la 
Dirección Departamental de Trabajo , pero debe ser comunicado a la 
Cámara profesional del sector que corresponda al giro de la empresa.51b" 
No todas las legislaciones explicitan la necesidad de visado previo 
al registro. Entre las que se encuentran en esta situación, están las de 
España (Real Decr. 2317/93, art. 15.2) y Portugal , donde sólo consta la 
necesidad de que el contrato y sus prórrogas se registren en la corres-
pondiente oficina de empleo. 
En cuanto a la oportunidad para proceder al registro , no siempre 
queda claro en los textos reglamentarios que el requisito deba llenarse 
con carácter previo al comienzo de la ejecución. Inclusive, alguno como 
'" En Chile es ante el SENCE que la empresa debe presentar el contrato en dos ejemplares, acompanado de 
una declaración conteniendo los datos que se indican en el D.S. 146/89 . Según el art. 65 del D.S. cit. , 
puede hacerle observaciones, que son de cumplimiento obligatorio . Corresponde agregar que e l visado 
del SENCE ti ene que ver con la concesión de la franquicia fisc al que estimula la contratación de apren-
dices. 
" Cfr. el Doc. CEDEFOP, 1995. 
llb;, En Irlanda, donde el empleador puede concertar directament e con el aprendiz, debe de todos modos 
comunicar al FAS el reclutamiento , lo mi smo que las interrupciones o la terminación (Doc. CEDEFOP, 
1995, cit.) . 
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el de Namibia, hace referencia a un plazo de 15 días, desde la concerta-
ción del contrato, para su registro ante el Inspector-Jefe del Ministerio 
de Trabajo y Recursos Humanos (NVT Act/1994, art. 12). 
En Francia, el art. L. 117-14, da entender que basta con que se pre-
sente el contrato para su registro . Por otra parte, un agregado que se le 
hizo a ese artículo, por el 58 de la ley 93-1313, da quince días a la admi-
nistración para rechazar el registro por no satisfacer todas las exigencias 
legales y reglamentarias, caso contrario, se tiene por aceptado . El men-
cionado artículo admite, en su párrafo final, que el contrato puede haber 
ya comenzado a ejecutarse en cuanto establece que el rechazo del regis-
tro impide que el contrato reciba o continúe recibiendo ejecución.52 
58. La decisión por la que se niega la visa o el registro de un con-
trato de aprendizaje es, en principio, por aplicación de las normas gene-
rales , susceptible de los recursos administrativos y jurisdiccionales con-
tra actos administrativos . 
En algunas legislaciones se realizan ciertas precisiones, exigiéndose 
que la negativa al registro sea fundada (CT de Paraguay), o previéndose 
recursos especiales, como en el CT de Francia, en el que, en caso de re-
chazo del registro , hay posibilidad de acudir a los tribunales de trabajo 
(Conseils de prud ' hommes, CT, art. L. 117-16), demandando que se de-
clare la validez del contrato. 
59. Respecto de las consecuencias de la falta o rechazo de visado y 
registro del contrato de aprendizaje, la situación parece similar a la de 
falta de escrito. 
Es evidente, a ese respecto, que aunque se encuentren expresiones 
como las de la ley de Túnez, que reclama el visado para que el contrato 
produzca efectos jurídicos, eso debe entenderse exclusivamente referi-
do a los efectos específicos del contrato de aprendizaje y no a los demás, 
que pueden surgir de la existencia efectiva de una relación de trabajo.53 
§6. Contenido del contrato de aprendizaje 
60. También en este rubro son notorias las diferencias de técnica 
leg islativa. 
En algunos textos, como el CT de Paraguay (art.l 08), se incluye un 
catálogo de los contenidos que deben o pueden tener las cláusuléls de los 
contratos de aprendizaje. 
,, 
La C011e de Casación francesa ha dicho en 1988, que : «La existencia de un contrato de aprendizaje está subor-
dinada a su regi ... ol ro y que su ejecucián no puede proseguirse más allá del términojijado por el servicio que procedió 
a esa formalidad sustancial>> . En otro fallo de 1992, sin perjuicio de admitir que faltando el registro el contra-
to es irregular en la forma, ha admit ido que deben pagarse al aprendiz el SMIC reducido por la edad, y 
calcular sobre esa masa las cotizaciones de seguridad social (Code du Travail , Dalloz, ed . 1995 , p . 12). 
V. a ese respecto el fallo de la Corte de Casación francesa de 1992 ci tado en la nota precedente . 
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En otros hay sólo breves referencias a las cláusulas principales, sin 
perjuicio de la remisión a las disposiciones generales sobre los contratos 
de trabajo. Tal el art. 80 del CT de Chile, que se remite al art. 1 O que fija 
los requisitos de tales contratos, pero , atendiendo a la finalidad de for-
mación de este contrato, exige la indicación expresa del plan a desarro-
llar por el aprendiz. 
Es obvio, además, que un medio indirecto de definir o complemen-
tar el contenido del contrato de aprendizaje puede resultar de la ya men-
cionada imposición del modelo o contrato-tipo, como lo dicen de modo 
expreso, entre otros, los textos de España (Real Decr. 2317/93 ), Francia 
(CT, art. R. 117-11 ); Túnez (Ley 93-1 O, art. 22); etc. 
61 . Una revisión de los textos recientes nos muestra que , dentro de 
los que entran en detalles sobre el contenido de los contratos de apren-
dizaje, se da un número significativo de coincidencias . 
Los temas principales - además de los relacionados con la identifi-
cación de las partes- son los concernientes a: A) Objeto del aprendizaje ; 
B) Condiciones de la prestación del trabajo; C) Remuneración del apren-
diz; O) Plan y control de la formación, con especial referencia a la forma-
ción fuera de la empresa y a la calificación, designación, funciones, etc ., 
de quien debe supervisar todo el proceso, que recibe el nombre de tutor, 
monitor, consejero o supervisor. 
En algunas leyes, como las de España (ET, art. 11.2) , y Paraguay 
(CT, art. 108, g), figuran referencias genéricas al establecimiento de otras 
condiciones que puedan favorecer el régimen de aprendizaje. 
A) Objeto del aprendizaje 
62 . El objeto del aprendizaje, referido a la adquisición de conoci-
mientos prácticos para el oficio, ocupación, profesión, nivel de cualifica-
ción o materia del aprendizaje, aparece mencionado entre los conteni-
dos obligatorios de los contratos respectivos, en buen número de legis-
laciones. 
Es el caso de los textos de Argentina (D. 738/95 , art. 7) ; España (Real 
Decr. 2317/93, art. 9.1); Gabón (CT, art. 89 .5); Irán (CT, art.116-e) ; Para-
guay (CT, art. 108, b ); Túnez (L. 93-1 O, art. 21 ); Vietnam (CT, art. 24(2); 
etc. 
B) Condiciones laborales generales 
63 . Bajo este rubro, se consideran las previsiones sobre tareas a 
cargo del aprendiz, horarios de labor y lugar donde debe ser prestad a; 
así como las normas en materia de vacaciones y permisos especiales. 
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En las legislaciones más recientes pueden encontrarse ejemplos de 
dispositivos sobre estas materias . 
64 . Reclama que se.incluyan en el contrato de aprendizaje cláusu-
las en que se describan las tareas del aprendiz de modo explícito el CT 
de Paraguay (art . 108 d) . A su vez, el ET de España, en su art. 11.2 , 
establece que en el contrato deben consignarse las condiciones de pres-
tación del trabajo y ello es desarrollado en el Real Decreto 2317/ 1993 y 
en el modelo o contrato-tipo que figura como su anexo. 
La exigencia de que en el contrato conste el horario de labor del 
aprendiz, figura en el D. 738/95 de Argentina, y en los contratos-tipo, de 
varios países. En otros textos , como el de Irán , lo que se establece es el 
máximo de horas por día (CT, art. 115 : 6 horas) . 
El lugar de prestación del trabajo está expresamente mencionado 
entre las especificaciones que deben figurar obligatoriamente en los con-
tratos, en el art. 116-d del CT de Irán , y en el art. 24(2) del CT de Viet-
nam. En algunos contratos-tipo, como el español, además de tener que 
figurar el domicilio del centro de trabajo , debe estar identificado el lu-
gar donde se impartirá la formación teórica . 
Cláusulas sobre vacaciones anuales son siempre posibles en la me-
dida que se superen los mínimos previstos por la legislación, que son los 
generales , los propios de los menores o, en algunos casos , los especial-
mente previstos para los aprendices. 54 En los contratos-tipo suele haber 
referencias a los permisos que deben ser concedidos para asistir a la 
formación teórica o cursos complementarios . 
C) Remuneración del aprendiz 
65. La remuneración del aprendiz es , desde luego , una cuestión 
que corresponde incluir entre las condiciones de trabajo , pero dada su 
importancia conviene tratarla por separado. 
Según ya hubo ocasión de señalar/ 5 algunas leyes recientes, sin per-
juicio de admitir que deben servirse al aprendiz prestaciones moneta-
rias , las condicionan al efectivo aprovechamiento de su trabajo por el 
empleador, o les niegan la calidad de salario, aplicándoles otras deno-
minaciones . En textos, como la LOT de Venezuela (art. 270), se impone 
la comunicación por el patrono del salario que devenguen los aprendi-
" 
En Argentina el D. 738/95, impone un periodo mínimo de receso pagado, de 15 dias; en Corea (SLL, 
art. 76), las vacaciones de los aprendices menores deben cubrir 12 días por año; en Paraguay, sin perjui-
cio de la ap licación de las nonnas generales (CT, a11 . 118), si son menores de 18 mios, la vacación es de 
25 días hábil es (art. 12 7); en Belarús, el art . 194 del CT impone el otorgamien to de penn isos de estudios 
y para exá menes. En otras legislaciones, como la alemana , además de reconocerse el derecho resultan-
te de la s normas genera les , constan referencias a las cláusul as del contrato sobre vacaciones y permisos 
es pecial es para los aprendices . 
V. supra, párrs. nos. 8 y ss. 
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ces, sin otras especificaciones. También se dan casos, como el del CT de 
Cóte d ' lvoire que no hace ninguna mención a la remuneración . 
En los próximos párrafos, se t:atará de la cuantía de las sumas que 
deben pagarse a los aprendices y de su método de fijación , sin distinguir 
en razón de su calificación por el legislador. 
66. En relación con la cuantía de la remuneración, el rasgo común 
de casi todos los textos que se están examinando consiste en la fijación 
de estipendios que toman como punto de partida la totalidad o un por-
centaje del salario mínimo, previsto conforme a la legislación o resul-
tante de las convenciones colectivas, que tiene alcance general o son pro-
pias de la actividad o el oficio. 
Ello, normalmente , debe ser entendido en el sentido de mínimos de 
ingresos que se garantizan a todo aprendiz o, como dicen el art. 1 17-1 O 
del CT de Francia y el art. 1 del D. 94/ 1600 de Túnez: bajo reserva de 
condiciones más favorables. Tales condiciones más favorables , pued en 
resultar, como es característico de las normas laborales , de la negocia-
ción colectiva o individual. 
Hay que citar, como excepción absoluta, el CT de Chile que , en su 
art. 94, deja enteramente la fijación de la cuantía del salario de los apren-
dices a la libre convención entre las partes y, según ya se adelantó , no 
sólo no prevé retribuciones mínimas, sino que prohibe su fijación por 
convenios colectivos. También la legislación de Vietnam remite la cuan-
tía de la remuneración a la tasa convenida entre las dos partes , pero el 
tenor del art. 23(2) del CT, no parece implicar la exclusión de acuerdos 
colectivos. 56 
67. Al nivel del mínimo, por encima de éste, o en ausencia del mis-
mo, cabe la inclusión en el contrato de aprendizaje de cláusulas especifi-
cando concretamente el importe de la retribución . En muchos sistemas 
- como los de Corea, España, Filipinas, Francia , Gabón, Irán, Paraguay, 
etc .- con la intención de asegurar el conocimiento de la remuneración 
que le corresponde al aprendiz, las leyes o las reglamentaciones impo-
nen la obligatoriedad de la referida cláusula. 
En el entendido que por la incompleta formación y entrenamiento 
del aprendiz éste resultaría perjudicado si se fijase la cuantía de la re-
muneración en función del rendimiento , algunas legislaciones, como 
las de Italia, y Namibia (NVT Act, art. 26), excluyen expresamente esa 
posibilidad. El texto de Namibia aclara sin embargo, que si bien la cláu-
sula que dispusiera el pago por rendimiento sería nula , no anularía e l 
Es interesante observar que en Alemania , la BBiG reclama que el aprendiz reciba una remuneración 
adecuada. En función de ello, la jurisprudencia ha reajustado remuneraciones, tomand o como punt o 
de partida los informes de las Cámaras respectivas sobre la vigente en la plaza para trabajadores con 
una formación comparable y la propi a utilidad que presta el aprendiz . Todo lo cual es si n perjuicio de 
la posibilidad de que su remuneración pueda se r fijada por convenio colectivo . 
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contrato de aprendizaje . En otros países , la prohibición de la remunera-
ción a destajo está solamente contenida en las normas sobre menores. 57 
68 . Las legislaciones tienen generalmente en cuenta, para variar la 
re lación con el salario mínimo absoluto o el específico de la actividad, 
oficio o profesión: la edad del aprendiz, y las etapas del aprendizaje . 
En algunos estados, como Belarús (CT, art. 181 ), se toma además en 
consideración el rendimiento y la extensión del horario de trabajo del 
aprendiz. También en España cabe la adecuación de la remuneración a 
la jornada de trabajo efectivo que debe cumplir. 
A su vez, en Francia, la fijación de los porcentajes del salario míni-
mo de crecimiento, que constituirán el de los aprendices , se confía a de-
cretos que deben adoptarse previo dictamen de un organismo especiali-
zado .58 En ellos se admite que puedan fijarse deducciones por el sumi-
nistro de prestaciones en especies distintas del dinero . 
69. En cuanto a la significación del porcentaje de los salarios míni-
mos , que se atribuye a los aprendices en los diferentes países, no parece 
muy relevante entrar a su consideración en detalle , pero importa adver-
tir las coincidencias en términos generales .59 
En ese sentido, se puede señalar que en algunos países en que fun-
ciona un tipo de mínimo absoluto, calificado como Salario Mínimo Vi-
tal, suele garantizárseles en un 100% a los aprendices. Es la situación 
que se regi stra , entre otros, en Argentina, China,60 y Perú . 
La relación con el salario mínimo nacional o interprofesional llega, 
al inicio del aprendizaje y normalmente por todo el primer año, al 75% 
en Ecuador y Filipinas ; al 70% en España61 y Panamá; al 60% en Para-




Es e l caso de Al emani a; pero la doctrina entiende que la prohibición de la remun eración a des tajo 
puede ser extendida por c.c. a los aprendices no amparados por las leyes sobre menores (W.Daubler, 
loe. cit. ). 
El organismo asesor es la Comiss ion Perm anent e du Consei l National de la Formati on Profe ss ione ll e 
de la P.S. et de I'Emploi. En Corea, la remuneración de los aprendices se fij a por Decr. Pres . (LS L, art . 
75. 1) y debe fi gurar en la autorización del MTSS (art . 75.2). 
La Ley 56/ 1987 de Itali a autoriza, en su art. 22, a los c.c. a fij ar salarios reducidos para los aprendi ces . 
Un criterio s imi lar ri ge en Uru guay desde la ley 10.4 49/1943, respecto de los mínimos fij ados por los 
consej os de salarios y, por extensión, por los c. c. de los di fe rentes sectores de acti vidad (art. 16). En los 
Es tados Unidos donde, por mucho ti empo, los contratos de aprendizaj e que no respetaran e l sal ar io 
mínimo eran ilega les, una enmienda de la Federal Fair Labour Standards Act, autori zó a l Secretario de 
Trabaj o a edict ar programas de form ación, baj o determinad as especificaciones , permiti endo el pago a 
los aprendi ces por debajo del salario mínimo (A.Goldman, USA in IELL cit. , p. 70 . 
Cfr. Tsien Tche-hao, China, loe . cit. 
En España, sube al 80% del SM lnt erp. al segundo alio y al 90% al tercero. Si los aprendices no tienen 
18 ari os, debe cubrírseles por lo menos de l 85% del SM lnterp . correspondiente a su edad (R.O. Leg 1/ 
1995 , art. 11 .2 f) . Como se indicó antes, la remuneración puede ser reducida proporci onalm ente si el 
ti empo de trabajo efec ti vo no a lcanza al 85% de la jorn ada completa (Real Decr. 23 17/93, art. 11 ) . 
"
2 En Colombia, el 50% se toma, según la Res. 1035/88, sobre el mínimo para los trabajadores del mi smo 
(oJ 
oficio o as imilables. 
En Costa Rica, asciende hasta el 100% del SM en el tercer ario . En Bras il , pasa a los 2/3 en la segunda 
mitad de l aprendizaje. 
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95-31 , art. 2), en los primeros seis meses de su aprendizaje, el aprendiz 
sólo percibe el 15% del Salario Mínimo Nacional Garantizado. 
Las fórmulas para establecer lo que debe percibir el aprendiz, son 
más complejas en algunos países como Túnez, según resulta del Decreto 
94-1600, pues se han establecido escalas diferentes en función de la du-
ración prevista para el aprendizaje .64 
Desde luego, en todos los casos en que hay escalas, que varían por 
las etapas o el tiempo del aprendizaje, debe computarse la totalidad del 
que insuma la formación. En la legislación francesa se especifica, a ese 
respecto, que para el cálculo de la remuneración y de la antigüedad del 
aprendiz, se debe contar el lapso que haya durado el eventual contrato 
de orientación, anterior al contrato de aprendizaje (CT, L.981-7). 
70. En cuanto a los métodos de fijación de las remuneraciones de los 
aprendices , de lo dicho precedentemente resulta que, en principio, las le-
gislaciones admiten siempre la fijación por acuerdo de partes. Pero, ello no 
obsta a que cuando exista previsto un mínimo, éste deba ser respetado. 
Tales mínimos pueden resultar, como acaba de verse , de las previ-
siones de las leyes o los decretos administrativos . 
Salvo expresa disposición en contrario, las remuneraciones míni-
mas de los aprendices también pueden ser establecidas por convenios 
colectivos, incluso, según algunas legislaciones , como las de Argentina , 
Dinamarca, España, etc ., éste debe considerarse el método principal , 
funcionando sólo a título subsidiario el legal o reglamentario. 
71. Para finalizar con lo relativo a la remuneración de los aprendi-
ces, corresponde mencionar que en algunos países como Polonia - con-
forme al art. 17( 1) 12 de la ley sobre el empleo No. 446 de 1989- el pago 
a los adolescentes que se desempeñan bajo un contrato de trabajo con 
vistas a la adquisición de una formación, así como el de sus cotizaciones 
a la seguridad social , se hace contra un fondo especial 65 
En el caso de Costa Rica, se contempla el servicio de becas comple-
mentarias a los aprendices , con cargo a un fondo establecido por la Ley 
de Aprendizaje (art. 14 de la L.No. 5427 de 1973 y modif.). Ese fondo se 
nutre con los aportes que deben hacer las empresas al JNA, por el im-
porte de la diferencia entre el SM y lo que efectivamente le pagan a los 
aprendices en las diferentes etapas del aprendizaje .66 
En efecto, en ese país están previstas dos escala s, seglln qu e el aprendizaj e no supere un afio o tenga 
una duración mayor. Para los que duran hasta un afio , se prevé una escala de porcentajes sobre el SMG 
que aument a 1 O % cada trim estre , a partir de 30% y ll ega a l 60% para e l cuarto tri mestre . Para los 
aprendi zajes con duraci ón superior a un a1l 0 , la escala parte tambi én del 30% del Sa lari o Mínimo Ga-
rantizado , pero aument a 10% por semes tre, llegando a 80 % luego del quinto semestre. 
Se trata del «Fondo del Empleo» que es admini strado por el MT y Poi. Social, de acuerdo con el Cap. 7 
de la ley cit . 
Las re ferida s becas complementa ri as se ri gen por e l Reglament o adoptado por la Junt a Direc ti va de l 
INA el 06 .02. 1995 (espec., art . 33 e). 
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D) Plan y demás cuestiones vinculadas a 
la formación que se imparte 
72 . Las legisl aciones han ido incluyendo cada vez mayor número 
de especificaciones, para tratar de asegurar que los contratos de forma-
ción y concretamente el de aprendizaje, sirvan efectivamente a los fines 
de la obtención de la calificación para la que se concertó. 
Aparte de los dispositivos válidos para todas las modalidades de 
formación - que son objeto de consideración en otras partes de este estu-
dio- se examinarán bajo este rubro las previsiones específicas de las nor-
mas legales y reglamentarias que, con la finalidad indicada, imponen la 
inclusión de determinadas cláusulas en los contratos de aprendizaje . 
Los puntos desarrollados a continuación son los relativos al plan de 
la formación y al peso que debe asignarse a la instrucción fuera de la 
empresa, así como lo referente a la figura del tutor. 
73 . Los diferentes extremos que deben constar en el contrato de 
aprendizaje concernientes al plan y demás elementos vinculados a la 
efectividad de la formación, es corriente que se establezcan en el contra-
to-tipo que se aprueba generalmente por decreto y que, según quedó 
dicho precedentemente , va siendo incorporado a la normativa de un 
número creciente de legislaciones . 
Es el caso, por ejemplo , del modelo adoptado en España, que figura 
como anexo al Real Decreto 231711993 . Conforme al mismo, debe 
especificarse en la cláusula segunda la cantidad de horas que se dedica-
rán durante la jornada a la formación teórica, con indicación del porcen-
taje que las mismas representan de la jornada máxima prevista en el 
convenio colectivo que corresponda. A su vez, de la cláusula tercera, 
diseñada en el modelo , resulta la exigencia de que en el contrato figure 
el calendario a que debe ajustarse la formación teórica. Por otra parte, 
en función de la cláusula sexta del contrato-tipo, la empresa queda obli-
gada a proporcionar al aprendiz el trabajo efectivo adecuado al aprendi-
zaje y conceder los permisos para asistir a la formación teórica. Disposi-
ciones análogas constan en el modelo tunecino adoptado por Res. Min . 
de 17.01.1995 (art. 3). 
74. En los códigos del trabajo, o en las leyes especiales, suele tam-
bién figurar la indicación de las cláusulas que deben constar en el con-
trato de aprendizaje , relativas a la formación del aprendiz, 67 por lo co-
mún principalmente referidas a la instrucción que debe cumplirse fuera 
del lugar del trabajo. 
67 En Alemania , el contrato debe contener, entre o tras estipul ac iones, especificación de la naturaleza de 
la formaci ón, su programa, su propósito , la duración previ sta , etc. 
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A veces, las previsiones legislativas se limitan, como en Paraguay, 
a reclamar que en el contrato figure, además de la descripción de las 
tareas que deberá cumplir el aprendiz, el tiempo y lugar de la enseñan-
za profesional y la identificación de la institución formadora (CT, art . 
108 .d) . 
En sentido análogo, el CT de Gabón exige que en el contrato cons-
ten los cursos profesionales que el maestro se obliga a hacer seguir a l 
aprendiz (CT, art. 89.5) , mientras que el CT de Guatemala sólo dispone 
que en el contrato quede establecido el tiempo que se va a dedicar a la 
formación teórica. 
Una exigencia mayor se encuentra en las legislaciones que impo-
nen que en el contrato figure la indicación expresa del plan de forma-
ción a desarrollar por el aprendiz. Tal lo que establece, sin hacer distingos, 
el CT de Chile (art . 80) ; mientras que según la ley de Argentina , e l 
empleador debe presentar al MTSS un programa formativo cuando la 
duración prevista para el aprendizaje exceda de un año (D. 738/95 , art. 
11 ). 
75 . En relación con las obligaciones que asume el empresario para 
la formación del aprendiz , debe tenerse en cuenta, además, que por 
mandato legal integran el contenido del contrato las especificadas en su 
definición o enumeradas en los artículos de los códigos de trabajo sobre 
derechos y obligaciones de las partes . 
A ese respecto, es muy representativa la disposición del art. L. ll7-l 
del CT de Francia, donde consta que el empleador debe asegurar una 
formación profesional metódica y completa, dispensada en parte en la 
empresa y en parte en el Centro de formación de aprendices. En la mis-
ma línea, pero menos explícitos , son los textos de otros países , algunos 
de los cuales visiblemente inspirados en la legislación francesa , como 
los códigos de Cote d'lvoire (art. 12.9) y Gabón (art. 93). 
76. Es cierto que en ésas y aun más claramente en muchas otras 
legislaciones, los dispositivos que se incluyen no parecen implicar obli-
gaciones concretas para los empleadores ,68 en orden a la formación de 
los aprendices, que les abran a éstos una posibilidad cierta de accionar 
judicialmente para hacer valer sus derechos . Así, por ejemplo, el CT de 
Vietnam se limita a establecer, en términos más bien vagos (art. 271) que 
las empresas tienen la responsabilidad de organizar la formación profe-
En la LOT de Venezuela, por un lado, consta apenas una mención a la obligación de los patronos que 
empleen menores de concederl es las fac ilidades adecuadas y compatibles con las necesidades de l traba-
jo para que puedan asistir a las escuelas de capacitación profe sional (art . 261 ). A su vez, en los at1iculos 
que, en e l mismo capítulo , tratan especialmente del aprendizaje, si bien se reconoce que el tiempo para 
la formación integra la j orn ada de labor, se agrega que la organización y horario de estos estudio s 
deberá establecerse de manera que no afect en el desenvolvimiento ordinario y las normas de trabajo de 
la empresa . 
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sional de los trabajadores. Por su lado, el CT de Belarús, consigna me-
ramente la obligación del empleador de crear las condiciones indispen-
sables para que el trabajador pueda acumular trabajo y estudios . 
77. En las legislaciones hoy vigentes sobre el contrato de aprendi-
zaje es habitual que se imponga la obligación de que en el contrato res-
pectivo conste la designación de un tutor, guía, consejero o monitor de la 
formación del aprendiz, y que se especifiquen sus calificaciones. En ese 
sentido, en los países a los que se aludió precedentemente en que se han 
establecido contratos-tipo , tales datos están especialmente requeridos. 
Las funciones que se les asignan son bastante amplias y tienen fun-
damentalmente que ver con la supervisión y el control de la marcha del 
aprendizaje, con la coordinación de la formación práctica en la empresa 
y la teórica, así como con las relaciones con los centros que imparten 
esta última. 
En algunos casos, por ejemplo en la legislación de Bélgica, se ha 
creado una figura de mayores dimens iones : los secretarios de aprendi-
zaje . Estos intervienen en la conclusión de los contratos , controlan el 
cumplimiento de las obligaciones legales y convencionales, velan por el 
desarrollo del aprendizaje, ofrecen una guía moral y social al aprendiz 
y actúan como mediadores en los eventuales litigios entre el aprendiz y 
el empleador. 
78 . En algunos países, como Chile (CT, art. 82) y Francia (CT, art. 
L.ll7-4), es el propio maestro del aprendizaje quien ejerce las funciones 
de guía o tutor. 
En otros, como Grecia , Irlanda, Luxemburgo,69 Namibia o Túnez, 
los tutores o monitores son únicamente supervisores de la formación del 
aprendiz, con la misión de garantizar que sea satisfactoria, para lo cual 
verifican las condiciones pedagógicas y morales del instructor de la 
empresa y vigilan los progresos del aprendiz. 
79. En algunos sistemas, los monitores actúan bajo la supervisión 
de la autoridad nacional en materia de formación y empleo, por ejemplo 
en Irlanda los supervisa el FAS, y en Grecia el OAED. En Túnez, los 
«consejeros de aprendizaje» dependen del Ministerio de la Formación 
Profesional y actúan en coordinación con otros servicios inspectivos (L . 
93-1 O, art. 25) . 
Una exigencia complementaria tiene que ver con el número máxi-
mo de aprendices que puede quedar a cargo de un tutor. Como ya hubo 
oportunidad de indicarlo, conforme al art. 13 del Real Decr. 2317/93 de 
España, cada tutor no puede atender más de tres aprendices . 




§7. Obligaciones de las partes previstas en las leyes 
80. Además de las obligaciones relacionadas con la formación de 
los aprendices que implican la integración de ciertas cláusulas en los 
contratos de aprendizaje , a las que ya se hizo referencia, las legislac io-
nes imponen a los empleadores y también a los aprendices , sobre esos y 
otros, temas obligaciones más o menos precisas. 
En todo caso, en los textos más recientes , es bastante frecuente en-
contrar un catálogo de obligaciones y prohibiciones varias , que al can-
zan a ambas partes . 
Se examinarán a continuación y sucesivamente las principales obli-
gaciones que los textos recientes han impuesto a los empleadores y a los 
aprendices, así como la lista de prohibiciones. 
A) Obligaciones de los empleadores 
81. Las obligaciones que se imponen por las leyes y decretos a los 
empleadores son de diferentes clases. 
En una apretada síntesis , pueden mencionarse las obligaciones re-
lacionadas: con la formación de los aprendices ; con el pago de las pres-
taciones que les son debidas a éstos ; con la atención y el trato que debe 
dispensárseles , y con los derechos resultantes de la formación . 
82 . Dentro del primer grupo que acaba de indicarse o sea, lo rel ati-
vo a la formación , además de las cuestiones que ya han sido considera-
das , se incluyen , entre otras , las siguientes : proporcionar al aprendi z la 
formación convenida, asegurándole la práctica en la empresa con los 
elementos de trabajo adecuados y permitiéndole seguir los cursos com-
plementarios, etc . 
En ese sentido, se expresan en términos más o menos explícitos, el 
CT de Chile (art. 83); el de Cóte d ' Ivoire (art. 12.9); el Real Decr. 2317/ 
1993 de España (art. 9.1 ); el CT de Francia (arts. L. 117-1 , L.ll7-7, L. ll7-
bis-2 , etc.); el de Gabón (art.93); el de Paraguay (art.lll-a); la L. 93-1 O de 
Túnez (arts. 21 a 23); etc. En cambio, el CT de Irán se remite a los regla-
mentos que deberán dictarse (art. 112, nota 2). 
En algunos textos, como el de Chile, se establece además, de modo 
expreso, la obligación de permitir los controles de la IFP (en este caso el 
SENCE). 
En otros , como el CT de Francia, se precisa entre las obligaciones 
del empleador la de inscribir al aprendiz en el Centro de Formación que, 
según el contrato, ha sido elegido por las partes (CT, art. L.ll7-6) 70 
Una firme jurisp rudencia de la Corte de Casac ión francesa (Soc . 19.12.1972) impone responsabilidad al 
empleador qu e no in scribe al aprendi z en un centro apropiado, por los pc1juicios que le causa (Code du 
Travail Dalloz, ed. 1995 , p. 11 ). 
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83 . Respecto de la obligación de pagar la retribución legal o con-
venida y las demás prestaciones que puedan corresponder, es dable ci-
tar como estableciéndola expresamente, entre otros: el art. L. 117-1 del 
CT de Francia y el CT de Paraguay. 
Tales menciones no son sin embargo indispensables , toda vez que 
se entienda que el contrato de aprendizaje pertenece a la categoría de 
los contratos de trabajo , en los que la obligación de pagar el salario es 
considerada la primera y fundamental , a cargo del empleador. 
84. Sobre la atención personalizada, trato y consideración debidos 
a los aprendices, hay expresas menciones en los CT de Cote d ' lvoire (art. 
12 .8) ; Gabán (art. 91); Paraguay (art. 111-b); etc. 
En relación con este punto, algunos textos recurren, para caracteri-
zar la actitud que debe observar el empleador, respecto del aprendiz, al 
clásico concepto del buen padre de familia . 
Por otra parte, esos mismos códigos y algunos otros reclaman que 
el empleador comunique a los padres o responsables del aprendiz las 
enfermedades que pueda padecer, sus faltas de conducta o de asistencia 
a la formación teórica, etc . 
85. Entre los derechos resultantes de la formación , que implican 
otras tantas obligaciones para el empleador, pueden mencionarse los 
atinentes a la entrega de certificados al término del aprendizaje en que 
consten los conocimientos y aptitudes profesionales. 
Sobre el particular, pueden indicarse, entre otros, los textos de Argen-
tina (L. 24.465, art. 4.8); Cote d' lvoire (C.T., art. 12.8); Guatemala (CT, art. 
172); Paraguay (CT, art. 111-c); República Dominicana; etc. En el caso de 
este último país , los certificados, además de la firma del empleador deben 
estar refrendados por la IFP (INFOTEP, Res. 15/88). 
Una cuestión conexa tiene que ver con la obligación del empleador 
de inscribir al aprendiz y hacerlo participar en las pruebas para el diplo-
ma o título, como establece expresamente el CT de Francia (art. L. 117-7). 
Por otra parte, en ese mismo código, se reconoce el derecho del apren-
diz a presentarse a las pruebas del diploma o título en el momento que 
lo estime conveniente y a disfrutar de licencia pagada de cinco días en el 
mes inmediato anterior a las pruebas (art . 117-bis-5). 
86. En cuanto a otros derechos emergentes de la finalización del 
aprendizaje, en algunas leyes se prescribe, como en la de Belarús, el re-
conocimiento de las calificaciones obtenidas y el derecho a un puesto de 
trabajo acorde con el aprendizaje cumplido (CT, art. 189) .71 En otros , 
Seg ún anota Ts ien Tc h e ~hao, en China la aprobación del examen fina l da derech o a un pues to de 
trabajo, pero la relación que se crea queda sujeta a pmeba por un mio (IELL , Suppl. 12 , p. 30). También 
la Cort e de Casación francesa (Soc .4 .03. 92) admit e la validez de un periodo de prueba en el contrat o de 
trabajo subsiguient e a la culmin ac ión de l aprendi zaje con el mi smo empl eador (CT, Dalloz, 1995, p .3, 
donde se indica que dicho fall o fue publi cad o con obse rvaciones de A. Lyon-Caen ). 
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como en Paraguay, a los que lo han concluido exitosamente sólo se les 
acuerda una preferencia para ocupar vacantes (CT, art. 111-e ). 
B) Obligaciones de los aprendices 
87. La primera obligación de los aprendices aparece mencionada 
en buen número de legislaciones recientes, y consiste en prestar el serv i-
cio convenido. 
En los sistemas que reconocen el carácter laboral de la relación , se 
habla derechamente de trabajar para el empleador durante la vigencia 
del contrato, como en el CT de Francia (art. L. 117-1) o en el de Paraguay 
(art. 1 09-a). En los que niegan dicho carácter, o colocan lo laboral en un 
plano secundario, se utilizan g iros orientados a minimizar la significa-
ción del trabajo prestado. Así, en los códigos de Cote d' lvoire (art.l2 . 1 O) 
y Gabón (art.94) se hace referencia a la ayuda en la medida de sus fuer-
zas, que debe prestar el aprendiz a su empleador. Por su parte, la ley de 
Argentina se refiere al cumplimiento de tareas encomendadas, relacio-
nadas con el aprendizaje (L. 24.465, art. 4 .5). 
88 . El proceso de formación implica también otras obligaciones para 
los aprendices, sobre las que algunas leyes recientes establecen prec isio-
nes . 
Por de pronto, en varias, como el CT de Francia (art. 117-1) o la ley 
93-1 O de Túnez art. 23 , párr. final) , se especifica que el aprendiz está 
obligado a seguir la formación dispensada en la empresa y en el estable-
cimiento de formación. 
A su vez, con el propósito de reafirmar la obligatoriedad de la for-
mación fuera de la empresa, algunos textos, como el Real Decr. 2317/93 
de España, aclaran que las faltas de puntualidad o de asistencia del apren-
diz a las enseñanzas teóricas serán calificadas como faltas a l trabajo, con 
todas sus consecuencias. 
En la misma línea, el CT de Francia (art. 117 bis-5) impone al apren-
diz la obligación de presentarse a las pruebas del diploma o título . 
89. Es posible también encontrar normas que incluyen entre las 
obligaciones del aprendiz, algunas que hacen pensar en relaciones de 
convivencia doméstica, como observar buenas costumbres y guardar 
reserva respecto de la vida privada del empleador o maestro y de los 
familiares de éstos (CT de Paraguay, art. 1 09-c ). 
En un orden próximo , son varios los códigos , como los de Cote 
d'Ivoire (art. 12.1 O) y Gabón (art. 94), que imponen al aprendiz guardar 
respeto y obediencia a su empleador o maestro, o que reclaman que sea 
leal y respetuoso con ellos, sus familiares, los trabajadores y clientes del 
establecimiento (CT de Paraguay, art. 1 09-b ). 
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Es oportuno agregar que en la lista del CT de Paraguay figuran , 
entre las obligaciones del aprendiz, la de cuidar de los materiales y he-
rramientas del empleador (art. 1 09-d) y la de procurarle la mayor eco-
nomía en el desempeño del trabajo en que se adiestre (art. 109-e). 
90. En algunos países, pero son la excepción, aparecen en las nor-
mas sobre el contrato de aprendizaje restricciones a la libertad del apren-
diz para contratar sus servicios con un tercero, que implican la obliga-
ción de no abandonar al empleador que les proporcionó o está propor-
cionando la formación. 
En la legislación de varios de ellos , como Cote d'lvoire (C.T. art. 
12.11 .), Gabón (CT, art. 96), y Namibia (NVT Act/94, art.24), lo que se 
sanciona severamente es el desvío de los aprendices, antes que el víncu-
lo con el empleador que lo formó haya quedado legalmente finiquitado . 
En otros , como en el CT de Vietnam, la disposición de la ley (art. 
24(3), lo que hace es reconocer y validar los pactos de los que resulte la 
obligación del aprendiz de permanecer por un cierto tiempo trabajando 
para el empleador que lo formó , con la consecuencia de que, si se produ-
jera el incumplimiento, existiría la obligación de indemnizar. 72 
C) Prohibiciones diversas 
91. En varias legislaciones hay expresa mencton de la prohibición 
de emplear al aprendiz en trabajos o servicios ajenos al ejercicio de la 
actividad para la que se califica . 
Es el caso, entre otros, de la LSL de Corea, y de los códigos de traba-
jo de Cote d ' lvoire (art. 12.7) y Gabón (art.92). 
En diversos textos hay prohibiciones expresas relacionadas con la 
eventual realización de horas extras , trabajo nocturno , labores peligro-
sas o insalubres , etc . 
As í, la L. 8.069 de Brasil prohíbe, de modo terminante, en su art. 64, 
que el empleador encargue a los aprendices trabajos peligrosos o en ho-
rario nocturno, o que les impidan la frecuentación de la escuela. 
Con un alcance más general, aunque algo vago , el CT de Gabón 
prohibe emplear al aprendiz más allá de sus fuerzas . A su vez, el CT 
1l En Espaila fi gura un a dispos ició n, con ese alcance, en e l a rt. 21-4 del ET, desde s u sanció n o ri g ina l en 
1980. La mi sma pertenece a la Secc ión 2a. (Derechos y deberes derivados del co ntrato), del capitul o que 
tra ta de l co nte nido del contrato de tra baj o. Sin embargo. en ella no se hace referencia a l co ntrat o de 
aprend izaj e, s in o a un caso próx im o, que sólo en a lg unas si tuacion es podrí a implicarlo , co mo es el de l 
trabaj ado r que haya recibido un a especiali zac ión profes iona l con cargo al empresario pa ra poner en 
marcha p royectos detenninados o un trabajo específi co . Sobre el pa11icular, V .. J .L. Peralta y R . Q uesada, 
"FP y pacto de pennanencia en lal empresa", in contrato de trab. y FP ... , MTSS , Madrid, 1987, p. 161 y ss. 
Tampoco se re fi e re al contra to de aprendi zaje , pa ra impo ne r la co nt inuid ad de la prestació n de se rvi-
cios, s in o a un a fi g ura particul ar (l os j óvenes que reali za n s u form ac ió n en un centro a pro pi ado a ese 
fin , por cuent a de un empleador) , e l CT de Irán , en su art. 114 b y nola fin al. 
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de Irán (art . 117) , condiciona la autorización para la formación de 
menores en el lugar de trabajo a que dicha formación no supere s u 
capacidad ni sea perjudicial a su salud o a su desarrollo físico e inte-
lectual. 
Los trabajos peligrosos o insalubres también están en principio pro-
hibidos en el derecho francés ; pero el art. L.ll7-bis-6 del CT, admite que 
la realización de trabajos con esas características puedan ser autoriza-
dos por reglamentos de administración pública , cuando se considere que 
son necesarios para la formación del aprendiz. 
§8. Duración del aprendizaje 
92. En muchas legislaciones se impone la inclusión de la duración 
del aprendizaje en el respectivo contrato, pero es frecuente que se esta-
blezcan restricciones a la autonomía de la voluntad a ese respecto . 
Es pues corriente que se prevea la duración máxima que el aprendi-
zaje puede llegar a alcanzar, en afíos o meses, o que se instrumenten los 
mecanismos para su fijación. 
A veces, también , aunque es menos común , se establece la duración 
mínima del aprendizaje para ser reconocido como tal. Es el caso, entre 
las normas recientes, de las de Argentina (3 meses) y de Espafía (6 me-
ses). En Francia, la duración mínima se fija por convenio colectivo o 
acuerdo de rama, o por resolución del Ministro de Formación Profesio-
nal. 
En cuanto a la duración máxima del aprendizaje , en varios países 
se fijan topes uniformes. En otros, se trata de uno o más máximos, que 
funcionan sin perjuicio de eventuales reducciones o adaptaciones en 
consideración de la formación anterior del aprendiz, como en Al ema-
nia ; de ese mismo criterio , así como de la duración del ciclo de forma-
ción objeto del contrato , tipo de profesión, nivel de calificación y otros 
factores , como en Francia; del plan de la formación , como en Chile ; del 
oficio, como en Gabón; etc. En algunos casos , como el de Espafía , e l 
máximo que figura en la norma reglamentaria es bajo reserva de cir-
cunstancias especiales, o tiene sólo carácter de regla general , como en 
Paraguay. 
En cierto número de sistemas, como los de Argelia, Colombia, Corea, 
Namibia, Túnez, etc. , no se indican los máximos, sino que la extensión 
del aprendizaje resulta de las reglamentaciones complementarias que, 
en relación con cada especialidad , adoptan los ministerios competentes , 
según propuesta de la IFP respectiva, como en Colombia, luego de con-
sulta de las organizaciones profesionales, como en Túnez, o con el ase-
soramiento de las Cámaras de empresarios, como en Argelia. 
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93. Una vision global de la situación actual sobre este tema mues-
tra variaciones considerables en los máximos admitidos, que van desde 
los seis meses en Ecuador, hasta los cinco años en Guyana. 
La mayor frecuencia parece registrarse en la previsión de aprendi-
zajes que cubren dos o tres años . En efecto, dos años o 24 meses están 
previstos, entre otros países, en Argentina, Chile, Gabón, etc. Tres años 
es el tope en Alemania, España, Irán, Panamá, etc .72bis En ambas alterna-
tivas , hay que tener en cuenta los eventuales ajustes a que se hizo refe-
rencia en el párrafo precedente. 
Con todo, debe anotarse que en recientes normas de Bélgica y Vene-
zuela, se admite que el aprendizaje dure hasta cuatro años .73 
94 . Como quiera que sea, no son pocos los que sostienen la necesi-
dad de acortar de los períodos de aprendizaje, y de hacer esta modali-
dad de formación más personalizada, como forma de volverla más atrac-
tiva . Se tiene en cuenta, a ese respecto, la ampliación de la educación de 
base, las nuevas tecnologías y los nuevos métodos de enseñanza, que 
permiten alcanzar una calificación en menos tiempo. 
La tendencia hacia la personalización lleva en algunas legislaciones 
a establecer criterios para reducir la duración del aprendizaje, tomando 
en cuenta, además de la formación anterior del aprendiz a la que se alu-
dió precedentemente, la mayor rapidez del aprendizaje. Así, por ejem-
plo, en Francia, la extensión máxima se fija entre uno y tres años por 
decreto en Consejo de Estado, 74 en función de múltiples factores, pero 
cabe la adaptación para tener en cuenta el nivel inicial de preparación 
del aprendiz, y el aprendizaje puede finalizar antes, si el interesado ob-
tiene el diploma o título para el que se prepara . Del mismo modo, en 
Namibia la duración del aprendizaje depende del programa de apren-
dizaje , pero puede ser reducida por el funcionario ejecutivo (Inspector 
Jefe) , con el parecer favorable de la Junta de la formación profesional 
(NVT Act/94, art. 27 , 1 ,2). En Alemania, los contratos de aprendizaje 
.son flexibles y sujetos-a cambios durante su vigencia, incluso puede cam-
bi arse la ocupación inicialmente escogida .75 
7211
i .• En el Anexo a la reciente Res. Min . que en Túnez fijó la duración del aprendizaje en cada una de las 140 
especial izaciones contempladas (Res. de 22.02 . 1996 ). se registran 98 que se cumplen en dos años y 42 en 
tres. 
" En Nueva Zelandi a, el period o normal seria de 10.000 horas (J . Howell s, «New Zeal and, , in JELL, loe. 
cit. ), extremo que para referirlo a ai'ios requiere conocer la jornada que cumple en aprendizaj e; pero que, 
en principio, parece representar una duración mayor a Jos cuatro años. 
74 Esos decretos suponen un a consult a previa al Consejo Nacional de Form ac ión Profes ional y al Consejo 
Superior de la Educación Nac ional (CT, arts . R. II 6-J y R. 11 9-5). Por otra parte , si el interesado ha 
tenido una formación a ti empo completo en un establ ecimiento de enseñanza técnica o por un cont ra to 
de calificaci ón de por lo menos un ml o, la duración del aprendi zaje se reduce en un afio. La reducción 
puede llegar a dos ail os o más, si los interesados poseen un diplom a o titul o homologado de m vel 
superior a aquel a que asp1ra (CT, R. 11 7-7-1 ). 
" Doc. CEDEFOP, 1995. 
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Por otra parte , textos recientes, como los códigos de trabajo de Pa-
raguay y República Dominicana, fijan el máximo permitido, como regla 
general, en un año. 76 
95. En algunas legislaciones se contempla la posibilidad de pró-
rrogas o prolongaciones del aprendizaje . 
En Namibia, el Inspector Jefe de la formación profesional puede 
autorizar la prolongación del período de aprendizaje si el aprendiz faltó 
más de 21 días en el año . 
En Francia, el joven trabajador puede suscribir contratos sucesivos 
para preparar diplomas o títulos referidos a calificaciones diferentes. 
Para un tercer contrato de esta clase se requiere autorización del Centro 
de Formación de Aprendices . 
96. Los efectos del vencimiento del término previsto para la dura-
ción del aprendizaje, están expresamente contemplados por leyes que , 
como las de Ecuador (CT, art. 28) y Venezuela (LOT, art . 268), reconocen 
el carácter laboral del vínculo. 
En ellas consta que si luego de vencido el plazo legal continúa la 
relación , se opera automáticamente la conversión del contrato de apren-
dizaje en un contrato de trabajo por tiempo indeterminado. 
§9. Terminación de la relación de aprendizaje 
97. La duración del aprendizaje, entendida como el tiempo nece-
sario para alcanzar la calificación a la que se aspira, está muy ligada con 
las expectativas que su logro genera al propio aprendiz y con los benefi-
cios que se supone que el mejoramiento de los niveles de capacitación 
de la fuerza de trabajo puede aparejar para el desarrollo y la competiti-
vidad de las economías nacionales. 
Como ha sido advertido por quienes examinan estos temas, tales 
circunstancias han motivado a los legisladores a promover la continui-
dad y estabilidad de la relación laboral que se configura por el contrato 
de aprendizaje. 
98. Con esa intención , muchas legislaciones establecen fuertes 1 i-
mitaciones a la posibilidad de que el empleador ponga término a la rela-
ción de aprendizaje. 
En algunos textos (por ejemplo, el CT de Francia, art. L. 117-17, o el 
de Paraguay, art. 114), se excluye el licenciamiento que no sea por causal 
justificativa, enumerándose las únicas que habilitarían al empleador a 
despedir al aprendiz. En la ley de Alemania se reclama un motivo im-
"' Conforme a la Res . 1035/1988 por la que el MTSS de Colombia aprobó el oficio del SENA sobre la 
durac ión del aprendizaje de los técnicos, ésta es tambi én de un ailo (6 meses de instrucción teórica y 6 
de práctica) . 
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portante para el despido (BBiG, art. 15 ,2, 1 í), y éste es nulo si no se ha 
notificado por escrito con fundamentación suficiente. 77 
Además , se suele supeditar la efectividad del licenciamiento por 
causal , a la previa aceptación de la configuración de ésta por una auto-
ridad administrativa o judicial. 
Un ejemplo del primer caso lo proporciona el art. 22 de la NVT Act/ 
94 de Namibia, donde ante el incumplimiento de la otra parte, se puede 
promover una decisión del Inspector Jefe de la formación profesional, 
autorizando la terminación de la relación. A su vez, el art. 17 de la Ley 
de Aprendizaje de Costa Rica , aunque admite como causas justificativas 
del cese del aprendiz las generales del contrato de trabajo y otras parti-
culares, hace depender su efectividad de la autorización del INA . 
La exigencia de una previa decisión judicial pronunciada por la 
magistratura paritaria (conseil de prud ' hommes), que convalide la res-
cisión del contrato, por la falta grave o los incumplimientos reiterados 
de la otra parte , o la ineptitud del aprendiz para ejercer el oficio al que 
quería prepararse, figura en el CT francés (art. L.ll7-17) y ha sido consi-
derada inexcusable, aunque los motivos existan y revistan gravedad. A 
lo más , se ha aceptado una suspensión preventiva.78 
99. La jurisprudencia de algunos países parece también orientada 
hacia la conservación de la relación. 
En Gran Bretaña, se entiende que el patrono sólo puede despedir si 
las condiciones del aprendiz hacen imposible la instrucción. 79 
En Alemania, en los casos de accionamiento de los aprendices con-
tra el despido, los tribunales de trabajo han entendido que al calibrar si 
se está ante un motivo importante , debería tenerse en cuenta la mentali-
dad correspondiente a la edad .80 Además, y con el propósito de no 
interrumpir la formación, los tribunales de trabajo, siempre que las cir-
cunstancias lo permiten , dictan un auto provisional sobre prolongación 
del empleo. 81 
1 OO. En la legis lación de Costa Rica (Ley de Aprendizaje, art. 19) y 
en la de otros países, está previsto que la sustitución del empleador no 
afecta el contrato de aprendizaje. 
77 W. Daubler, op. cil. , p. 947 . 
" Jur. cit . e n e l Codc du Trava il , Dalloz, cil. , p. 14 . Como en otras legis lacio ne s, la norma alud e a la 
resci sión por cua lquiera de las partes, pero obviamente la que aquí interesa es la promovida por inicia-
tiva del empleador. 
» B. Hepple, loe cil. 
1111 
W. Daubler, loe. cit., quien cita como demostrativo de ese criterio, un fallo de 1977, en que el Tribunal de 
Trabaj o de un Land entendi ó que no configuraba el motivo important e la brom a pesada de un aprendiz, 
que s in que se hubi ese probado la intención de perjudicar la sa lud de un compaliero, había vertido en 
su term o de café una pequeiia cantidad de un producto de limpieza , que no se demostró que fuera 
tóx ico. 
" Ibídem, p. 948. 
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Ello, por otra parte, se ajusta al principio genera l de continuidad 
del contrato de trabajo, en favor del trabajador, que funciona a pesar de 
las transformaciones o variaciones del contrato, siempre que no exista 
una motivación excluyente Y 
Algunas legislaciones admiten también , mediando consentimiento 
del aprendiz, la validez de la transferencia del contrato de aprendizaje a 
otra empresa. Tal , lo que se prevé en la NVT Act/94 de Namibia, siem-
pre que se cuente con la autorización del Inspector Jefe de la formación 
profesional, quien la concederá si entiende que es de interés para el apren-
diz y también puede imponer condiciones. 
1 O l. El mutuo acuerdo, con asistencia del representante legal s i el 
aprendiz fuera menor, es reconocido expresamente como una forma 
válida de poner término a la relación de aprendizaje , en varias legi s-
laciones, como por ejemplo las de Francia (CT, L. 117-17) y Namibia 
(NVT Act/94, art . 22) . Tal acuerdo no excluye, según la ley de este 
último país y de varios otros , la obligación del empleador de comu-
nicar a la autoridad en materia de formación profesional , la termi-
nación de la relación dentro de ciertos plazos , bajo severas re s pon-
sabilidades . 
El silencio de la legislación debe interpretarse como admitiendo la 
validez del acuerdo de partes para dar término al contrato de aprendi-
zaje, como a cualquier otro contrato de trabajo . Empero, en éste como 
en los demás casos , conforme al principio de primacía de la realidad , 
podría impugnarse su eficacia, si el acuerdo fuera ficticio 83 
102. Es valor entendido en el derecho comparado que la fru s-
tración de las expectativas de calificación del aprendiz cuando e l 
despido es injustificado , o cuando debe abandonar el aprendizaj e 
por motivos imputables al empleador,84 da derecho a indemnización 
a cargo de éste. 
Entre los motivos justificados de renuncia de los aprendices que les 
confieren derecho a ser indemnizados, corresponde incluir y a veces se 
estipula en las leyes, de modo expreso, como en Alemania , la omi sión 
del empleador de proporcionarle o hacerle proporcionar la form aci ón 
debida .85 
" A. Plá Rodri¡;uez, !.os principios del Derecho del Trabajo , Buenos Aires, Depalma, 1978, p. 179. 
" Ibídem, p . 243 y ss. Un fallo reciente de la Corte de Casación francesa ha dej ado establ ecido que no 
existía un acuerdo expreso y bilateral para la ruptura del contrato de aprendizaje, en un caso en que el 
documento q ue lo expresa rí a, era un impreso, qn e contaba so lo con la fi rma de l empl eador (c it. por 
Code du Travail. Dalloz, 1995, p.IJ). 
" Algunas legislaci ones, como la de Paraguay (CT art . 11 5), especi fi can los casos en que el aprendi z pue-
de retirarse con causa justificada . 
" BBiG, art. 16 . Según acota W. Daubler (loe . cit. ), el TFT ha confirm ado el derec ho del aprendi z a se r 
indemni zado por la frustrac ión de sus leg ítima s expectati vas . 
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En cuanto a la indemnización por ruptura anticipada, imputable al 
empleador, o renuncia justificada, se entiende desde luego que el 
empleador debería cubrir los salarios del tiempo que restase hasta el 
término del contrato. 86 Empero, en varios países, como Gran Bretaña, 87 
Dinamarca, 88 y Nueva Zelandia, 89 se entiende que ella debe abarcar no 
sólo los salarios a recaer, sino también una suma adicional que contem-
ple los daños y perjuicios por la frustración de la expectativa de alcan-
zar una cualificación. 
103 . Desde luego que la estabilidad de la relación de aprendizaje , 
con todas sus consecuencias, está asegurada sólo después que se ha ago-
tado el período de prueba . Hasta entonces , se admite en general , la 
posibilidad del cese inmediato, o con un mínimo preaviso.90 
En algunas legislaciones como la de Costa Rica, conforme al art. 16 
de la Ley de Aprendizaje, e 1 despido durante el período de prueba tam-
poco es libre, pues el empleador debe probar, a juicio del !NA, las causas 
justificantes que tienen que ver en esta situación con las condiciones de 
adaptabilidad del aprendiz, sus aptitudes y la conveniencia de conti-
nuar el aprendizaje . 
104. Algunas legislaciones no contienen precisiones sobre la posibi-
lidad de un período de prueba en el contrato de aprendizaje. Por tanto, 
cuando dicho contrato integra el sistema de los contratos de trabajo, se-
rían aplicables las normas generales sobre el particular. 
En varias de ellas , sin embargo, no sólo se autoriza un pacto en ese 
sentido, sino que en realidad se crea un período legal de carencia de 
derechos indemnizatorios en caso de ruptura unilateral. 
El período de prueba o de carencia de derechos indemnizatorios en 
caso de ruptura o discontinuidad del contrato de aprendizaje , puede 
insumir cuatro semanas (Namibia) o un mes (Costa Rica) , cubrir dos 
meses (Francia) ,9 1 o abarcar de uno a tres meses (Alemania) . 
§1 O. Evaluación y certificación del aprendizaje 
105 . La determinación de la calidad de la formación y del grado de 
aprovechamiento de ésta por el aprendiz, interesa a la legislación desde 
varios puntos de vista. 
" Como lo ha dec idido la Corte de Casación francesa (Code du 1i'avail. Dalloz, cit .,p. l4). 
" B. Hepple, op. cit. , p. 73. 
"' P. Jacobsen, «Denmark >>, in IELL, Suppl. 12, p.56. 
'" Howell s, op . c it. , p. 73 . 
'" La NVT Act/94 de Namibia, só lo un preavi so de un dia, con notici a a l Inspector Je fe. 
'" El párr . fin al del art. L.ll 7-1 7 de l CT de Francia, luego de señalar que no hay derecho a indemni zación 
durante ese lapso , admite la pos ibilidad de una estipul ación contrari a en el contrato. 
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Los enfoques que permiten avistar las perspectivas básicas a ese 
respecto son, por un lado , el global o de conjunto,92 que apunta a la de-
terminación de la competencia de la empresa, del instructor y del centro 
de aprendizaje para desempeñar sus respectivas funciones, y por el otro , 
el personalizado, que atiende a la cualificación efectivamente alcanzada 
por los aprendices individualmente considerados. 93 
106. El primer enfoque cuenta fundamentalmente a los fines de las 
autorizaciones por los servicios competentes, que según se vio en sec-
ciones anteriores, son requeridas por la legislación a las empresas pa ra 
que puedan contratar aprendices, a los maestros para habilitarlos a im-
partir instrucción en ellas, y a los centros o escuelas para tomar a su 
cargo la formación complementaria de la práctica en el lugar de trabajo. 
Desde luego, también interesa a los fines del perfeccionamiento de los 
métodos empleados y del desempeño de unos y otros. 
Sin perjuicio de que en esta sección se ha de tratar de la evaluación 
del aprendizaje en relación con la calificación alcanzada por los apren-
dices, cabe incluir una referencia a cómo se encara el enfoque global en 
la más recientes legislaciones . 
Para ello puede considerarse, a vía de ejemplo, el Acuerdo 18/ 1994 
del SENA de Colombia, cuyo art. 1 O define los criterios para la evalua-
ción de la formación que se imparte en establecimientos o empresas, 
conforme a los cuales cabe incluso la cancelación de autorizaciones ali-
teriormente concedidas. 
Dichos criterios giran en torno de dos grandes conceptos: el impac-
to de la formación impartida sobre el medio laboral y los conocimientos, 
habilidades y destrezas adquiridos por los formandos . 
1 07 . Respecto de la consideración personal izada de la formación 
de los aprendices tiene que ver, en sus grandes líneas, con la forma de la 
evaluación, su oportunidad y frecuencia, los requisitos que deben cum-
plirse, las autoridades responsables, el derecho a someterse a los exáme-
nes , los efectos de la aprobación y de la reprobación y el valor de los 
certificados o diplomas que se expiden a los que han superado las pruebas. 
A propósito de esos puntos hay que comenzar distinguiendo leg is-
laciones que establecen disposiciones programáticas de otras, que dan 
pautas concretas sobre ellos. 
n Corresponde fundamentalmente a los conceptos de eva lu ac ión de la eficac ia de la formación y eva luación de la 
formación que Agudelo Mejia define, respectivamente como: «Apreciac ión del grado de éxito obtenido por la forma-
ción basado en la comparación de los objetivos de la formación con los resultados alcanzados>), y «Análi si s y verifica-
ción continuos de un sistema, programa o curso de formación para determinar los resultados alcanzados , así como la 
calidad y eficac ia de lo s métodos emp leados>> (op . cit. , p.27). 
')] Para la definición del término cualificación, se tienen en cuenta los e lem ent os enum erad os en el «Dic tam en co mlm 
sobre diplomas y certificados de FP>> (CES-UNICE-CEEP), de 13. 10.1992, reproducido por la Revista de Trabajo que 
edita el MTSS de Argentina, v. 1, No. 1, 1994, p. 187, nota 2. 
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Como ejemplo de disposiciones programáticas , puede citarse el art. 
69 de la Ley del Trabajo de China de 05.07. 1994, donde se trata de un 
modo general de los niveles profesionales , de los sistemas de certifica-
ción de calificaciones y de los órganos autorizados por el gobierno para 
tomar exámenes y evaluar las cualificaciones . 
Mayor interés despi e rtan , sin embargo, las pautas concretas que 
proporcionan las leyes y reglamentaciones de reciente aprobación, so-
bre los items indicados precedentemente . 
108 . Respecto de la forma de la evaluación, hay que convenir que 
no ha variado, en su esencia, desde la más remota época. En efecto, si 
bien las técnicas bajo las cuales se realizan las pruebas han evoluciona-
do en busca de mejorar su objetividad, confiabilidad y validez,94 hoy 
como hace varios s ig los, la culminación del aprendizaje supone la apro-
bación de uno o varios exámenes o tests . 
Desde el ángulo escogido para tratar estos temas procede, pues , 
dej ar establecido que la gran mayoría de las legislaciones actuales prevén 
la existencia de pruebas y exigen para que se le reconozca al aprendiz la 
calificación alcanzada, la aprobación de los exámenes instituidos para 
la correspondiente evaluación .95 
En efecto , las leyes y reglamentaciones no sólo contienen múltiples 
referencias a exámenes y pruebas, sino que incluyen menciones concre-
tas sobre la oportunidad en que éstos pueden o deben realizarse, sobre 
el derecho y la obligación de presentarse a rendirlos, sobre los efectos de 
la aprobación o reprobación , etc. 
109 . La oportunidad y frecuencia de las pruebas de evaluación, 
sue len estar expresamente contempladas en los códigos del trabajo o en 
las leyes especiales sobre el aprendizaje. 
El CT de Paraguay en su art. 11 O prescribe la evaluación al año de la 
iniciación del aprendizaje; por tanto , ésta coincide con la duración fij a-
da, como reg la general , para todo el proceso . 
En otros s istemas, como los de Costa Rica (Ley de Aprendizaje, art. 
20) ; Cote d ' fvoire (CT, art.l2.1 O) ; Gabón (CT, art. 95); Sudáfrica (L. 
29. 09 . 1995); etc., así como en los países europeos, 96 derechamente se 
di spone que para la expedición del certificado que acredite la califica-
ción alcanzada con el aprendizaje, se debe rendir una o más pruebas al 
finalizar e l ciclo completo . 
. ,., Sobre estas cues tiones S. Agudelo Mejía, lv!anual para la e/ahoracián de pruebas ocupacionales, Montevi-
deo, C inter for/ O IT, 1977 (con bibl. ). 
" E n Esparh , s i bien co nforme a l art . 12 del Rea l Dcc . 23 17/93, al térmi no del co ntra to e l empleado r 
e ntrega , s in o tro requ isi to , un cert ificado en que consta la duración de l apre ndi zaj e y e l ni ve l de la 
formaci ó n práctica adquirida , tal documento no eq ui va le a l certificado de profesionalidad . Para obte-
ne r és te , que es expedido por la adm in is trac ión compete nt e, e l apre ndi z qu e posea la constancia de l 
empleador Y la de l cent ro de formación , debe so mete rse con carácter previo a las pruebas correspon-
dient es . 
"' Doc . CEDEFOP, 1995 , p. 34-36. 
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Algunas reglamentaciones, como las de Alemania , Greci a, 97 Repú-
blica Dominicana (R . 15/88), etc ., sin perjuicio del examen final, con-
templan evaluaciones a la mitad de la formación . Por otra parte , en 
Bélgica (art. 4 del D. de 3 .07 . 1991 ), Dinamarca, Irlanda, Luxemburgo, 
etc ., está prevista una observación y evaluación continua de la marcha 
del aprendizaje .98 En Francia , para los contratos de aprendizaje suscri-
tos hasta el 1 de julio de 1978, regía un examen de fin de aprendizaje 
artesanal, organizado por las cámaras de oficio (CT, art. R. 119-30). En la 
actualidad, la evaluación de los aprendices sigue el mismo régimen de 
la de los alumnos del sistema educativo, quedando por tanto obligados 
a someterse a las pruebas del diploma o del título que sanciona la califi-
cación profesional prevista por el contrato (CT, art. L.117 -7). La autori-
dad regional del Ministerio de Educación, supervisa la coordinación 
entre las empresas y los centros de formación de aprendices (CFA). 
11 O. No es frecuente que las leyes contengan referencias concretas a 
los requisitos y condiciones de la evaluación ; lo cual , por otra parte , pa-
rece explicable, dado su carácter técnico . Como quiera que sea , algunas 
leyes recientes, como la No. 24 de 1994 de Zimbabwe, incluyen las líneas 
maestras de los programas de aprendizaje y sobre la certificación. 
En varios países, hay una remisión expresa a ulteriores reglamenta-
ciones, a dictarse por las autoridades competentes, que pueden ser los 
ministerios con competencia en educación o formación profesional o , 
incluso, las instituciones públicas de formación profesional. Es el caso, 
por ejemplo, de Costa Rica, donde la Junta Directiva del lNA, adoptó el 
30.06.1993 un Reglamento de evaluación de los aprendizajes , y de Nica-
ragua , donde por Ac. 41/1995 del lNATEC se establecieron criterios, 
con dicho propósito (arts. 53 y 54). 
Asimismo, en Filipinas, el art. 14-b de la Ley 7796/94 prevé dentro 
del Secretariado del Technical Education and Skills De~elopment Act 
(TESDA), un servicio Skills Standards and Certification Office (SSCO), 
con competencia para desarrollar un sistema nacional de normalización 
de calificaciones, realización de pruebas y certificación. 
En atención al interés compartido de trabajadores y empleadores 
sobre estas cuestiones, se contempla por legislaciones como la de Túnez 
(L. 93-1 O, art. 28), que la organización de los exámenes de fin de apren-
dizaje será fijada por resolución (arr été) del Ministro de la Formaci ón 
Profesional, luego de consultar a las organizacione s profesional es 
concernidas . 
En otros se comete directamente este tipo de reglamentaciones a la 
negociación colectiva. Así , el CT de Paraguay en su art. 11 O, dispone 
que los aprendices de oficio calificados deberán ser examinados en la 
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forma que establezcan los contratos colectivos . En la hipótesis de que 
falte la norma de origen profesional , el mismo artículo encomienda la 
función a una comisión examinadora, integrada por un representante 
de l empleador, un perito trabajador y un representante de la Dirección 
General de Recursos Humanos . 
111 . En varias legislaciones, se prevén oficinas especializadas en 
exámenes y pruebas ocupacionales, que suelen tener alcance amplio y 
no solamente estar referidas a la sanción del aprendizaje. Tal lo que 
contemplan, entre otras normas recientes , la citada LT China (art.69) ; la 
NVT Act/94, de N amibia , cuya sección Trade testing and certification, 
regula lo relativo a exámenes y autoridades competentes; la ley 1211995, 
de Sri Lanka que comete a la Vocational Training Authority la adminis-
tración de la National Trade Tests . 
A veces, estas oficinas se organizan dentro de las IFP, como en Fili-
pinas (ley cit.,art. 14 b ), o en Costa Rica, donde funcionan en el IN A, con 
ese propósito, Comités de Evaluación regionales y centros fijos. 
Una solución diferente , se encara en otros sistemas, como los de 
Bélgica, Alemania, Dinamarca, Holanda , etc. En Bélgica, el decreto de 
1991 , referido precedentemente, atribuye competencia en este campo a 
los Centros de Formación Permanente para las Clases Medias y PYME, 
que son asociaciones sin fin lucrativo. En otros países , como los que se 
acaban de citar, las Cámaras empresariales tienen una intervención pre-
ponderante; sin perjuicio de lo cual, hay que señalar que en Alemania 
una reciente enmienda a la BBiG (art.56. 1 ), ha reconocido el derecho de 
los trabajadores a estar representados en los tribunales de examen 9 9 
Esa tendencia no obsta a que subsistan casos en que la empresa en 
que se formó el aprendiz, sea la única responsable de su evaluación, con 
el consiguiente riesgo de que se cometan injusticias. 100 
112. El derecho de los aprendices a obtener una certificación que 
acredite la calificación alcanzada, integra el campo de los derechos sub-
jetivos a la formación , que abarca a todas sus modalidades. 
Para este caso concreto, implica el derecho a que se le tomen las 
pruebas correspondientes, en las instancias prescritas o , aun antes se-
gún lo admiten , bajo ciertas condiciones, la ley de Alemania (art. 40), el 
CT de Francia (arts . 117 bis-5 párr. final y R. 151-5), y la ley italiana. 
Aunque la cuestión es dudosa, parecería que, por aplicación de los prin-
cipios generales, tal derecho le asistiría también al aprendiz en sistemas 
en que la ley no lo prevé expresamente .10 1 
~· W. Daubler, loe . cit. , Doc. CE DEFOP, cit. , p. 34 . 
lbidem, p. 35 . 
"" En Guatemala( CT, 1989, art. 172), el empleador expide el certificado, pero si no lo hic iera , el aprendiz 
puede recl amar a la aut oridad que se le tome examen de aptitud y s i aprueba , e l empleador no puede 
neg arse . 
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Este derecho supone asimismo obligaciones para el empleador, al-
gunas de las cuales ya fueron mencionadas : obligación de inscribirlo 
para los exámenes, de acordarle permisos y facilidades , de hacerlo par-
ticipar, de expedirle las certificaciones que correspondan , etc .10 1bis 
113. El principal efecto de la aprobación de las pruebas final es del 
aprendizaje es la obtención del correspondiente certificado que acredita 
la calificación alcanzada. 
En algunos textos constan menciones al valor de estos certificados y 
a sus eventuales equivalencias con los emanados del sistema educativo. 
En ese sentido, puede citarse entre los textos recientes el CT de Pa-
raguay (art . 11 0), donde se hace constar que el certificado que se obtiene 
por la aprobación de las pruebas finales del aprendizaje posee igual va-
lor que los de la enseñanza profesional. 
Por otra parte , en el ámbito de la Unión Europea es clara la tenden-
cia hacia el reconocimiento de equivalencias de los certificados resultan-
tes de la aprobación de los exámenes del sistema de aprendizaje, con los 
del educativo. Además , en varios de sus miembros y concretamente en 
Dinamarca, Francia y Holanda, 101 'e' ya se ha instituido una comunica-
ción que habilita la circulación entre ambos sistemas y la integración de 
las carreras y en otros , como Alemania y Luxemburgo, se advierten en 
los últimos años claros avances hacia ese objetivo .102 
Cabe recordar aquí que, en otro plano, la legislación de varios paí-
ses, como ya hubo oportunidad de señalarlo, otorga a los aprendices 
que culminaron su proceso de formación, ciertas expectativas, o prefe-
rencias, e incluso el derecho a ser incorporados a un puesto de trabajo en 
las empresas que los formaron. 
114 . En cuanto a la reprobación del examen final o de las pruebas 
de evaluación intermedias, obviamente tiene efectos directos sobre la 
continuidad del proceso del aprendizaje . 
En Luxemburgo, por ejemplo, al final de cada año la autoridad com-
petente decide, en función del promedio de notas obtenido en su educa-
'"" ·' En Sudáfrica, una rec iente ley de Enmiendas a las condiciones del aprendizaje (29 .09. 1995) requiere que 
el empleador le adel ante al aprendi z e l costo del exam en. 
'""" En Holanda el 1.08. 199 1 entró en vigor la Ley de Ensetianza Profe sional Continua (WCBO) que regula 
la FP básica (BBO), la fo rm ación a ti empo parcia l (MBO) y la s instituciones que ti enen a su ca rgo la 
form ac ión específica: enseñan za a di stancia , age ncias de empleo, in stitucion es educati vas pri vadas , 
empresas . (Frietman, «La ensetianza profesional inicial en los Paises Baj oS>>, in rev, cit. , p. 162 y ss . ). 
"" Doc. CE DEFOP, 1995 , p.37. En ese informe, se hace constar que , en fecha reci ente se han creado en 
Alem ania nuevas opciones con el propósito de aproximar la en serlanza académica y la FP. A ese respec-
to, se indica que desde 1992, los alumnos que entran en un aprendizaje , aun s in poseer el titulo de la 
Hauptschule (escuela secundaria de 1 er. ciclo), pueden alcanzar, al fin alizar el aprendizaj e, el titulo de la 
l?ealschule (escuela secundaria de 1 er. ciclo pero de nivel mayor que la Haupschule), «In que les ahre toda 
una nueva serie de po.,ihilidade.m . En Luxemburgo, la ley de 4.09.1990, incorporó el aprendizaje al ciclo 
interm edio de la educaci ón técnica. 
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c1on general y en la formación teórica y práctica, si un aprendiz puede o 
no pasar a la fase siguiente ; pero en todo caso, los que no aprueban la 
práctica en la empresa, no pueden continuar.103 
En a lgunas leyes laborales , como el CT de Paraguay, se explicita 
que la pérdida del examen final pone término a la relación de aprendi-
zaje , sin responsabilidad para el empleador (art. 114-c). 
A veces , los textos abren la posibilidad de que el aprendiz que hu-
biese reprobado el examen final tenga una nueva oportunidad . Así, el 
art. L. 117-9 del CT de Francia, incorporado por la L. núm . 87-572, admi-
te que en caso de fracaso en el examen, el aprendizaje puede ser prolon-
gado hasta por un año . Tal prolongación tanto podría resultar de una 
prórroga del contrato inicial , como de la conclusión de un nuevo contra-
to con otro empleador. 
En ciertos sistemas, como los de Luxemburgo y Holanda,104 la situa-
ción se flexibiliza . 
En efecto, si bien el aprendiz que al término del aprendizaje aprue-
be el examen práctico, pero repruebe los de las asignaturas teóricas , 105 
no tiene derecho al certificado o título nacional correspondiente, 106 con 
la sola aprobación de la formación práctica, accede a una calificación 
inicial o certificado práctico. 107 
As imismo, en Holanda y otros países que han implantado el siste-
ma modular, quienes aprueben la parte de un examen que abarque una 
unidad certificable, también se hacen acreedores a un certificado. 10 8 
§ 11. Expedición de las certificaciones 
115 . Son bastante diferentes los sistemas que rigen la expedición de 
las certificaciones. En efecto, hay normas que prevén que sean expedi-
das: por los propios empleadores en forma más o menos libre; por los 
centros , empresas o instituciones de formación ; por las cámaras profe-
sionales ; por organismos especializados ; por los departamentos minis-
teriales de trabajo , empleo, formación profesional , o educación . 
Por otra parte, en algunos casos , los certificados expedidos por los 
empleadores u otros organismos, se vuelven oficiales , por contar con el 
refrendo de alguno de los ministerios que se acaban de nombrar. 
luJ Doc. CEDEFOP, cit. , p.35. 
104 Frietman, op. cit. , p. 165 . 
10 ~ En el sistema de Luxemburgo, habría también un a fl ex ibilización en los exámenes de las materias teóri-
cas que «suelen ser orales y no escritos>> (Doc. CEDEFOP, cil. , p.36). 
En Luxemburgo: e l Certificado de Aptitud Técnica y Profesional (CATP), que es el mi smo que se otorga 
por las esc ue las de ti empo completo y abre las puertas del ciclo superior. 
"" En Luxemburgo: el Cert ifi cado de Ca lificac ión Manual (CC M). 
Doc. CEDEFOP, loe. cit . 
89 
Héctor-Hugo Barbagelata 
116. Las certificaciones expedidas por el propio empleador, como 
las previstas en las leyes de Argentina (L. 24.465/95 , art. 4.8) ; Cóte d ' lvoire 
(CT, art. 12.9), o Guatemala (CT, art. 172), acreditan de un modo general , 
la experiencia o la especialización adquiridas. 109 
A veces, tales certificaciones deben ajustarse a las normas que fije la 
respectiva IFP, como ocurre en Panamá según el D. 36/91 ; o derecha-
mente, requieren su aval, como en República Dominicana donde , con-
forme a la Res. 15/88 , los certificados deben llevar, además de la firma 
del patrón, la del representante del INFOTEP. 
117. En Colombia y otros países, la certificación es expedida a la 
conclusión del aprendizaje por los organismos o empresas que dictaron 
Jos cursos, Jos que se encargan también de verificar el cumplimiento de 
la formación en la etapa productiva y de informar a la IFP (Ac. 18/94 , 
arts . JI y 13 (Ac. 18/94, arts. JI y 13). 
Asimismo, en Bélgica y Grecia, la evaluación y la certificación están 
a cargo de Jos Centros de formación , pero se expiden a nombre de los 
respectivos ministerios de Educación o de Trabajo. 
118. En varios países de Europa, como Alemania, Dinamarca, Ho-
landa y Luxemburgo, las Cámaras empresariales o comités industriales 
responsables de la formación participan o supervisan todo o parte del 
operativo evaluación-certificación. 
119 . En donde funcionan servicios especializados en certificación , 
como Filipinas, Irlanda, Namibia, el Reino Unido, etc. , son ellos los que 
expiden los certificados . 
120. En otros, como Argelia, los certificados son expedidos directa-
mente por la Administración de la Formación Profesional , de acuerdo 
con las condiciones y modalidades de expedición definidas por Resolu-
ción del Ministerio de la Formación Profesional (L. 90-34, art. 2 y Dec. 
ejec. 93 /67, art. JI) . 
121. En países en que el aprendizaje conduce actualmente a diplo-
mas y títulos del sistema educativo, como Francia, los diversos certifica-
dos, diplomas y títulos a que el aprendiz puede acceder, son conferidos 
por las oficinas regionales del Ministerio de Educación Nacional 
(Rectorado). 
Por excepción, en dicho país, la formación profesional en las activi-
dades agrícolas está bajo el control del Ministerio de Agricultura y el 
certificado a que se accede (Certificado de aptitud profesional de la agri-
cultura, CAPA) es expedido por el referido Ministerio. 
122 . Las certificaciones tienden a adquirir una significación cre-
ciente a causa de la penuria de empleos. En la práctica, son varios los 
'"' En It alia, la ley 451 de 19.07. 1994 , para los contratos de formación y trabajo, di spone que el e mpleador entregue al trabajador 
un <<allestato sobre la experiencia desarrolladm) (art. 16.9). 
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países en que resulta difícil obtener un puesto de trabajo si no se posee 
el certificado que acredita la capacitación correspondiente .11 0 
Las certificaciones que , según ya se dijo, cuentan cada vez más 
para la circulación y el avance en el sistema educativo, han planteado el 
problema de su reconocimiento , con vistas a la circulación geográfica, 
especialmente dentro de las Comunidades que se han ido integrando . 
En la Unión Europea, el Tratado que la rige dispone en materia de 
la política de FP, que la acción de la Comunidad se encamine, entre otros 
objetivos , a favorecer el acceso a la formación profesional y la movilidad 
de los educadores y de las personas en formación, especialmente de los 
jóvenes (art. 127. 2). 11 0bis 
§12. Promoción del aprendizaje 
123. Según es sabido , son varios los caminos que se siguen con 
vistas al fomento de sus diversas modalidades de formación . 
A los efectos de la presentación de las diferentes medidas dirigidas 
a estimular el desarrollo del aprendizaje, se distinguirán las providen-
ci as de política general que pueden repercutir favorablemente sobre los 
contratos de aprendizaje, de las medidas concretas de fomento de esta 
modalidad de formación . 110'• ' 
Entre las disposiciones de política general , corresponde incluir 
la creación de fondos con ese propósito; la extensión de la descentraliza-
ción y de la participación; la prevención de conflictos entre aprendices y 
empleadores , y el apoyo a los centros de formación de aprendices. 
Entre las medidas concretas , cabe mencionar los incentivos a las 
empresas', y los dispositivos dirigidos a volver más atractivo del apren-
di zaje para los jóvenes y sus familias . 
124. Un ejemplo de aplicación de fondos especiales al fomento del 
aprendizaje , lo proporciona el Programa de Becas para Aprendices adop-
tado en Colombia por el Cap. 111 (arts . 16 y ss.), del Ac. 18/94 dictado en 
"" En el Doc . CEDEFOP, 1995 , se cit an como pa ises en que esto ocurre con mu cha intensidad: Alemani a, 
Din amarca, Francia y Holanda (p. 34) . 
" "•·· Los órganos de las CCEE, se han preocupado, desde 1963 , de la e labo rac ión de una políti ca común 
sobre rr. En 1985 la Dec. del Consejo 85/368/CEE, sent ó las bases para establecer la COITespondenci a 
de las cualificac iones de FP entre los Estados miembros . De conformidad con la mi sma, se han ido 
cursan do por la Comi sión comunicac iones relati vas a la correspondencia en di versos sectores (H os telería 
y restaurantes; Reparac ión de a ut omóvil es ~ Const rucci ón; Electricidad/electrónica; A gricultura/ horti-
cultura/s il v icultura; Tex til/co nfecci ón: Metal; Tex til / indu stri a; Comercio ; Ofi cina s/ admini strac ión, 
banca y seguros; Química; Industria Alimenticia; Turi smo; Transport e; Obras públicas; etc.). A fin es de 
1992 e l Consej o di ctó una resoluci ón sobre «Transparenci a de las califi caci ones profesionales>> (DOCE C 
49 de 19.02 .93, p. l ). 
""'" En Alemania , una ley de 1976 puso a cargo del In stituto Federal de FP (BI BB) la promoción de lugares 
de form ac ión. 
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aplicación de la ley 2011982 y el Dec. Regl. 189511986, por los que se 
instituyó el Fondo Especial de Capacitación (FEC). 
También tienen entre sus objetivos la promoción del aprendizaje , 
otros varios fondos , como el regulado por las partes V y VI de la ley 24/ 
1994 de Zimbabwe, y el instituido por la ley canadiense de Québec de 
22.06.1995. 
125 . La extensión de la especialización , la descentralización y la 
participación en los organismos que orientan o supervisan la formación 
de los aprendices , es otra manifestación de la política tendiente a pres-
tarle más y mejor atención al aprendizaje y, desde luego, a promoverlo. 
La creación de organismos especializados, con competencia en ma-
teria de aprendizaje, en los que se ha dado participación a los interlocu-
tores sociales, no es un fenómeno nuevo. 111 Lo que actualmente ocurre 
sólo es su continuidad y generalización, como puede probarlo la serie 
de leyes recientes o de enmiendas de leyes anteriores , que consagran 
este tipo de medidas en países de muy diferentes características. 
A ese respecto , son muchos los ejemplos de leyes recientes , que 
pueden citarse, como los de Argelia, Túnez, Namibia, Ecuador, El Salva-
dor, República Dominicana, Filipinas, etc. 
La Ley 90-34 de Argelia instituyó en su art. 7 un Comité de Partici-
pación, entre cuyos cometidos está pronunciarse sobre planes de forma-
ción y modelos de contratos de aprendizaje. 
Asimismo, en este mismo país , el D. 93-67 creó dos instituciones 
para la organización y el fomento del aprendizaje. En Túnez, la ley 93-
1 O contempla en su Cap. 11 , el funcionamiento de un Consejo Nacional 
de la Formación Profesional , con representación de las organizaciones 
de empleadores y trabajadores, y en Namibia está dispuesta la partici-
pación de los interlocutores sociales en la Junta de Formación Profesio-
nal y se han instituido comités consultivos de oficios (NVT Act/1994 , 
arts. 3 y ss . ). 
En Ecuador (Ley No. 132 de 20.11.1989, que reformó el SECAP); El 
Salvador (Ley del INSAFORP, art. 8), y en Nicaragua (L. 40-94, orgánica 
del INATEC), los órganos directivos de las respectivas IFP, se integran 
con representantes de los sectores profesionales. A su vez, en e l Comité 
de Asesoramiento del Aprendizaje de la República Dominicana, según 
la Res. 37/ 1991 , tienen asiento patrones y trabajadores . 
111 La participación de los interlocutores sociales en el plancamiento y la puesta en aplicación de las polí -
ticas de FP, tiene una larga tradici ón en Europa y en las IFP de América Latina . Sobre el es tado de la 
cuestión en esta última región tres lustros atrás, V. : El tripartismo y la FP en América Latina C interfor/ 
OIT, Mont. , 1980, esp . pp .80 y ss., con especial referencia al aprendizaje a pp. 80 y ss. Otra man ifesta-
ción de la participación en la política de promoción del ap rend izaje, está dada por la tendencia que se 
registra en algunos países, entre los que el ejempl o más nítido Jo proporciona Francia , de convert ir en 
leyes los acuerdos alcanzados sobre estas materias, por las organizaciones de empleadores y trabajado-
re s. 
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En Filipinas, en agosto de 1994, se aprobó el Technical Education 
and Skills Development Act (TESDA), por el que se creó una Junta, de 
integrac ión tripartita , con competencia en materia de aprendizaje y con-
cretamente orientada a respaldar e incentivar el sistema dual (Sección 8). 
126. La tendencia a la descentralización es una nota común al sis-
tema educativo que se refleja en la legislación reciente y alcanza a las 
IFP, por ejemplo, en Argentina, la Ley Federal de Educación/ 1993 , y en 
Colombia, la Constitución de 1991 , art. 76 y la Ley Nacional de Educa-
ción de 18.0 1.1991. 
En relación con el aprendizaje , se advierten dos vías. Por un lado, 
la constitución de organismos o comisiones a nivel regional o local como 
en Argelia (Dec. Ejec. 91-519 y 95-31) y Túnez (L. 93-1 O, art. 9). Por otro, 
un camino que puede ser complementario, como en Francia (donde la 
descentralización se considera una de las bases del sistema), o Perú, re-
sulta de afectar a la respectiva región , la utilización de una parte o la 
totalidad de los recursos en ella generados. 
127. En un plano diferente, se ha encarado en algunos países, tor-
nar más atractivo para ambas partes el contrato de aprendizaje , arbi-
trando fórmulas especiales para prevenir y solucionar conflictos entre 
los aprendices y sus empleadores. 
Es e l caso, por ejemplo , de la Res . del Ejecutivo de la Comunidad 
francófona de Bélgica de 24.10.1991 , que atribuye a los Secretarios de 
Aprendizaje, entre sus competencias, la de actuar como mediadores en 
los 1 iti gios entre aprendices y empresarios. 
En otros países , como Filipinas (CT, arts 65-67) y Túnez (L. 93-1 0), 
se ha previsto una etapa administrativa de tipo conciliatorio, que debe 
ser agotada antes de accionar ante los tribunales de trabajo . 112 
En cuanto a medidas de apoyo a la creación de centros de forma-
ción de aprendices , son ejemplos recientes los arts. 107 y subsiguientes 
del CT de Irán de 1992, y el Cap. VI, arts . R. ll6-l y subsiguientes (Dec. 
88-103 y 93-316) del CT de Francia. 
128. En orden a incentivos a las empresas para que contraten apren-
dices, se pueden citar leyes recientes que encaran tres tipos de medidas: 
reducción e inclu so exención de aportes a la seguridad social y otros 
gravámenes ; franquicias y créditos fiscales, y subvenciones directas. 
Como ejemplos de medidas de exención o reducción de aportes a la 
seguridad social y a otros gravámenes que afectan las remuneraciones , 
pueden citarse las instituidas en Argentina, España, Francia y Túnez. 
11 ~ La Ley de aprend izaje de Costa Rica, en su art. 21 , le cometió a la Gerencia del INA la resolución de las 
di vergencias entre empl eadores y aprendices que no sean de competenc ia de los tribunales de trabajo . 
La Res . de la Ge rencia puede ser ape lada ante la Comisión Mixta que funci ona en dicha IFP. 
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En Argentina (art. 15 del Decreto 738/95) y en Túnez (L. 93-1 O, 
art. 24) , fundándose en el carácter no-laboral que las leyes atribuye n a l 
vínculo entre los empresarios y los aprendices , está establecida la exen-
ción de todo tipo de aportes por las sumas pagadas a éstos . 
En España, el art. 11 .3 del ET, en su redacción actual , habilitó al 
gobierno a establecer exenciones o reducciones en la cotización a la Se-
guridad Social en este tipo de contratos. En función de ello, se dictó el 
Real Dec. de 27. 07 .1993, cuyo art. 14 establece el pago de las cotizacio-
nes a la seguridad social sobre la base de una cuota única. 
En Francia, el CT establece que una parte del salario de los aprendi-
ces no da lugar a cargas sociales de origen legal o convencional y a nin-
guna carga fiscal o para fiscal (art. L. 118-1 ) . 
129. En varios países se admite la posibilidad de compensaciones 
de todo o parte de las cantidades debidas por impuestos o por concepto 
de la tasa de aprendizaje , con las sumas pagadas a los aprendices (Arge-
lia, L. 90-34 ; Chile, CT, art. 77 y subsiguientes; Francia , CT, L. 118-1 ; 
Gabón, CT, art . 85); los gastos de formación de éstos o costo directo de 
capacitación de los aprendices (Canadá-Quebec, L. 22 .06 . 1995 ;113 Chile, 
Dec. Supremo 146/89, arts. 59-61 y 63-68 ; Filipinas, CT, art. 71); los apo-
yos a los centros de formación de aprendices o las donaciones a las es-
cuelas de enseñanza profesional y otros gastos análogos (Francia, CT, 
arts. L. 118-2, L. 118-2.1 , L. 118-3); etc . Los empresarios franceses tam-
bién pueden obtener exenciones tributarias en razón de las erogaciones 
para la formación pedagógica de los maestros (art. L. 118-1-1 ) . 
Algunas legislaciones ponen de cargo de fondos especiales la co-
bertura de determinados costos laborales que normalmente están a car-
go de los empleadores. Así, en Polonia, de acuerdo con el art. 17( 1) de la 
ley 446/1989, las remuneraciones de los aprendices y sus accesorios co-
rren por cuenta de tales fondos , y en Túnez un fondo cubre el importe 
de las pólizas del seguro de accidentes de trabajo y enfermedades profe-
sionales de los aprendices . 
Otro tipo de medidas para incentivar a los empresarios a contratar 
aprendices consiste directamente en el otorgamiento de una prima por 
cada contrato de aprendizaje firmado , como han sido establecidas en 
Francia, donde tal beneficio se suma a las exenciones y a los créditos por 
impuestos . Desde luego, muchos empleadores consideran que para in-
centivar a las empresas a tomar aprendices debe encararse la reducción 
1
1.1 En rea lidad, el sistema de Quebcc fun ciona de diferent e manera, aunque ll ega a un a solución similar. 
Con arreglo a la ley c it ., los empresari os asumen la obl igac ión de participar en el desarroll o de la fonn a-
ción consagrando a gastos de form aci ón (que pueden corresponder al aprendi zaj e) un porcent aj e de la 
nómina . En caso de que lo ga stado sea men os que la parti cipación mínim a fij ada, el e mpl eado r debe 
verter la diferencia al Fondo Naci onal de Formación de la Mano de Obra, que la mi sma ley in stituye . 
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de su costo directo, mediante una rebaja o una congelación de la remu-
neración y un aumento del horario productivo a costa del destinado a la 
formación teórica .11Jb;s 
130. Los estímulos que se han ideado para hacer más atrayente esta 
modalidad de formación entre los jóvenes y sus familias, se refieren a 
tres grandes temas , a saber: mejoramiento de las condiciones laborales 
del aprendizaje; garantías acerca de la eficacia de la formación , y aproxi-
mación de la formación que se puede alcanzar a través del aprendizaje 
con las resultantes del sistema educativo. 
En cuanto a lo primero, es evidente que , incluso las legislaciones 
que quieren negarle carácter laboral a la relación, han introducido nor-
mas tendentes a asegurar al aprendiz condiciones dignas . A ese respec-
to , cabe remitirse a lo que ya se expuso sobre remuneración, horarios, 
vacaciones, amparo en caso de accidentes, trato, derechos sindicales, etc . 
Incluso en la legislación francesa se ha reconocido la necesidad de esta-
blecer desde 1982 un estatuto del aprendiz, que ha sido ulteriormente 
perfeccionado . 11 4 
En la línea de los dispositivos dirigidos a hacer el aprendizaje más 
atractivo, correspondería citar también la norma de Costa Rica, que ha 
instituido becas complementarias como modo de aumentar los ingresos 
de los aprendices. 11 5 
131. Respecto de las garantías de la eficacia de la formación , 
vale recordar: las exigencias a las empresas y a los maestros, que funcio-
nan como requisitos esenciales para la admisión de la concertación de 
contratos de aprendizaje; institutos como el del tutor o consejero de apren-
dizaje, que están bastante generalizados ; la progresiva implantación de 
la alternancia con obligación de indicar en el contrato el tiempo que se 
dedicará a la formación teórica; la existencia de inspecciones técnicas , 
paralelas a las que versan sobre las condiciones laborales; etc. 
Debe tenerse presente, además, que según se vio oportunamente, en 
algunos países, al aprendiz que es despedido antes del término de su con-
trato o al que, de cualquier otra forma, se le defrauda en sus expectativas 
de formación, se le abren vías para ser equitativamente indemnizado. 
132. También deben considerarse inspirados en el deseo de mejorar 
la imagen del aprendizaje y aumentar su atractivo para los jóvenes y sus 
familias , los cambios que se están procesando en muchos países. 
ll)h; 'Hallándose en prensa esta obra (ag./ 1996), ta l ha sido preci samente la respuesta de los voceros de los 
empresari os alemanes. ante la alarm a c ausada por la crec iente re s tri cci ón de oferta s de puestos de 
aprendi z . 
Una fórmul a original es la que se ha adoptado por la legislación de Belarús (CT, art . 191 ) y otros paises 
ex soc iali stas, donde se han ideado medidas dirigidas a alentar a los trabajadores que acumulan trabajo 
y estudio . 
" ' V supra, pá1T. No. 71 . 
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Se trata de las medidas dirigidas a aproximar o equiparar el apren-
dizaje con las formaciones que pueden alcanzarse dentro del s iste ma 
educativo, que implican simultáneamente una apertura hacia nuev as 
posibilidades de realizar una carrera, prosigu iendo estudios de nivel 
más elevado . 11 5bis 
A su vez, y en función de las nuevas oportunidades que proporcio-
na a los aprendices para alcanzar una calificación, corresponde mencio-
nar como un incentivo para recorrer el camino del aprendizaje, la incor-
poración del método modular, con el eventual derecho a la respectiva 
certificación. 11 6 
Pueden también citarse como factores que operan en el mismo sen-
tido , la creciente aceptación de la acreditación del aprendizaje anterior 
(APL), y su reconocimiento generalizado, 117 así como una mayor pre-
ocupación por la orientación profesional y la creación de preaprendizaj es, 
tal como existen en Francia y otros países de Europa y más recientemen-
te en Portugal (Decreto-ley 383/ 1991 y Regl. 1061 de 1992) . 
§13. Consideraciones finales 
133 . A lo largo de los desarrollos precedentes se ha podido confir-
mar la aseveración inicial, según la cual se asiste en estos últimos años a 
un renovado interés por la modalidad de formación que , sin perjuicio 
de una instrucción complementaria en centros o escuelas, tiene como 
componente esencial la experiencia en una situación real de trabajo . 
Tal hecho, desde el ángulo en que se ha situado este estudio, quedó 
en evidencia al formular la extensa lista inicial de países en que se ha-
bían dictado en el último lustro normas relativas al contrato de aprendi-
zaje, que era demostrativa de la intensa actividad legislativa y regla-
mentaria, que se está desarrollando ininterrumpidamente en países de 
los cinco continentes y sociedades de muy diversas características. 
""'' El Consejo de la Unión Europea al definir el marc o común de objet ivos del Programa Leo nardo da 
Yinci, para ser aplicado hasta fines de 1999, fija entre las medidas: «mejorar el estatus y hacer más atracti-
vas la enxeíianza y la formación pn?fCsionales y.fGvorecerla equiparación de estimación social de los diplomas 
académicos y calificaciones profi:sionale.m (art. 3-t: Decisión del Consejo de 6. 12. 1994 - DOCE, 29-12-94) 
(948 19/CE) . 
llr. En el Anexo 3 del documento «Mise ii jour des Normes sur la mise en valeur des ressources humaines ... >) (BIT, 
Ginebra, 1995 , p. 12), se incluye entre los elementos que debieran ser agregados o aparecer más clara-
mente e n la Recomendación 1501197 5: la importancia de las formacio nes modulares y de las unidades 
capitalizables debidamente rec onocidas>>. 
117 Incluso se ha podido sostener que «la ventaja decisiva del sistema alemán reside en el c.:arácter t ran.~fi:rihle de 
las competencias sobre la base de una certfficoción racionalmente reconocida>> (C.F. Büchtemann- J. Schupp-
D.J . Sol off. «Formation par apprentissage: défís pour 1' Allemagne et perspectives pour les Etats-U ni s>>, 
La Doc. Franr,-aise, No. 45 . Paris. 1994, p. 51-58, apud Maryse Peschel , in Forma/ion Profe.uionnelle. CEDEFOP. 
2/94, p .87 . 
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Los múltiples ejemplos con que se trató de ilustrar el examen de los 
diversos puntos relativos al aprendizaje, confirmaron ampliamente la 
dimensión planetaria de este fenómeno. 
Pudo advertirse, además, que la actividad legislativa y reglamenta-
ria , se refería no sólo a la regulación del contrato concertado entre el 
aprendiz y la empresa en que presta servicios y se capacita, sino tam-
bién a todo su entorno, incluyendo la determinación de las actividades 
susceptibles de aprendizaje, las exigencias a las empresas y a los instruc-
tores , la acción de las instituciones, escuelas o centros de formación de 
aprendices , la reglamentación de la evaluación de las capacidades ad-
quiridas , la organización y la validación de las certificaciones corres-
pondientes, etc. 
134 . Asimismo, resultó patente que todo el aparato legislativo e 
institucional que se está desplegando, no se circunscribe a la regulación 
del contrato de aprendizaje con el mismo grado de neutralidad con el 
que tradicionalmente lo han sido muchos otros contratos, en los que es-
tán básicamente en juego intereses particulares . 
Ni siquiera esta regulación agota su propósito en el objetivo 
protectorio con que la legislación laboral ha enmarcado el contrato de 
trabajo , a cuya familia se entiende mayoritariamente que pertenece el 
de aprendizaje, ni en los de igual signo de la legislación específica sobre 
menores. 
En efecto, la normativa del contrato de aprendizaje busca, desde 
luego, la protección del aprendiz, en cuanto trabajador y en cuanto me-
nor, y proveer garantías a fin de que no sea burlado en sus legítimas 
expectativas de alcanzar una calificación. Pero también, como ha que-
dado de manifiesto , atiende explícita e implícitamente a la promoción 
de este tipo de acuerdos . 
135. La característica promociona! de la legislación sobre el apren-
dizaje ha alcanzado particular relevancia ante las crecientes dificultades 
de inserción de los jóvenes en el mercado de trabajo, la velocidad de los 
cambios tecnológicos y toda otra serie de fenómenos económicos y cul-
turales que están transformando, de manera más o menos radical, el 
manejo de los negocio:; y de las relaciones laborales. 
Es así que, sobre el conjunto de normas adoptadas en los últimos 
años a que se ha hecho referencia, y al margen de su diversidad, 
sobrevuela una idea-fuerza, que se apoya en la convicción de que el 
aprendizaje es un medio idóneo para satisfacer simultáneamente expec-
tativas económicas y sociales , individuales y colectivas . 
Dichas expectativas, en cuanto a los jóvenes (y a su respectivo nú-
cleo familiar) , tienen fundamentalmente que ver con la perspectiva de 
caminos para la promoción y con la esperanza de acceso a una ocupa-
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c1on retribuida. En lo que se refiere a los empresarios, cuenta la posibi-
lidad de disponer oportunamente de mano de obra calificada y adapta-
da a las condiciones laborales. Respecto de las sociedades en su conjun-
to, aparece como un medio para optimizar de modo más económico, y 
quizás más efectivo, los recursos humanos de la nación, creando, mejo-
rando o manteniendo las condiciones apropiadas para el desarrollo pro-
ductivo. 
136. Es preciso admitir que no son enteramente nuevas todas las 
circunstancias que rodean el reflorecimiento del aprendizaje, ni son so-
lamente de ahora las esperanzas puestas en él, ni las dificultades que es 
preciso superar. 118 
Pero está fuera de discusión , al punto que es ocioso insistir sobre 
este particular, que muchos factores han incrementado su aceleración en 
el último decenio o incluso en el último lustro y que los cambios econó-
micos y culturales han alcanzado una mucho mayor intensidad y ampli-
tud que en el pasado reciente. 
En todo caso, las circunstancias actuales parecen estar operando a 
favor de un cierto consenso respecto de las virtudes del aprendizaje, que 
sirve de respaldo y da impulso a la acción legislativa y reglamentaria 
para su regulación y promoción . 
13 7. Este consenso y este persistente empuje legislativo no excluye 
un también constante cuestionamiento del contrato de aprendizaje. 
No es ésta la oportunidad para profundizar sobre los distintos ar-
gumentos en pro y en contra de esta modalidad de formación. Pero 
resulta ineludible hacer una breve presentación de unos y otros para 
tratar de entender los fundamentos del referido consenso, y 
consiguientemente, medir la consistencia de las actuales tendencias de 
la legislación . 
En ese entendido, se procurará sistematizar las apreciaciones nega-
tivas que mantienen relevancia, para luego encarar las réplicas y alega-
ciones sobre las ventajas que en las actuales circunstancias conserva o 
ha adquirido el contrato de aprendizaje. 
138. Las apreciaciones negativas están referidas a tres grandes epí-
grafes, a saber: resultados mediocres, aun en p<¡íses que han introducido 
importantes cambios con la intención de superar las críticas al aprendi-
zaje tradicional; inadecuación de esta modalidad a las necesidades de 
las empresas; insuficiencia del aprendizaje como instrumento para al -
canzar una calificación . 
Hace casi veinte años, A. Wilches partía de la enumeración de una serie de factores económicos y 
sociales que justificaban el aprend izaje, que en Jo sustancial mantienen vigencia, y ante datos estadísti-
cos insatisfactorios, planteaba la necesidad de abocarse a la realización de estudios y a la introducción 
de cambios capaces de superar la situación por la que esta modalidad de formación atravesaba ("¿Está 
en crisis el aprendizaje?", in Boletín Cinterfár, No. 54, nov-dic. 1977, p. 37 y ss.). 
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En cuanto a los resultados , se pone de manifiesto que los abusos y 
desviaciones no han desaparecido y que, en la práctica, ni las empresas 
que estarían habilitadas para proporcionar una formación adecuada se 
interesan, 11 9 ni los jóvenes se sienten atraídos por esta modalidad,120 aun 
en países con fuerte tradición de aprendizaje y en los que la legislación 
ha introducido toda clase de estímulos. 121 
En este mismo orden de planteamientos, y en relación con la expec-
tativa de mejorar la inserción de los jóvenes en el mercado de trabajo, se 
ha señalado que en dichos países , lo más que puede decirse es que «los 
datos estadísticos obtenidos no son tan favorables como podría esperar-
se» , 122 y la situación a ese respecto parece incambiada en los ú !timos 
años. 123 
La autora del Doc . CEDEFOP, 1995, cit. , Martina Ni Cheallaigh, que no oculta su convicción respecto de 
las virtudes del aprendizaje, reconoce que «elllre las empresas grandes, el lema de la oferta de aprendizaJes 
resulta siempre prohlemáticm>, por lo que en la mayoría de los países éste se concentra exclusivamente en 
las PYME, con el grave riesgo que ello entraña para la homogeneidad y calidad de la formación dispen-
sada (p.54) . Todo hace pensar que este juicio que se refi ere a la experiencia de los paises de la Un ión 
Europea es válido a esca la mundial. A todo lo cual , habría que sumar ot ros factores negativos ya 
referidos por Wilches en e l articu lo citado precedentemente, que no se pueden superar solamente con 
cambios de la legislación, como la falta de instructores competentes, o la carencia de análisis ocupacio-
nales adaptados a las necesidades rea les. 
120 En el infonne citado en la nota precedente, se reconoce que: «En la mayor parle de los países de la Un ión 
Europea> se ha producido en general durante la última década una disminución en las ciji-as de entrada anuales de 
aprendices a la formación» (p . 40). Tal afinnación está confirmada y complementada por la evolución de 
las cifras de aprendices, desde 1980 hasta 1983 (cuadro 8, p. 41), que debe ser además analizada toman-
do en consideración las tasas de abandono o no obtenci ón del cert ificado, que son sugestivamente alt as 
en varios paises : 40% en Holanda, 37% en Luxemburgo, 30% en Dinamarca y Grecia (cuadro 9, p . 42). 
Es interesante advertir que, conforme al cuadro 1 O del mi smo documento (p . 43), entre los jóvenes que 
en la Uni ón Europea están siguiendo alguna modalidad de formación , el porcentaje de los que realizan 
aprendi zaje es bajo, sa lvo en Alemania, Dinamarca y Luxemburgo. Tales datos resultan básicamente 
confirmados por la encuenta que ana liza C. Pellegrini , aunque en ésta , e l porcentaje que se registra en 
Francia (22. 7) supera al de Dinamarca (16. 7) («Statiscal Analysis>>, in VV. AA., Contractual Policies conceming 
crmlinued vocationaltraining in the h'uropean Communily Memher Sta/es, FORCE, Peeters, Lovaina, 1994, p. 
389). Algunos comentaristas, como los que cita Maryse Peschel en Formación Profesional (V. supra, nota 
126), no dudan en considerar que «la(alta de interés de los propios jóvene.m es el principal factor de preocu-
pación . Por otra parte, es bajo el porcentaje de aprendices que aprovechan las nuevas oportunidades de 
proseguir una carrera que les brinda la ape rtura del aprendizaje hac ia e l mundo académico (Doc . 
lll 
ll3 
CEDEFOP, cit ., p.37). 
Otro motivo de crítica son los prop ios estímulos , en particular los consistentes en rebajas o exonera-
ción de contribucione s a la Seguridad Social, que implican un desconocimiento de sus principio s y 
afectan su ya dificil s itu ación financiera , sin alcanzar resu ltados apreciables . 
Op. de la autora del Doc . CEDEFOP, 1995 (p. 43), que admite abiertament e a la vista de los datos 
disponibles, que «aunque uno de los argument os en favor del aprendizaje y de su actua l resurgimiento 
es que facilita e l acceso al empl eo, resulta muy dificil encontrar in formac iones sobre el éxito que en-
cuentran los aprendices en e l mercado labora l>>. 
En un informe publicado en el Bulletin CEREQ (No. 67, 15.03. 1981 ), relacionado con una encuesta fran-
cesa de esa época, se establece: «Los aprendices parecen estar en una situación respecto del empleo más}Ovora-
ble, que se traduce en una tasa de desocupación al mes de marzo siguiente alfin del aprendizaje más dehil que la 
que puede ser estimada a la misma.fi.x.:ha para los liceos de enseñanza prqjitsional. Sin embargo, este riesgo de 
de.mcupacirJn menos importante para los aprendices está ligado al hecho de que una parte de ellos son contratados 
por su patrón de aprendizqje, una ve: que su contrato ha terminado. J::n cambio, los que no se han incorporado a 
la empresa que les proporcioná el aprendizaje, padecen una lasa de desocupacián más elevada que los alumnos de 
los LEP)). Por a1iadidura, en e l informe se aclara que no se puede estar muy seguro de las conclusiones 
a causa de qu e las poblac iones no son comparables . 
99 
Héctor-Hugo Barbagelata 
139. La alegación de la inadecuación del aprendizaje a las neces i-
dades de las empresas, se abre en torno de dos grandes categorías de 
argumentos . 
Por un lado, se mantiene o aumenta la convicción de que esta mo-
dalidad de formación corresponde al pasado. En particular, se dud a 
que la calificación artesanal a que el aprendizaje conduce en la mayoría 
de los casos, pueda tener futuro en momentos en que los cambios y flujos 
de la vida laboral lo que requieren no son expertos muy especializados 
sino «generalistas flexibles , capaces de cubrir una diversidad de puestos y 
necesidades», con amplias posibilidades de reciclaj e o readaptación.124 
Por otro, se discute la viabilidad del aprendizaje desde la perspecti-
va empresarial y se explica la reticencia a contratar aprendices, fund án-
dose en que, por más alicientes que se les ofrezcan , no resulta rentable 
para las empresas efectuar inversiones netas en competencia s profes io-
nales capitalizables. Ello sería así, no tanto por el argumento qu e se 
suele manejar de que el empleador se perjudicaría al tener que cargar 
con el costo de la formación y además quedar obligado a aumentar la 
remuneración al aprendiz calificado, 125 cuanto por el peso muerto de las 
deserciones y la imposibilidad de asegurarse el ulterior concurso de quien 
culminó su aprendizaje en la empresa, por un lapso suficiente para re-
cuperar la inversión, en virtud del principio de libertad de trabajo y 
protección especial del aprendiz que impera en la mayoría de los paí-
ses. '26 
140. Hay otra serie de argumentaciones que no se limitan a inven-
tariar carencias o fallas del sistema por defectos de su regul ación o de 
las prácticas, sino que las consideran inevitables, por la esencial inepti-
tud del contrato de aprendizaje como vía para una sati sfactori a form a-
ción profesional. 
Ellas han sido expuestas hace algún tiempo y pretenden estar res-
paldadas por una investigación, aunque reclaman validez universal , en 
cuanto cuestionan la filosofía y los métodos de esta modalidad de for-
mación . 127 
'" Op . expresada por Beverl y Ge ber en nola publi cada por / 'he J:'conomist en 1994, lranscri pl a en «U na 
propuesla polémica ... », Boletin Cinterfiu; No. 134, enero-marzo, 1996, p .6 1 
"' Becker, cilado en el Doc. CEDEFOP, p. 54. 
'" Según se vio en el párrafo No. 90, las legislaciones de al gun os paises, como Cóie d ' lvoire, Gabón y 
Namibia, admiten restri cciones a la libertad del aprendi z, y en algún caso como en Vi etn am, va lid an 
los pact os que impongan la permanen cia en la empresa por ci erto tiempo. Sin embago , esto debe ser 
considerado la excepción e inclu so algun as ley es, como la de Alemania, según destaca Daublcr, dan 
«especial protección al derecho del aprendi= a elegir libremente el ¡mesto de trahajo d espués de haher aprobado el 
examen: el art. 5 , p árraJó / , de la BB1G declara nula tnda prohibición de competencia y sólo admite la creación de 
una relación /ahora/tal como se .fUá en el contrato dentro de los tres últimos nwses de /a.fiJ rmacián prq/Csiona/)) 
(Derecho del Trahajo, cil ., p . 945). 
127 C. Ferry- F. Mons Bourdarias, «L'apprenti ssage sous contrat .. »
1 
in C.O.R.D.E.S., Rapport d'activité ( 1979-
1980), La Documental ion Fran,·aise, p. 98 y ss. 
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Esta conceptuación negativa pretende hallar una nueva y diferente 
definición del contrato de aprendizaje, que en función de la investiga-
ción que sus sostenedores realizaron , estaría en mayor acuerdo con su 
verdadera realidad. En efecto, bajo este enfoque revisionista, se lo pre-
senta: «como el agregado de una multiplicidad de prácticas cuyo único 
denominador común es la formación en los constreñimientos materiales 
y sociales de la vida profesiona1».128 
A partir de allí , se asevera que: 
la «pedagogía de la alternancia», consagra en los hechos el re-
chazo de la formación teórica y la preeminencia de una práctica subor-
dinada a las necesidades inmediatas del trabajo productivo; 
el equilibrio entre el trabajo productivo y la formación , o sea, 
entre imperativos económicos y pedagógicos, no se realiza sino en un 
número limitado de casos, pues rige, incluso en el ámbito de los centros 
de formación de aprendices, la subordinación a las exigencias de la pro-
ducción; el resultado inevitable sería una formación mediocre , que no 
permite alcanzar la categoría de trabajador calificado ; 
a través de la diversidad de situaciones regidas por el contrato 
de aprendizaje, lo que realmente se busca es inculcar una determinada 
concepción moral e ideológica, que vuelva al aprendiz utilizable por las 
empresas. 
Por todo lo cual se concluye que «el aprendizaje bajo contrato se 
s itúa como una pasarela entre el fracaso escolar y la explotación en el 
mercado de trabajo . Es una transición entre el ' desorden' de la escuela y 
el orden del taller, convirtiendo a los jóvenes que se pretende formar, en 
un vivero de mano de obra adiestrada en la disciplina del trabajo» . 129 
141. Los argumentos favorables al contrato de aprendizaje son tam-
bi én múltiples y variados. 
En primer lugar, se sostiene que la mayor parte de los juicios nega-
tivos están referidos al aprendizaje tradicional y no toman en cuenta la 
evolución de las normas y de las prácticas que aquellas han generado. 
O sea, que desde este punto de vista la mayor parte de las críticas 
mantendrían validez sólo respecto del aprendizaje que funciona en paí-
ses en que su regulación y la aplicación que recibe, no han evolucionado 
suficientemente. 130 Afirmación que sería válida incluso respecto de dis-
positivos legales y reglamentarios recientes , pero que siguen antiguos 
esquemas, están desprovi stos de flexibilidad, no prestan suficiente aten-
12 ~ Op. cit. , p. 98. 
JN Op. cit ., p. 99. 
En un Se min a ri o ce le brad o e n Marse ll a en abril de 1994 , habria habido acuerdo ent re los participant es 
e~1 c ua ~ to a c01~ s ide r a r que existen mayores pos ibil idades que el aprendi zaje en vez de ser un call ejón 
s1n sa lida, func1 onc como una autopista hacia el futuro. (J.M.Adam s, "Callejones sin salida o autopista 
hacia el futuro", in Revista h'u ropea de Fornwciún l 1rt?f!!sional, No. 2/ 1994, p. 81 ). 
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c1on a las garantías de la eficiencia de la formación y a los necesarios 
controles , o decididamente no se aplican. 
142. Respecto de la aparente desafección de empresarios y trabaja-
dores, se invoca el prestigio y el dinamismo que mantiene el aprendizaje 
en algunos países, como Alemania, Austria, Dinamarca o Luxemburgo, 
donde precisamente esta modalidad ha evolucionado y está dotada de 
flexibilidad y capacidad de adaptación a nuevas situaciones. 131 
Los datos estadísticos sobre la relativa estabilidad de los efectivos y 
la significación del aprendizaje entre las distintas modalidades de for-
mación en esos países , parecerían estar corroborando este aserto. 132 
Por otra parte, el continuado descenso de las oportunidades de tra-
bajo, que por diversas razones afecta con mayor o menor intensidad a 
todos los países del mundo, puede alegarse como justificación válida de 
la ambigüedad de los datos en cuanto a la efectividad del aprendizaje 
como vía de acceso a un empleo permanente . 
143 . En cuanto a la mentada inadecuación del aprendizaje artesa-
nal a las condiciones modernas de producción, se pone énfasis en que se 
estarían logrando progresos en varios países para superar la especial i-
zación estrecha del aprendizaje tradicional. 
Ello estaría aconteciendo a través de la modularización de los cur-
sos, combinada con la acreditación de la enseñanza anterior, que abren 
la vía hacia nuevos tipos de calificación y nuevas áreas de actividad ; 133 
la racionalización y reducción del número de profesiones de aprendiza-
je, con la simultánea integración de grupos profesionales más amplios 
que dejan la especialización para una etapa ulterior, 134 y la creciente acep-
tación de la idea de que el aprendizaje sólo es la primera etapa de una 
formación permanente durante toda la vida.135 
144. En apoyo del aprendizaje, se aportan otra serie de argumentos 
que no pretenden ser solamente defensivos , sino que apuntan a señalar 
las virtudes del sistema y, de paso, podrían verse como una réplica a las 
objeciones pedagógicas y filosóficas a que se ha hecho referencia en pá-
rrafos precedentes . 
Estos argumentos tienen en común la aceptación de los efectos 
formativos ínsitos en los nuevos modelos de organización del trabajo 
'" Para Alemania, Dinamarca y Luxemburgo, Y. cuadro 8 y 10 del Doc. CEDEFOP, p. 41 y 43 . Respecto de 
Austria, el Doc. CEDEFOP cita a p. 3 7 el juicio favorable de una publicación de la OCDE, l'olicies JiJr 
Apprenticeship, París, 1979, p. 75 
"' Op. de Martina Ní Cheallaigh, en el Doc. CEDEFOP, 1995, p. 26 y 53. 
134 Ibídem, pp . 39 y 45-46 . En la p. 53, se citan los casos de «Alemania y Dinamarca, donde existen apren-
dizajes en una amplia gama de profesiones pertenecientes a todos los sectores económicos, sin que esta 
vía esté mal considerad a>>. 
m lbidem, p. 53. 
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que estarían sustituyendo al taylorista-fordista, JJ6 o sea, aquellos mode-
los en que la empresa funciona como organismo de formación (Learning 
Organization). 137 
En la misma dirección los partidarios del aprendizaje , convocan 
inmediatamente a privilegiar el contrato correspondiente , como una 
modalidad de formación de los recursos humanos acorde con los reque-
rimientos del nuevo contexto económico internacional. Asimismo, sos-
tienen su adecuación a algunos planteamientos conceptuales, como la 
aceptación de que «el aprender -y sobre todo , el aprender rápidamente 
y en grupo, en todos los niveles ocupacionales de la empresa- se ha 
convertido en una imperiosa necesidad», y que «por ello, la capacita-
ción habrá de ser cada vez más dependiente de, integrada en y entre-
mezclada con el mundo productivo y la vida real de las empresas». 137" 
En efecto, aunque se entienda que el aprendizaje no es la única 
modalidad que da una respuesta satisfactoria y se encuadra en esa nue-
va conceptuación de la formación profesional, es indudable que respon-
de puntualmente a ella, al reconocer «a la unidad productiva como la 
unidad básica a la que se destina la atención» y al «movilizar los diver-
sos recursos capacitadores a partir de las demandas formuladas por las 
empresas y no por la oferta capacitadora existente».137b 
En otros planteamientos concordantes se suele recordar que sigue 
manteniéndose o aun acrecentándose la proverbial superioridad de la 
infraestructura tecnológica de la empresa, que se pone a disposición de 
los aprendices, sobre la de las escuelas o centros , cuyos equipamientos 
no pueden renovarse a la velocidad a que , en cambio, están obligados a 
hacerlo los emprendimientos productivos .137c 
145 . Se sostiene, además, que desde el punto de vista pedagógico, 
la formación que proporciona el contrato de aprendizaje es de un valor 
"
6 A. Martín Artiles, «Cuadro comparativo: ' fordi smo ' y ' toyoti smo'», in Revista /lelasu~ No. 6, Montevi-
deo, 1995 , p. 236 . 
131 Concepto cit. en el anexo 3 del doc. : Mise Ojour des Normes sur la mixe en valeur des ressources humaines ... , 
BIT, 1995, como uno de los elementos que deberían ser agregados o aparecer más claramente en la 
Recomendación que revisaría la 150/1975. En el mismo sentido, M. Ni Cheall aigh afirma que se ha 
vuelto a descubrir la importancia de un puesto de trabajo para aprender, «Con el nuevo término organiza-
ción ca/ijicante>>, (op. cit., p. 56). 
137
' Horizontes de la Formación- Una carta de navegación para los países de América Latina y el Caribe, Documento 
de referencia presentado por Cinterfor/OIT a la XXX II Reunión de la Comisión Técnica Ocho Ríos 
Jamaica, 1995, p. 27. ' ' 
"'' Op. cit., loe. cit.- Si bien en esta parte del documento del Ci nt erfor no se hace referencia concreta al 
aprend izaje como modalidad idónea para responder a estas nu evas exigencias, cuando se ana li zan 
ciertas innovaciones en algunas IFP de la región se destaca la importancia que reviste «utilizar wdo el 
potencial de contratos que permite la legislación de contratos de aprendizt?fe, en los niveles de trabajadorcal(ficado, 
técnico pn?fC.\·ional y tecnólogm> . Se señala, asimismo: «la promoción del contrato de aprendizaje entre los 
empleadores», como un elemento fundamental dentro de las nuevas estrategias de dichas instituciones 
(Op. cit. , p.46) 
m e Afirmación que mantendría su validez, aún cuando los centros de formaci ón utilicen tall eres «virtua-
les», en reemplazo de los talleres reales . 
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más alto que la que resulta de otras modalidades y que sus virtudes 
tienen fundamentación psicológica y se proyectan socialmente más allá 
de lo puramente laboral. 
En cuanto a lo pedagógico, se hace referencia a varias cuestiones y 
desde luego, a la extrema importancia de aprender en el proceso de 
trabajo y a la significación del conocimiento por experiencia. 13 8 
También se señala que el aprendizaje es un método válido de for-
mación para aquellas personas que tienen dificultad para aprender den-
tro del sistema escolar, pero pueden poseer aptitudes para aprender en 
una situación de trabajo. 139 
Se destacan , además, las nuevas posibilidades de aprender y de hacer 
una real carrera de calificaciones y de promociones en el trabajo , que 
derivarían de la apertura de 1 aprendizaje hacia las calificaciones de 1 
mundo académico. 14 0 
146. Otras ventajas pedagógicas que se atribuyen al aprendizaje por 
experiencia, se combinan con fundamentaciones psicológicas. 14 1 
En efecto, se invoca el hecho de que en el ámbito de las nuevas 
tecnologías, como la microelectrónica, donde el trabajo y la experimen-
tación se mezclan, es necesario desarrollar la capacidad para una reso-
lución independiente de problemas y para la improvisación, lo cual se-
ría más factible de adquirir en el propio proceso de trabajo .142 
Argumento, este último, que puede utilizarse no sólo para levantar 
la clásica objeción de la inadecuación de esta modalidad de formación a 
las condiciones de producción en el mundo moderno , sino además , para 
presentar al contrato de aprendizaje como la mejor vía para capacitar a 
los trabajadores que hoy se necesitan . 
Se alude también a las ventajas que para la formación de los ado-
lescentes representaría la interacción y comunicación en el puesto de 
trabajo , dentro de un grupo monitor de adultos .143 
'" Op. de W. Streeck, >> lnstitutiona l mechanisms ... », in Dettle y Weil , op. cit ., p. 42, apud M. Ni Cheallaigh , 
(op . cit., p.57) . 
lbidem, p. 59 . La aut ora concluye sosten iendo que: ((/;"/ ambiente de trahcyo y el e.\"laluto de asalariado 
pueden cmtstituirpara estas personas una motivacián mejor para aprender que la del entorno escolm: donde nunca 
han conocido el éxito ni han experimentado realizaciones posiliva.m. Tal idea parece estar detrás del inc . h) del 
art. 3 del Programa Leonardo de la Unión Emopea , cuando enfati za sobre la necesidad de «/ámentar 
acciones concretas de 1·1) enfOvor de losjóvenes de.~fOvorecidos ... y. en particu/m; de /osjóvenes que ah~ndonan el 
sistema escolar sinzmafo rmaciún adecuada>). 
V supra, párrafo 11 3. 
Punto de vista de Kolb, cit. por M. Ni Cheallai gh, en la pág. 57 de la op . ci t., quien en una obra de 1984, 
divide «el aprendi:aje en cuatro etapas: r::tapa 1: 'hXperiencia concreta ' al estar haciendo algo (período de traba-
jo): /;'tapa 2: 'ohservacián reflexiva' (períodoe.\·co/a¡~; /~tapa 3: 'Concepttwlizaciún abstracta· (ponerlo en relacián 
con/a propia experiencia, lo que puede eféctuarse dentro o.fúera de la empresa): /:.'tapa -1: 'experimentacián activa' 
(propia de las.fGses.finales del aprendizaje, cuando el aprendiz es capa:: de e.fCctuar un trahajo más independiente-
mem e)». 
M . Ni Cheallaigh, citando a Streeck , loe . cit . 
Op . de Vygotsky, citado por C hea llaigh (op . cit. , p . 57), quien cons ideraría como particularment e favo-
rable para la fonnación del joven, la ':ona de desarrollo proximal' que se generaría en el puesto de trabajo. 
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147. Las múltiples consecuencias beneficiosas desde el punto de 
vista social que se atribuyen al contrato de aprendizaje, tienen que ver 
con la mejor preparación para la vida, resultante de la circunstancia que 
acaba de referirse; esto es, la colocación del adolescente en condiciones 
de interactuar y cooperar con adultos competentes, en dos contextos 
extrafamiliares: la empresa y la escuela o centro de formación. 144 
Por añadidura, lo que para los críticos del aprendizaje era un factor 
negativo: el adiestramiento para soportar los constreñimientos de la vida 
en el trabajo , es entendido como un proceso de «socialización profesio-
nal» y consecuentemente calificado como francamente positivo y útil , 
por quienes consideran la formación a través del contrato de aprendiza-
je como insustituible. 145 
148. A modo de complemento de los argumentos favorables al 
aprendizaje , se pueden mencionar otros dos: 
Por un lado, una alegación relacionada con la cuestión de los costos 
de la formación , bajo el supuesto de que la que se cumple en gran parte 
en la empresa resultaría menos gravosa que la que proporcionan las es-
cuelas profesionales de tiempo completo. A esta condición se le asigna 
muy grande importancia en los actuales momentos, no sólo en países en 
vías de desarrollo con penurias crónicas de recursos, sino también en 
algunos países desarrollados , 146 y en general , en todos aquellos en que, 
bajo la inspiración de doctrinas economicistas , se busca a toda costa la 
reducción de los gastos del Estado. 
Por otro , la circunstancia de que en muchos países cuenta con la 
adhesión de los interlocutores sociales , que estarían de acuerdo en ad-
mitir la «particular adecuación de esta modalidad de formación a las 
necesidades de las empresas» . 147 
149. El intenso debate entre contrarios y partidarios de la modali-
dad de formación que representa el contrato de aprendizaje, permanece 
al presente, desde un punto de vista teórico , sin una definición clara. 
En cambio, conforme a los datos que proporciona el proceso de la 
legislación en todas partes del mundo, el asunto parece definitivamente 
fallado a favor del aprendizaje. 
Pero, sobre esta cuestión , resulta oportuno retornar en el capítulo 
de conclusiones. 
Op. de S. Hamilton , en op. cit. , apud M. Ní Cheallaigh , loe. cit . En el mi smo sentido , en el Dictamen comlln 
sobre diploma s y certificados de FP de 13. 10.92 (Dictámenes comunes CES-UNI CE-C EEP), transe . en la Rev. 
de Trab . a1lo 1, nlnn.l , nota 2 a p. 187 , es visibl e la import ancia qu e se le da a la experiencia laboral para 
configurar la <<calificació n>>; concepto que se desarrolla en el anexo 1.3. (op. cit. , p.191-192), al destacar, entre 
las capacidades fundamentales que deben adquirirse: «la capacidad para delectar prohlemas e idear posihles solu-
ciones .. . de trahqjar en ;;rupo. de relacionarse con o/ ras personas y de co/ahorar con ellas ... de aprender por s í mismo .. .)> 
'" M. Ni Chea llai gh, o p. cit ., p. 56 . 
Ibídem, p. 53, donde se hace constar que el menor costo del aprendi zaj e habría moti vado su rel anzamiento en 
Finla ndia en 1993. 
Ta l como se sostiene, en e l caso de Franci a, en la Circular lntermini sterial del 22.03 . 1993 sobre modalidades de 
aplicación de la ley 92-675 y el D. 93-316 que la reglamentó. 
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Conclusiones 
§1. Conclusiones generales 
l . Una investigación como la realizada conduce, como primera con-
clusión de carácter general, a poner en evidencia la importancia que ha 
asumido en estos últimos afíos la legislación sobre FP. 
Esa importancia queda de manifiesto , desde luego, en la profusión 
de leyes y decretos reglamentarios sobre la materia, los cuales se han 
dictado en un número tan amplio y variado de países que puede califi-
carse este proceso legislativo como planetario . 
2. Por otra parte, es claro que el impulso para el desarrollo de ese 
cúmulo normativo responde a preocupaciones compartidas universal-
mente , que pueden ofrecer importantes variantes motivadas por el dife-
rente grado de desarrollo económico y humano, pero que, en lo sustan-
cial , son comunes. 
Entre ellas, se destacan, por un lado, la convicción de que no hay 
futuro para los individuos, ni tampoco para las naciones , si no se alcan-
zan niveles siempre más elevados de educación y de formación; y por 
otro, la confianza en que el desarrollo de la formación pueda ayudar a 
controlar el problema de la desocupación generalizada, y a mejorar, a 
ese respecto , la situación de algunos grupos particularmente 
desfavorecidos . 
3. El propósito de este estudio, según quedó establecido desde la 
introducción, no ha sido la realización de un examen en profundidad de 
los condicionamientos jurídicos de la FP, s ino que meramente se han 
tratado de presentar los resultados de una investigación de derecho com-
parado , limitada a estos últimos afíos y fundamentalmente al último 
lustro. 
Bajo ese supuesto, después de las consideraciones introductorias , 
se intentó realizar una síntesis de todo ese vasto universo normativo , lo 
que se materializó en la postulación de cuatro tendencias dominantes, 
dentro del entramado de las diversas legislaciones, a saber: énfasis en 
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las considerac iones económicas y en el empl eo; ex te nsión del reconoci-
miento del derecho individua l a la formación; incremento del proceso 
de descentra lización en diversos pl anos, e importanci a de la formaci ón 
práctica y desarrollo de nuevas fi guras o tipos de contratos y re laciones 
de formación en la empresa, junto a la re va lori zac ión de l contrato de 
aprendizaje. 
Las líneas que esas tendencias dibujan no son trazos finos , s ino grue-
sos ; o más bien , cada una de ellas constituye un haz, en el que confluye n 
una muy grande se ri e de factores , que interactúan entre sí y con las de-
más tendencias , así como con la soc iedad en que están inmersas. 
4 . Como consecuencia de ello , al hacer la recapitulación de lo ex-
pu es to a ese propósito , es conveniente no mirar más cada una de las 
tendencias detectadas en forma independiente y como s i poseyeran una 
estructura unitaria , sino que es necesar io combinarlas a rmóni camen te 
con las restantes y atender a la variedad de sus componentes . 
O sea que , por ejemplo, a l comprobar la reformulac ión de los obje-
tivos de la formación , con la preeminencia de las consideraciones econó-
micas y la inserción en el empleo, no puede dej ar de ten e rse prese nte 
otra serie de factores. Desde luego, no pueden ignorarse las ansiedades 
y urgencias vinculadas a la fuerte penuria de empleo e n que es ta te n-
dencia se manifiesta ; pero no es posible tampoco dejar de considerar 
que la misma se proyecta en un contexto en e l que, s imultáneamente, se 
está extendiendo el derecho a la formación, se ha incrementado e l proce-
so de descentralización y ha tomado una espec ia l re levancia la forma-
ción práctica centrada en la empresa. 
5. Asimismo, no debe omitirse, al evaluarse la situación creada, la 
consideración de que la preeminenci a de las motivac ion es de índ o le 
económica y la preocupación por la inserción en e l empl eo, no han he-
cho desaparecer el interés por los demás objetivos. 
En part icular, debe tomarse en cuenta que no se ha borrado la acep-
tac ión de la form ación como parte del s istema educativo, ni ha desapa-
recido la aspiración a mejorar las condiciones de vida y trabajo, a nivel 
individual y general. Antes bien , en muchos países, se continúa traba-
jando en torno de la conexión entre ambos sistemas y fomentando la 
circulación entre ellos, y a dicho asunto se le atribuye especia l prioridad, 
así como en términos más generales, a la relación esc uel a-trabajo. 1 
Más aun , a l integrarse esa tendencia con las demás y con la afirma-
ción de l derecho a la formación, es forzoso concluir que la ate nci ón pre-
ferente a ciertos objetivos , no só lo no provoca el vaciamiento de los otros, 
V. Tokman , «Visión desde la O IT del trabajo de los jóvenes en la región>>, in /Joletin Técnico /nteramen cano 
de Formaciónl'rofesional (/Joletin Cinterfiu), No. 128, 1994 , p . 37 y ss. 
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sino que en la medida que sea bien entendida y puesta en aplicación , los 
reafirma. 
6. En efecto, si la formación se canaliza hacia el empleo, el derecho 
a la formación se unifica y fortalece recíprocamente con el derecho al 
trabajo , que la formación para el empleo tiende a hacer aterrizar de una 
pura aspiración a una expectativa cierta. 
Por otra parte, si el derecho a la formación se consolida en una efec-
tiva ocupación, además de haber contribuido a la superación de una de 
las situaciones más angustiosas para los individuos, representa el inicio 
de una etapa más auspiciosa en lo personal, con las mejores perspecti-
vas de progreso y carrera profesional, generadas por esa nueva dimen-
sión, que es la formación continua. 
7. A mayor abundamiento, puede decirse que en las presentes cir-
cunstancias , cuando ya no se concibe una formación cristalizada en el 
tiempo , sino una formación continua, el renovado relacionamiento de 
sus modalidades con la empresa tiene otras consecuencias positivas para 
la efectividad del derecho a la formación . 
Ello es así por cuanto los titulares de ese derecho, además de seguir 
en posesión de la legítima expectativa de que Estado, u otros entes pú-
blicos , les proporcionen los medios para la satisfacción de ese derecho , 
agregan, bajo esta nueva óptica, la posibilidad de reclamar individual o 
colectivamente a sus respectivos empleadores el cumplimiento de la 
obligación concreta de proporcionar formación u otorgar las facilidades 
para obtenerla por otras vías. 
8. En un orden de cosas diferente, si son patentes las relaciones y 
la reciprocidad de perspectivas entre el énfasis en las consideraciones 
económicas y en el empleo con el incremento del proceso de descentra-
lización , tampoco cuesta mucho relacionar las condiciones para la efec-
tividad del derecho a la formación , con ciertas expresiones del proceso 
de descentralización. 
Ello tiene que verse de ese modo, toda vez que la descentralización 
se a realmente encarada como un instrumento para alcanzar un mayor 
acercamiento con los titulares del derecho subjetivo correspondiente, 
aumentando las posibilidades no sólo de su ejercicio efectivo, sino tam-
bién de su eficiencia. 
9. Otro tanto puede decirse - como ya se adelantó en la parte res-
pectiva- de las interrelaciones de la tendencia caracterizada por la im-
portancia de la formación práctica, respecto de la reformulación de los 
objetivos perseguidos por la formación y con el proceso de descentrali-
zación territorial , de servicios , etc. 
Como el examen de esa cuestión se desarrolló en forma intensiva a 
propósito del contrato de aprendizaje y quedaron de manifiesto 
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cuestionamientos sobre esa modalidad , se le dará un espacio preferente 
en estas conclusiones. 
Antes de pasar a ese punto, y en cierta forma como introducción a 
él , puesto que el aprendizaje fue el objetivo prioritario de su creación , 
importa destacar en esta sección sobre las tendencias de carácter gene-
ral y sus interrelaciones, los efectos de la combinación de las mismas , 
sobre las IFP. 
En efecto , según hubo oportunidad de destacarlo , las anotadas ten-
dencias parecen estar operando en el plano de la organización de los 
sistemas nacionales de FP de forma que dichas instituciones tienden a 
perder el protagonismo que tuvieron , especialmente en algunas reg io-
nes como América Latina, e incluso corren el riesgo de desaparecer ante 
el vaciamiento de recursos y contenidos . 
§2. Conclusiones en relación con la situación actual 
del contrato de aprendizaje y sus perspectivas 
1 O. Si, con el propósito de establecer algunas conclusiones sobre la 
situación actual y las perspectivas de la formación práctica, que tiene su 
máxima expresión en el aprendizaje, se examinan las normas que se han 
adoptado o revalidado recientemente en los distintos países , se advierte 
de inmediato que no puede hacerse en abstracto la confrontación de las 
calificaciones negativas con los argumentos de sus defensores. 
Vale decir que tal confrontación sólo será válida y consiguientemente 
útil, si se la formula por referencia a las situaciones que concretamente 
se dan en el marco de los respectivos sistemas nacionales y sus prácticas. 
11 . En ese entendido, corresponde establecer que: 
a) La mayor parte de las críticas resultan seguramente válidas res-
pecto del aprendizaje que se cumple en el marco de legislaciones que se 
1 imitan a autorizar esta figura contractual , sin instrumentar mecan is-
mos para la efectividad de la formación y que, en el mejor de los casos, 
únicamente consagran un mínimo de dispositivos para prevenir los más 
graves abusos ; 
b) Estarán en la misma situación los sistemas que aun contando 
con una regulación satisfactoria del contrato de aprendizaje, no han pre-
visto, o no ponen en aplicación , los mecanismos de control indispensa-
bles para garantizar que no se violen las normas laborales , ni se frustren 
las expectativas de formación de los aprendices. 
e) En todo caso, o sea, aun contándose con una legislación sati s-
factoria del contrato de aprendizaje, no parece razonable que se conci-
ban excesivas esperanzas sobre su efectividad para satisfacer las 
acuciantes expectativas de los jóvenes en cuanto a su inserción en e l 
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mundo del trabajo, por diversas razones, bastante obvias por otra parte, 
y fundamentalmente tomando en consideración que : 
el reconocimiento de que las innegables ventajas que puede de-
parar, a los individuos y a las colectividades el desarrollo de la FP, en sus 
diversas mod alidades y consiguientemente también el aprendizaje , in-
clusive «como instrumento importante para ref orzar el empleo y para facilitar 
a los desempleados el acceso a puestos de trabajo»,2 no deben hacer olvidar 
las limitaciones propias de la formación para generar empleos ;3 
por adecuada que sea la preceptiva legislativa, en muchos paí-
ses se tropieza con enormes dificultades para implementarla adecuada-
mente, por falta de recursos humanos o materiales ; 
es un hecho cultural que no debe dejar de tenerse presente, que 
el aprendizaje, aun en los países en que ha alcanzado el mayor desarro-
llo y aceptación, como Alemania, es visto por los jóvenes y sus respecti-
vas familias como una alternativa residual y, desde luego, menos presti-
giosa y deseable que las formaciones académicas .4 
12. Al margen de las apuntadas reservas , resulta posible afirmar 
categóricamente que las perspectivas de que el aprendizaje aporte en 
razonable medida los beneficios esperables, dependen en elevada pro-
porción de que esté regulado de modo satisfactorio. 
A los fines de caracterizar qué debe entenderse por una legislación 
satisfactori a sobre el contrato de aprendizaje, puede ser de muy grande 
utilidad el aporte del derecho comparado . 
La consideración de tal aporte no implica, desde luego, la preten-
sión de transferencia o copia de sistemas legales ajenos a la realidad y a 
la técnica legislativa propias de cada comunidad nacional. Se trata, más 
bien, del señalamiento de los puntos que en la experiencia de Jos distin-
tos países han aparecido como cruciales, así como de las innovaciones y 
los perfeccionamientos a los que trabajosamente se ha ido llegando para 
tratar de superar las disfunciones de los sistemas en vigor. 
12bis. En atención a lo que acaba de expresarse, resulta pues acon-
sejable repasar la normativa adoptada en estos últimos años , con vistas 
a detectar las tendencias y Jos datos fundamentales , que irían configu-
Como dice textualmente el punto 1-d) de la Res. del Cons. de la Unión Europea de 11 .06. 1993, re lativa a 
la FP para los años 90 (93/C 186/02) 
P.D. Weinberg, «Contribuciones de la FP a la generación de empleo», in Boletín Cinterfó~ No. 90, Monte-
video, 1985, p. 3-25 . 
J . Münch titul a «La di sc riminaci ón de la FP un probl ema planeta rio», un a secci ón de su estudi o so bre 
Educación, .fármación y empleo en Alemania, Japón y Estados Unidos, (op. cit ., p. 150, publicado originalmen-
te en 1992 . Alli comi enza seña lando que aún en la República Popular de China se manifiesta «el escaso 
reconocimiento social de la FP, en comparación con la educación general, con las conocidas repercusiones sobre 
padres y niños al elegir los diferentes esJud io.\' >J. A continuación, establece que «según los resultados de las 
encuestas. en Alemania, por ejemplo, más del 50% de los padres desean para sus hijos el bachillerato y por tanto fa 
posibilidad de acceso a la enseñanza superion> (p. 150- 151 ). 
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rando una regulación satisfactoria del contrato de aprendizaje , varios 
de los cuales son comunes con las demás modalidades de formación . 
Una reflexión sobre el cúmulo de esas tendencias y datos permitiría 
destacar una línea de principios o bases sobre los que debería asentarse 
todo el sistema, entre los que corresponde destacar: 
a) En lo orgánico: la institucionalización de la participación de los 
interlocutores sociales en la instrumentación, el funcionamiento y el con-
trol del aprendizaje ,5 dentro de un esquema profundamente descentra-
lizado y próximo a todos los interesados actuales y potenciales ; 
b) En lo metodológico : la efectiva implantación de la alternancia , 
la modularización y la validación y acreditación de la formación adqui-
rida por cualquier medio ; 
e) En lo operativo : 
el establecimiento y permanente adecuación de la lista de califi-
caciones a las que puede accederse a través del aprendizaje ; 
la instrumentación del sistema de visados y autorizaciones a las 
empresas para contratar aprendices, supeditados a que llenen los requi-
sitos mínimos para garantizar que están en condiciones de proporcionar 
de modo satisfactorio la formación correspondiente; 
la determinación de los niveles de capacitación y aptitudes pe-
dagógicas exigibles a los maestros , y el establecimiento de facilidades 
para su reciclaje y actualización ; 
la exigencia, siempre que sea posible, o progresivamente, a quie-
nes se proponen iniciar el aprendizaje profesional , de haber alcanzado 
niveles de educación básica suficientes para acceder a una verdadera 
cualificación. Cuando fuere necesario, deberían proveerse los medios 
para alcanzar esos niveles a quienes ya han comenzado o están por co-
menzar el aprendizaje .6 
la implementación del aprendizaje con el sentido de una forma-
ción inicial y preparatoria para una formación que se continúe toda la 
vida. 
13. Sobre esas bases, la reglamentación del contrato de aprendizaje 
debería partir de: 
a) Reconocer, a todos sus efectos, el contrato de aprendizaje , como 
un contrato de trabajo cuyas características especiales responde exclusi-
vamente a la finalidad formativa que se le agrega. Ello debe significar, 
por un lado , la toma en consideración , como un factor decisivo , de la 
' La col aboración de las organizaciones de emplea dores y trabaj adores en las politi cas y programas de 
orientación y FP es reclamada por el art . 5 del C. l42 y por la R. l50 . 
6 
En el anexo 3 del doc. Mise a JOUr des No rm es . .. (BIT), cit. se incluye entre los elementos a agregar o 
destacar en la rev. de la Rec. 150/1 975 : «la importancia de las.fúrmaciones de 'puesta a nivel ' o de 'rattrapage · 
comp rendido el caso de los iletrados>> (p. 12). 
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circunstancia que el aprendiz es acreedor a una formación y, por otro, 
que debe gozar de la totalidad de los derechos laborales y previsionales, 
tanto individuales como colectivos, desde el momento en que se inicia la 
relación. 
b) La aceptación de la aplicabilidad a los aprendices menores de 
todas las normas que regulan el trabajo de ese grupo etario; tales como 
edad de admisión , exámenes preventivos, prohibición de algunas acti-
vidades o tareas, etc. La previsión de la autorización de los responsa-
bles del menor en la concertación del contrato, no debería importar la 
sustitución de la voluntad de quien debe cumplirlo . 
e) La admisión expresa de que el incumplimiento de los requisitos 
esenciales de forma o de fondo impuestos por las leyes , así como el in-
cumplimiento grave de las obligaciones laborales o relativas a la forma-
ción , por parte del empleador, aparejarán la conversión automática del 
contrato de aprendizaje en un contrato de trabajo típico, en la categoría 
de las tareas que está desempeñando efectivamente el supuesto apren-
diz. 
d) La aplicación subsidiaria o complementaria de las normas ge-
nerales sobre formación profesional y de las reglamentaciones adopta-
das por los organismos oficiales competentes . 
14. En ese marco, los servicios administrativos respectivos debe-
rían ser encargados de proveer de un modelo o contrato-tipo de obser-
vancia obligatoria , ajustado a las preceptivas legales y reglamentarias , 
así como a las que resulten de la negociación colectiva. 
El contrato-tipo debería contener, además de los datos 
identificatorios, por lo menos los siguientes items : 
a) Objeto del aprendizaje claramente definido, que incluya el com-
promiso de no ocupar al aprendiz en tareas ajenas a su formación . 
b) Lugar en que se desarrollará la formación y la actividad práctica. 
e) Duración máxima del aprendizaje con arreglo al plan estableci-
do , dentro de los términos legales, lo cual debería entenderse sin perjui-
cio del derecho del aprendiz a someterse con anterioridad a las pruebas 
que correspondan a la calificación a la que aspira. 
d) Individualización de la persona, habilitada por la autoridad com-
petente, que tendrá a su cargo la instrucción dentro de la empresa. 
e) Indicación del plan de la formación y de sus etapas, así como 
del tiempo que, dentro de la jornada laboral , deberá dedicarse como 
mínimo para cumplirlo . 
t) Designación de la institución, centro o escuela que dispensará 
la formación complementaria. 




h) Fijación de la remuneración garantizada al aprendiz, bajo reser-
va de las condiciones más favorables que puedan resultar de las leyes o 
los convenios colectivos. Dicha remuneración no podría ser inferior al 
mínimo vital, con adecuación al costo de la vida y deberían estar previs-
tas las etapas en las que iría aumentando, en función de Jos progresos de 
la formación. En ningún caso sería admisible la remuneración en fun-
ción del rendimiento . 
i) Individualización de la persona habilitada, que se desempeña-
ría como tutor o consultor y aseguraría las relaciones entre la empresa y 
el centro de formación, así como con la autoridad competente. 
j) Obligación del empleador de cumplir con sus obligaciones como 
tal y como responsable de asegurar la formación convenida al aprendiz; 
y, de éste, de realizar con razonable diligencia las tareas encomendadas 
en el marco del aprendizaje y de aplicarse al aprovechamiento de la ins-
trucción tanto práctica como teórica. En el contrato debería constar en 
caracteres destacados, para conocimiento del aprendiz, que sus faltas de 
asistencia o de aplicación a la instrucción, son equiparables a las faltas a 
la actividad laboral. 
k) Derechos que se le reconocerán al aprendiz que ha culminado 
exitosamente su aprendizaje . 
15. La legislación debería prever: 
a) La aprobación y registro por la autoridad competente del con-
trato de aprendizaje suscrito entre las partes , antes de su entrada en 
aplicación , o dentro de un plazo breve, Juego del comienzo de la rela-
ción . 
b) La regulación del funcionamiento de las escuelas profesionales 
y centros de formación de aprendices , que en cualquier caso, para ser 
admitidos a dispensar la formación complementaria de la práctica, ten-
drían que contar con habilitación de la autoridad competente. 
e) El establecimiento de las condiciones que deberían reunir los 
instructores y tutores , así como el número máximo de aprendices que 
podrían tener a su cargo cada uno de ellos . 
d) La extensión máxima del período de prueba y la descripción de 
las causales de justificación de la terminación anticipada de la relación 
de aprendizaje, así como el monto de las eventuales indemnizaciones 
debidas a los aprendices por la frustración de sus expectativas de califi-
cación. La eventualidad de prórrogas , condicionada al interés de la for-
mación del aprendiz, debería estar convenientemente reglamentada y 
limitada . 
16. Asimismo, la legislación debería adecuar a las particularidades 
del aprendizaje las normas generales sobre evaluación y certificación 
de las capacidades laborales . 
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Cuando ello no esté ya previsto en la legislación sobre enseñanza, 
se debería organizar, en forma progresiva, la circulación entre el sistema 
de FP y el sistema educativo, así como la equiparación con las de éste, de 
las certificaciones resultantes del aprendizaje . 
En el ámbito internacional y de las comunidades económicas debe-
ría tenderse a la homogenización de las calificaciones y de los métodos 
de evaluación , así como al reconocimiento y validación internacional de 
las certificaciones . 
También debería funcionar un régimen de inspección y asesoramien-
to , lo más continuado posible , referido al seguimiento de las etapas de 
los planes de formación y a la vigilancia del cumplimiento de las obliga-
ciones contractuales y laborales en materia de formación. Tal control, 
que debería ejercerse por servicios competentes, con participación de 
los interlocutores sociales, no excluiría el control normal de los aspectos 
laborales de la relación, a través de la Inspección del Trabajo . 
17. La experiencia cumplida en muchos países autoriza a suponer 
que el mejor estímulo para promover el aprendizaje, tanto como la ver-
dadera justificación de que se lo fomente, están supeditados a su efica-
cia para cumplir con los objetivos formativos y a su desenvolvimiento 
en condiciones de dignidad y respeto de las legítimas expectativas de 
las partes de la relación que se crea. 
Como quiera que sea, y especialmente cuando la actividad formati-
va es impuesta legalmente a los empleadores , puede justificarse que se 
establezcan determinados beneficios económicos que los compensen por 
los gastos y preocupaciones propias de sus responsabilidades respecto 
de la formación de los aprendices. 
Una de las mejores y más racionales formas de incentivar a los em-
presarios en materia de aprendizaje , parecería ser la de admitir amplia-
mente las compensaciones con los importes de las tasas de aprendizaje o 
contribuciones similares a fondos de formación .7 Eventualmente, tam-
bién podrían preverse reducciones o exenciones de otros impuestos. En 
cambio, no parece en absoluto conveniente, aunque se halle ampliamente 
difundida , la reducción de los aportes a la Seguridad Social. 
18. Al término de estos desarrollos , cabe también concluir que el 
examen del derecho comparado, referido a estos últimos años , ha pues-
to en evidencia que la tendencia mayoritaria es a contemplar varios de 
los extremos señalados precedentemente, aunque no es frecuente que se 
atienda a la integridad de las cuestiones, ni que la regulación sea plena-
mente satisfactoria. 
7 
En vari os países en que ri gen esas compensaci ones, ha podido comprobarse qu e las empresas se ven 
estimul adas a efectuar un gasto que supera largament e el benefic io que reciben. 
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Por tal razón, debe admitirse que aunque se han hecho progresos 
considerables en la dirección indicada, en general la normativa aparece 
como insuficiente o incompleta. Asimismo, no puede ignorarse que en 
un clima propenso a la desregulación laboral , el apremio por encontrar 
soluciones a las dificultades de los jóvenes y otros grupos a acceder al 
empleo, ha inducido a los legisladores en algunos países a encuadrar el 
contrato de aprendizaje al margen del Derecho del Trabajo y de la Segu-
ridad Social. 
19. Cabría agregar que , aunque por razones ya expuestas , la inves-
tigación que sirve de soporte al presente estudio , no ha encarado el gra-
do de aplicación efectiva de las normas , la propia insuficiencia de éstas, 
en la mayoría de los países, y el descaecimiento de la vigencia del Dere-
cho del Trabajo - que ha cundido parejamente en los de escaso desarro-
llo y en los desarrollados-, hacen presumir que, salvo excepciones , con-
tinúa siendo bajo el nivel de cumplimiento de los dispositivos de protec-
ción de los derechos de los aprendices. 
Además, ese ancho margen de desprotección alcanza presumible-
mente tanto a los aspectos propiamente laborales como a los formativos . 
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Apéndice 1 
GuíA TEMÁTICA DE LA LEGISLACIÓN REFERIDA 
l. Normas de carácter general 
1.1 Definiciones, cuestiones de principio, política, promoción, 
derecho a la formación, igualdad de oportunidades, etc. 
J. J. J A frica: 
- Argelia.- L. 90-1 l. 
- Chad. - D. 1/1989 
- Cóte d'lvoire.- D. 92-316 y Res.57/1994 (AGEFOP) 
- Gabon.- D. 2 73 /PR/MINTRHFP/ 1994 (Fondo esp.) ; CT/1994, art. 103. 
- Namib ia.- Ley de 23 .09.94 (National Vocational Training Act, 1994- No. 
18/1994 ). 
- Sud áfr ica. - Ley No. 125/ 1993 .- Technikons Act, 1993 
- Tanzania.- 8. 12.1994.- Voc. Ed. and Training Fund (Regl. 1995 GN No. 
6 15 / 1994). 
- Túnez.- L. 93-1 O. 
1. 1.2 América: 
- Argentina.- Const. 1994, art. 75.19; Ley N. de Empleo No. 24.013/1991 
(Regl. por DO. 751 / 91 y 2726/91); Ley F. de Ed.; Ley del IN ET; Ley 
24.667 (PYME) , art. 96; Programas:Empleo Priv.(PEP, Res.SsE 18/94; 
PRIDIS , Res. MTSS , 86/94; «Ret. a l Trab.» , Res. MTSS 448 /94; 
PRONAPAS, Res. MTSS 1.051 /94;PRONASE, Res. S sE 33 /94; 0.2072/ 
94, Emp. en crisis. 
- Brasil.- Ley 8.069 de 13.07.90.- «Estatuto da Crian"a e do Adolescente»: 
Aprendizaje, trabajo educativo , etc. , art.63. 
- Chil e.- Estatuto de Capacitación y Empleo. DFL No. 1/ 1989- MTPS. 
(Reglamentado por D.S. No. 146/1989, MTPS) 
- Colombia. Const. 1991 (arts. 53, 54, 67, 64, 70).- Ley 119, 9.02.1994 (SENA); 
Ac. No. 12, 28.08.1985 (SENA: definición de FP integral) . 
- Costa Rica.- L. de Prom. de la lg. de la Mujer/1991, arts. 19-20. 
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- Ecuador.- 07.1994 (SECAP). 
- El Salvador.- D. 554, 8.07. 1993 (INSAFORP). 
- Estados Unidos.- Regto. JTPA/ 1994, Part 628 (Programa NEW). 
- México.- Sistema de Normalización y Certificación de la Competenc ia 
Laboral (2.08.1995). 
-Nicaragua.- D. 3/91, 10.0 1.1991 (INATEC); Regl. Ac.4111995. 
- Uruguay.- L. 16.04511989, arts. 2. 12 -j y 4. 
- Venezuela.- 1993 , L. de Igualdad de Oport. para la Mujer, arts. 8 a 1 O. 
1.1.3 Asia: 
- Corea.- L T. No. 409911989, (modif. LT de 1953). 
- Filipinas.- L. 2.03.1994 (Estímulos a las C iencia y Tecnol.) ; Ley de 
25.07.1994.- TESDA/ 1994 (No. 7796/1994). 
- Irán .- CT/ 1992. 
- Japón.- 5.04. 1993 - Skill Training System. 
- Vietnam.- CT, arts. 109-111. 
1.1.4 Europa: 
Alemania.- 12.01.1994.- En m. a la ley sobre promoción de la FP. 
España.- Real Dec. 63111993 (3.05.1993) Plan Nac. de Formación e Inst. 
Pro f. 
Grecia.- Ley 2009/ 1992.- Sistema Nac. de Ed. y FP. 
Italia .- L.l 0.04.1991 , No. 125 (acciones positivas para la real. de la pari-
dad hombre-mujer en el trab .). 
U.E.- Res. del Consejo de 11.06.1993, relativa a la FP para los años 90 
(D.O.C.E. , 8. 7.93) (93/C 186-02). 
- Decisión del Consejo de 6.12.1994.- Programa de acción para la aplica-
ción de una poi. de FP de la C.E. (D.O.C.E 29.12.94) (94/819/CE). Pro-
grama «Leonardo da Vinci». 
- Dictámenes comunes del diálogo social sobre FP. 
1.1.5 Oceanía: 
- Australia.- (Western) lnd. Training (Apprent. Training) Amend. Reg ., 
1993 (EM 301 ); Austr. Na t. Train. Authority Amen d. Act. (No. 111 1 
1993 ); V oc. Ed. and Training Funding Laws Amen d. Act 1993 (No. 119/ 
1993). 
- N. Zelandia.- Ley No. 10811988 de 30.06. Pro gr. de acc. a la FP. 
1.2 Creación o reglamentación de organismos sobre política 
y supervisión de sistemas 
1.2. 1 A frica: 
- Chad.- Decreto 31 12.1993.- D. 765/ PR/ MPC/93. - Creación de un Co-
mité Nal. para la Educ. y la FP en rel. con e l empleo (tripartito); Decre-
to 31.12.1993.- D. 766/PR/ MPC/93.- Idem de un observa!. s/la ed. y la 
FP en rel. con el empleo. 
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- Tanzania.- 15 .12.1994.- (sobre Junta de FP). 
- Tunez.- L.9311493 de 12.07.1993, art. 6 y 8. 
- Zimbabwe.- 2411994. 
1.2.2 América: 
- Argentina.- Ley N . de Empleo No. 24.013/ 1991, arts. 128, 129 135-f, 
136, 137; D. Regl. 2725/91 , art. 25 y ss.- D. l442, 12.08.92 MTSS, Secr. 
TSS-FP 
Brasil.- L.8 .31511991 (SENAR). 
Chile.- Estatuto de Capacitación y Empleo.- Decr. Supr. con fuerza de 
ley No. 1/ 1989- MTPS, arts. 2-a, 9 y ss. (Reglamentado por D.S. No. 
14611989, MTPS) 
Colombia.- Ley 11911994, Reestructura del SENA. 
El Salvador.- L. 554/ 1993 (INSAFORP). 
Estados Unidos.- Department of Labor, Employment and Training 
Administration (ETA) , 20 CFR Parts 626 & 638.- Rin 1205-AA Job 
Training Partnership Act: Job Corps Program Under Title V -B.- Agency: 
Employ. & Train. Administration Labor.-
México.- Sistema de Normali zación y Certificación de la Competencia 
Laboral (2.08.1995) 
Nicaragua.- D.3 /91, 10.01.1991 (INATEC) 
1.2.3 Asia: 
- Filipinas.- L. 779611994, integr. del TESDA. 
- Japón.- 5.04. 1993 - Skill Training System. 
1.2.4 Europa: 
- Bélgica.- D. 3.07.1991 , creación del VIZO (Institutos de FC para Clases 
Medias de las Comun. Flamenca y Al.) 
- Francia.- D. 94-574 de 11.07.1994 (sobre los Comités reg. de la FP pro-
moción social y empleo (mod. del Tit. I del Libro IX del CT); D. 94-575 
de 11.07. 1994 sobre atrib. de los Comités Dep. de FP (Mod. del CT). 
- Reino Unido.- Ley de 26.05.1988 Tit. 11 Empleo y formación Nos. 24-
29.- mod. varias leyes ants. (Comisión de Formación- Junta de Forma-
ción Profesional) . 
1.2.5 Oceanía: 
- Australia, Employment Services Act 1994 (No. 176-1994 ).- El Serv. Nac. 
del Empleo (CES) es resp. de los training programs administrados por 
los comités locales. 
1.3 Creación o reglamentación de servicios y acciones de FP 
1.3.1 Africa: 
- Namibia.- Polytechnic of Namibia Act, 1994 (No. 33 /94). 
- Sudáfrica.- 9.05.1994 .- Enmiend'as a la regl. de los Colegios Técnicos 
(No. R 91411994) 
- Tanzania.- 15 .12.1994.- Order 616/ 1994 (sobre centros de FP) 




- Argentina.- Ley del INET/ 1995 
Chile. - Estatu to de Capac itac ión y Empl eo. - Decr. Supr. con fuerza de 
ley No. 1/ 1989- MTPS (SENCE, arts . 38 y ss.) .(R. por D.S. No. 146/ 
1989, MTPS, Tít. 111); CT (texto re f. coord. y sist.), DFL No. 1, 7.1.94. T ít. 
VI , arts. 179-183. 
Ecuador. - Res. 28.07 .94.- Acuerdo MT y Rec. Hum.- Nuevo Reglamento 
Org. Func. de l SECAP. 
Estados Unidos.- Job Training Reform Amendment /1992. 
México.- Sistema de Normali zación y Certifi cac ión de la Competencia 
Laboral (2.08. 1995) 
Venezuela.- D. Ní 273 de 11 .08. 1994. - Creación de l Centro de Forma-
ción Especial, para capacitación en ofic ios a j óvenes y ad ultos con pro-
blemas de ap rendi zaje. 
1.3.3 Asia: 
- Irán. - 27.12.1992.- CT- Art. 110- (Regl. concern. a la creación de Centros 
de FP). 
- Japón.- 5.04. 1993 - Ski ll Training System. 
1.3.4 Europa: 
- Bélg ica. - (Com. Flam.) D. del PE Flam. 9.06. 1993. Ref. al régimen sobre 
ens. sec. prof. a tiempo parcial (Com Franc.) Dec. de la Com. Com. Franc. 
de 17.03.1 994 Creación del In st. Brux. Franc. pour la FP 
- Franc ia.- D. 94-93 6 de 28.10.1994.- Sobre Organ. hab ilitados a recibir 
contribuciones destinadas a la FP vert. por los empleadores. 
- Rus ia (Fed.).- Ord . No. 1237 de 3.11.1994.- Regto. tipo de estab l. de en -
señanza ge nera l di spe nsando cursos nocturnos. 
1.4 Cuestiones relacionadas con el mercado del empleo y la reconversión 
1.4.1 América: 
- Chi le. -Estatuto de Capac itación y Empl eo. - Decr. Supr. con fuerza de 
ley No. 1/ 1989- MTPS. (R .D.S. No. 14611989) 
- EE.UU .- Ley de 4.08 . 1988, sobre la noti f. de ajustes y reciclaje de los 
trabaj adores. 
- México.- Sistema de Normalización y Certifi cac ión de la Competencia 
Laboral (2.08.1995) 
1.4.4 Europa: 
España, Real Dec. L. , 18/1993 de 3.12.1993 (medidas urgentes de fo -
mento de la ocupación). - L. 1011 994 de 19.05.94 (ídem). 
Francia.- L. 89-549 (mod. CT) Derecho a la reconversión. 
Grec ia.- L. 1836/ 1989 (Promoción del empl eo y la FP) 
Suecia .- Ordenanza 1993: 1450, sobre mercado del emp leo (mod.Ord. 
1987:406) 
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2. Financiamiento de la FP (fondos de apoyo, tasas, contrib., etc.) 
2.1 Africa: 
- Chad .- Decreto 3 1.12 . 1993. - D.767/PR/MPC/93 .- Creac ión del Fondo 
Nac. de apoyo a la FP (administración tripartita). 
- Cote d'lvoire.- D.87-737, creación del IPN ETP. 
- Malawi.- Ord. 3/1993 de 2 1.0 l. 1993 sobre tasa para la FP. 
- Mauritania.- 5.09. 1994.- D. 94-084, Creación de un Fondo de Apoyo a 
las Acti vid ades de Formación (FAAF). 
- Namibia.- L. 1811994, Nat. Voc . Train. Act, arts. 44 y ss. 
- Sudáfrica.- 7.09.1993.- Prov. para el Fondo Especial para la Ed. Técnica 
y la FP. 
- Tanzania.- 8.12.1994.- Vocational Ed. & Training Fund; 15 .12. 1994. - Ex-
cepciones a la Tasa de Voc. Train . (GN No. 6 15/ 1994); 15.12.1994.- Order 
6 19/ 1994 . (s/tasas de FP). 
- Túnez.- L. 881145, y D. 93/696 , 5.04.1993. 
- Z imbabwe. - L. 24/ 1994. 
2.2 América: 
- Canadá-Quebec .- L. 22.06. 1995 (Creación de los Fondos de Desarrollo 
de la Con f. de S ind . Na c. para la Coop. y el Empleo). - L. 22.06.1995 
(Estímulos a la formación de mano de obra). 
Ch il e.- Estatuto de Capacitación y Empl eo. - DFL No. 1/ 1989 MTPS, 
arts. 14 y ss.(Regl.por D.S. No. 146/1989, MTPS, 7.12.1989, Tít. III , Párr. 
VI); L. 19.2 14/ 1993. Fondo para la capac. y la f. si ndical. 
Co lombia.- L. 119/ 1994, art. 30,4-b) 
El Salvador.- D. 554/ 1993 , art. 26-c (INSAFORP) 
Perú.- L. 26.272/ 1993 (SENATI). 
2.3 Asia: 
- S ingapur. - L. No. 19/ 1991 (modif. la Skill s Dev. Levy Act, Ch. 305/ 
1985, rev. ed. Reg. No. S 31811993.- S. D. L. 
2.4 Europa: 
- Franc ia. - L. 90-579, 4.07. 1 990; L. 91-1405 , 31.12 . 1991 ; D. 94-936 de 
28.10.1994.- sobre Organ. habilitados a rec ibir contrib. a la FP vert. por 
los empleadores. 
- Polonia.- L. 29.12.1989, art. 37/ 12 
3. Bolsas, becas, estipendios y facilidades a estudiantes y stagiaires, 
licencias pagadas para formación etc. 
3.1 Africa: 




- Brasil.- L. 8.069/1990, art. 64. 
- Costa Rica.- Regl. de 20.02.1995- Becas al !NA. 
- Chile. - Estatuto de Capacitación y Empleo .- Decr. Supr. con fuerza de 
ley No. 1/ 1989- MTPS, arts . 26 y ss. (Reglamentado por D.S. No. 146/ 
1989, MTPS, Tit. lll , Párr. VIII) 
- Uruguay. - L. 16.320/ 1992, art. 327 inc. b). 
3.3 Asia: 
- Irán .- CT/1992 
- Kuwait.- Ley No. 10/1995, 15 .02. 1995, (sob re estipend io a estudian-
tes .. . para ed. y FP). 
3.4 Europa: 
Belarús.- CT/ 1992, arts. 193-1 94. 
Espaf\a. - Res. 25 .02.1993. 
Francia.- D. 94-495 de 20.06.1994. - Remuneración de los «slagiaires» 
modif. CT., arts. R.961-2, 3, 9, 15 y R.963-l) . 
Suecia. - Ordenanza 1994:322, mod . de la 1992:330, respecto a sub si -
dios financieros para jóvenes en formac ión; Ley de 16.06. 1994, 1994:358, 
mod. de la L. 1983:1030 sobre ed . de adu ltos y subsidios a los desocu-
pados; Ley de 23.06.199 1994: 11 70. - Ley de enm. a la ley sobre !!Studenls 
allowance» (Programas es tad uales o municipales de ed. de adu ltos). 
3.5 Oceanía: 
- Australia.- Ley No. 18311994 de 23. 12. 1994- Student Assistance; Ley 
de 23. 12. 1994- Student Assistance (Disp. Trans.) 
4. Contrato de aprendizaje 
4.1 Africa: 
- Argelia.- L. 90-34, 1990; D. 90-288, 1990; D. 93-67/ 1993D. exéc. No. 95-
3 1 de 18.01.1 995.(mod. D. exéc. 9 1-51 9 sobre ap licación de la ley 8 1-07, 
relativa al ap rendizaje) . 
- Chad.- D. 767/PR/MPC . 
- Cote d'Ivoire.- CT- 1995, Ti t. 1, Cap. 2, arts. 12.1 a 12. ll.D. 92/05. 
- Egipto.- Ord. 2/94. 
- Gabón. - Ord. 09/93/PR; D. 273/PR/MINTRHFP; CT L. 3-1 994, arts. 8 1 
y SS . 
- Madagascar.- L. 95 -004 (artesanado). 
- Malawi .- Ord . 311993. 
- Mauritania .- 94-084/ FAAF. 
- Nam ibia.- Ley 3311994.- Nat. Voc . Train in g Act/ 1994.- (Parte V. Empl. 
and Train. of App. 1.- Arts . 17-28), 
- Sudáfrica.- L. 15711 993; Enm . de las Cond. de Aprend. , 29.09.1995 . 
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- Tanzania.- D. 8. 12 .1994, Voc. Ed . Train. Fund. ; Order 61611994. 
- Túnez.- L. 93-10, Cap. IV, arts. 21-28; D. 94-1600; Res. Min. 17.01.95 ; 
Res. Min. 27.02.96. 
- Zimbabwe.- L. 2411994 (Manp. Plan. and Dev. Act/ 1994) . 
4.2 América: 
- Argentina.- Ley 24.465, 15.03. 1995, arts. 4 y 5; D. 738/95, Cap. 3, art. 7 y 
SS . 
- Brasil.- L. 8.06911990, arts. 64, 65 y 67. 
- Canadá. - (Ontario).- Regl. 228/95 de 12 .04 .1995- Sobre calif. com. y 
aprend izaje. - Québec.- L. 22 .06 . 1995. 
- Chile.- Estatuto de Capacitación y Empleo.- DFL No. 1/ 1989- MTPS, 
arts. 14 y ss. (R D.S. No. 14611989, MTPS, Tít. III, Párr. VII); CT, DFL 1/ 
1994, Tít.!!, Cap. l , arts 78 y ss. 
- Colombia.- Ac. 18-107, 07.06.1994 (SENA). 
- Costa Rica.- Regls. !NA 2842/ 1991 ; 30.06.1993, y 06.02.1995. 
- Ecuador. - L. 19.04.1995. 
- Estados Unidos.• JT Reform Amend./1992. 
- Guyana.- Ind. Training, L.l/1993. 
- Nicaragua.- D. 3-1991 , INT; D. 40-94, L. Org. INATEC; Regl. CFPAc. 41-
95. 
- Paraguay.- CT L. 213/93 y mod. por L. 496/ 1995, arts. 105-127. 
- Perú.- L. 26.272/ 1993 (SENATI); L. 26.513 , TO DS 05,95- TR. 
- Rpca. Dominicana.- CT L. 16/ 1992, Lo. IV, Caps Il y III. 
- Venezuela.- LOT, 1990, Tit. V, Cap. 1, arts. 247 y ss. y 266 y ss; Res. M.Ed. 
1255-A/ 1992; D. Pres. 3230/1993; D.Adm. 768-93-08/ 13.04.1993. 
4.3 Asia: 
- Bahreim- Ord. 20/1994 
Chi na (R. PJ- L. de T, 5.07.1994, Cap. Vlll, arts. 66-69. 
Corea.- CT, L.4.099/ 1989, arts. 74-77. 
Filipinas.- CT, 21.03.1989; L. 7796.- TESDA, 1994. 
Irán.- CT L. 27.12.1992, arts. 112 y ss. 
Kuwait.- L. 1995. 
Vietnam.- CT L. 23.06.1994, Cap. III , arts. 20-29. 
4.4 Europa: 
- Alabania.- CT, L. 796111995. 
Alemania.- L. 20.12.~993 y 12.0 1. 1994, Enm. a la L. BBiG/ 1969. 
Austria.- Orden. M.AS,EC,No. 1085- 30.12.94. 
Belarús.- CT, arts. 180-182 y 187 y ss. 
Bélgica.- D. 03.07.1991; Arr. 22.10.91 ; Arr. 24.10.91; Arr. Exec. Comm. 
Franc. 24.10.1991; D. del PE Flam. 9.06.93; D. Comm. Franc.17.03 .93; 
Arr. Gouv. Comm. Franc., 18.05. 1995; Arr. Gouv. Wallon 6.04.1995. 
Croacia.- L. de Trab. , 75811995, Cap. 5. 
Dinamarca.- L. 2111989 (sobre Ed. y F.P.) 
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- España. - Real Dec. 2317/ 1993, 29. 12 .93, (Contratos de prácti cas y apren-
di zaje) ; Orden MTSS 19.09.1 994 (sobre determinados aspec to s 
formativos de los c. de a. y certif.). - ET, mod.leyes 1 O y 11 11994, texto 
ref. R.Dec. 1/ 1995, arts. 11.- Res. Dir. Gral. INE, 18. 10. 1994 (desarro llo 
de aspectos de los c. de a.). -
- Francia.- Leyes(mod. CT): 90-579; 90-6 13 ; 91-1 ; 9 1-1405: 92-675 ; 92-1 446: 
93-1313 ; 94-638; y Decretos: 0 .90-55 ; 91-688; 9 1-831 ; 9 1-1 083 ; 9 1-1107: 
92-463 ; 92-886; 92-1 065; 92- 1075: 93-18; 93-280; 93-3 16: 93-54 1: 94-398 : 
94-399; 94-495 ; 94-496; 95-998. 
- Grec ia. - L. 1836/ 1989 (Promoción del Empl eo y la FP). 
- Holanda. - L. WCDO, O 1.08.1993. 
- Irlanda.- 1995.- L. 24.07.1995.- Labour Services Act Appr. Rules, 1995. 
S. l. No . 19811995 (Normas del sis tema de aprendi zaje). 
- Luxemburgo.- 4.09.1990 (Sobre form. sec., técnica y fpc que in corpo ró 
e l aprend . al ciclo intermedio de la Ed . Técni ca). 
- Polonia.- L. 29. 12.1989. 
-Portugal.- D.L. 436, 23 . 11.1 988. - D.L. 383, 9. 10.199 1, y Regto. No. 1061 
de 13. 11.1992. 
- Suecia. - Ord . 1993:1 950; 1994:358; Leyes : 1994:322; 1994:358: 1994: 11 70. 
4,5 Oceanía: 
- Australi a. - L.lll y 11 9 de 1993 y 183 de 1994. 
5. Contratos para prácticas, stages, contratos de adaptación 
al empleo, adiestramiento, relaciones de contacto, 
meritoriaje, reciclaje, etc. 
5,/ Africa: 
- Marruecos.- L. N í 1/93 , 23.03.1993 (stages de fonn. , adaptac ión e inser-
ción). 
- Túnez.- Res. MFP 30.05. 1995, (condiciones y modal. de la form en alter-
na nc ia). 
5,2 América: 
- Argentina.- Ley N . de Empleo No. 24.013 / 199 1 (Contrato de prácti ca 
labo ral para jóvenes, arts. 51 y ss, D.R. 2725/9 1, arts. 16 y ss.: Contrato 
de trabajo-formación , arts . 58 y ss.; D.R. 2725/91 , a11s. 19 y ss.). 
- Bras il.- Ley 8.859/ 1994 , modi f. a la Ley 6.494 so bre «Estágio de 
est ud an tes» . 
- Estados Unidos. - .Job Training Re form Amend . /1992 ; Reg l. ETA vig . 
30.06.1995-
5.3 Asia: 
- Filipinas.- CT, arts. 73-77, contratos para act iv. semi-cual. 
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5.4 Europa: 
- Bé lg ica. - Dec. Rea l 49511987 (contratos de fo rm . para jóvenes) 
- Dinamarca. - L. No. 210-1989 (Re l. a la ed. y FP). 
- Espaiia.- L. 22/ 1992: Real Dec . 2317/ 1993 (29 . 12.93) Contratos de prác-
ticas y aprendizaje : ET, mod . leyes 10 y 11 11994 de 19.05.94, ans. 11 y 
23 (texto rd. Rea l Dec. 11 1995). 
- Fra nc ia . - L. 31 . 12. 1991 (C ontrato de Or ientación):D. 94-495 de 
20 .06. 1994 .- Remune raci ó n de los stagiaires de FP que siguen enseñan-
za a dis tancia (modilic. CT . art s. R.96 1-2. 3. 9. 15 y R.963-l). 
- Ita li a. - L. 29.12. 1990. Nó . 407 , art. 8.- (Normas en materia de form. y 
trab . )- L. 19.07. 1994, Nó. 451.- (Di spos. urgentes en materia de ocupa-
ción - Conv. del D.Ley No. 295/ 1994 ); D.Ley. 4.12.1995. No. 515. art. 8.-
(Tirocini Formazioni e di Orientamen to ). 
6. Normas particulares sobre FP (no incluidas en otros items) 
6.1 América: 
- Argentina.- Ley 24.467, 15.03.1995, Sección VII , art. 96. 
- Brasil.- L. 8.06911990.- Estatu to da crian¡;a e do ado lescente, (Aprendi-
zaje-Trabajo educati vo), arts. 62-69 . 
- Venezuela.- D. No. 273 de 11.08.1994.- Creación del Centro de Forma-
ción Especial , para capacitación en oficio s a jóvenes y adultos con pro-
blemas de aprendizaje. 
6.2 Asia: 
- Bahrein.- Order No . 20/ 1994, MTSS -(sobre mod. Order 13 / 1979 re!. a 
la reg. de la FP para jóvenes en el sector de la empresa privada). 
6.3 Europa: 
- Italia.- L. 5.02.1992, No. 104, L. Cuadro para las personas discapacitadas. 
- Suecia.- Ord . de 16.06. 1994, 1994:936, sobre jóvenes en formación. 
7. Evaluación y certificación 
7.1 Africa: 
Argelia. - L. 90-34, art. 2 y Dec. Exec. 93-67, art. 11 Dec. exec. , No. 94-469 
de 25.12.1994- Sobre clasif. de puestos en los serv icio s de formación 
profes ional. 
Cóte d'lvoire, art. 12.9 y 12.10. 
Gabán.- CT, art. 95. 
Sudáfrica.- 14.12.1993.-Ley No. 18511993 .- Certific. Council for Techn. 
Ed., Amend- Act, 1993; L. 29.09.1995 . 
Namibia.- N.V.T.Act/ 94. 
Túnez.- L. 93-1 O. art. 28. 




Argent in a. - Ley N. de Empleo No. 24.013 / 1991 Certif.: art s. 54 y 62: 
D.R. 2725/9 1, arts . 18 y 21 ; Res. Mini st. 11 /9 1, art. 8; L. 24.46511995 , 
arts. 4 y 8. 
Canadá.-(Ontario) Regl. 228/95 de 12.04. 1995- Sobre calificación co-
mercial y aprendi zaj e. 
Co lombia. - A c. 18/ 1994 (SENA), art. 1 O, 11 y 13. 
Costa Rica. - Regto .. f. O. !NA 30.06. 1993. 
Guatemala.- CT 1989, art. 172. 
Méx ico.- 1995. - Sistema de Normali zac ión y Certi ficación de Co mpe-
tencia Laboral. 
N icaragua. - Ac. 4 111995-lNATEC, arts . 53 y 54. 
Panamá. - D. 36-9 1. 
- Paraguay.- CT, art. 11 O. 
- Rpca. Domicana, Res. 15/88. 
7.3 Asia: 
- Ch ina.- L. 05.07 .1 994, art. 69. 
- Filipinas.- L. 7796/1994, art. 14 B. 
- Sri-Lanka. - L. 1211995 . 
7.4 Europa: 
- Alemania.- 20 . 12. 1993 , Ley so bre artesaní as y FP (certificación). 
- Bélgica.- D. 3.07 .1 99 1, art. 4. 
- España.- Real Dec. 2317/93. art. 12; Real Dec. 797/ 1995. ( 19.05. 1995) 
Direct rices sobre certific. de profes iones. 
- Francia.- CT, arts. L. ll 7-7; L.ll7-9; L.ll7 bi s.5 .párr. final y R. 15 1-5. 
- Ita lia.- L. 451 de 19.0.1 994, art. 16.9. 
- U.E. - Dictamen común («Diálogo Social sobre FP») sobre cualificac iones 
y certificados profesionales ( 13. 1 0. 1992) . Res. Cons. «Transparencia de 
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Autor 
Apéndice 2 
LISTA DE ABREVIATURAS Y SIGLAS 
Título de acceso a la Universidad (Alemania) 
Acuerdo 
Agencia Nac ion al de la FP (Cote d'lvoire) 
Alemania 






Bachillerato Profesional (Francia) 
Ley de Formación Profesional (Alemania) 
Certificado (Brevet) de Estudios Profesionales (Francia) 
Escuel a Profes ional (A le mania) 
In stituto Federa l de la Formación Profesio nal (A lemania) 
Oficina Internacional del Trabajo 
Bolivia 
Certificado (Brevet) Técnico (Francia) 
Bachillerato Francés (Francia) 
Certificado (Brevet) de Técnico Superior (Francia) 
Convenio Internacional de Trabajo (OIT) 
Contrato de Aprendi zaj e Industrial (Bél g ica) 
Certificado de Aptitud Profesional (Francia) 
Certificado de Aptitud Técnica y Profesional (Luxemburgo) 
Convenio o contrato colectivo 
Certificado de capacidad manual (Luxemburgo) 
Centro Europeo para el Desarrollo de la Formación Profesional 
Comunidades E uropea s 











































Créditos de Formación (Francia) 
Centro de Formación de Aprendices (Francia) 
Certificado de Formación Profesional y Aprendi zaje 
Centro de Formación Profesional Especializada (Argelia) 
Carta Interamericana de Garantías Sociales 
Centro de Información y Animación de la Juventud (Argeli a) 
Centro Interamericano de Inyestigación y Documentación sobre 
Formación Profesional 
citado 
Certificado de Iniciación Técnica y Profesional (Luxemburgo) 
Consejo Nacioríal de Acreditación y Medición de la Calidad (Bo-
livia) 
Comité Nacional para la Educación y la Formación ligada a l 
Empleo (Chad) 
Constitución poi ítica 
Clase Preparatoria del Aprendi zaje (Francia) 
Carta Social Europea 
Código de Trabajo o del Trabajo 
Decreto 
Diploma de Estudios Universitarios Generales (Francia) 
Fondos de Desarrollo de la FP (Cote d'Ivoire) 
Decreto con fuerza de ley 
Decreto ley 
Departamento de Trabajo 
Derecho del Trabajo 
Declaración Universal de Derechos Humanos 
Diploma o Título Universitario de Tecnología (Francia) 
Educación o educativo 
enmienda o enmendado 
en sentido estricto 
Espai'ia 
Estatuto de los Trabajadores 
Employment and Training Administration (Estados U1nidu s) 
Consejo de Formación y Empleo (Irlanda) 
Formación continua 
Fondo Nacional de Empleo 
Fondo Nacional de la Juventud (Cote d'lvoire) 
Formation Continue en Europe 
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Califi cac ión Profes ional Genera l Naciona l 
Ge nera l 
Ense iianza Secunda ri a General Superio r (Hol anda) 
Holanda 
inter a lia 
Instituto de Emp leo y Formación 
Instituto Nac ional de Aprendizaje (Costa Rica) 
In stituto Nac iona l Tecnológico (N icaragua) 
inci so 
Instituto Nac ional de Formac ión y Desenvolvimiento en la Em-
presa (Argelia) 
In stituto Nac ional de Desa rroll o y Promoción de la Formación 
Continua (Túnez) 
Instituto Nacion al de Empl eo (España) 
Instituto Nacional de Form ac ión Técni co Profesional (Rpca. Do-
minicana) 
lnst.F.C. C. M. Insti tutos de Formación Continua para las «Clases Medias» (Bélgica) 
lnt. Inte rn aciona l 
INSAFORP Instituto Sa lvadoreño de Fo rm ac ión Profes ional 
INTECAP In stituto Técn ico de Capac itació n y Productividad (G uate mala) 
IPNET P Insti tuto Pedagóg ico Nac ional de Ense 11 anza Técni ca y Profesio-
nal (Cóte d'lvoire) 
ISFOL Instituto para el Desarrollo de la FP de los Trabajadores (Italia) 
lt. Itali a 
ITB Comi sión de Formación Industr ial (RU) 
!LO Organizac ión Intern ac ional del Trabajo 
ITO Organización de Formac ión lndlfst ri al (RU) 
JTPA Job Training Partnership Act (Estados Unidos) 
L. Ley 
LBO Ensei'i anza Secu nd ari a Profes iona l Inferi or (Holanda) 
LFT Ley Federal del Trabajo (México) 
LGT Ley Genera l de Trabajo 
LOT Ley Orgánica de Trabajo (Venezue la) 
LT Ley de Trabajo 







Ense ii anza Secundari a General Inferi or (Holanda) 
Enseñanza Profes iona l Intermedi a (Holanda) 
Ministerio de Trabajo, Recursos Humanos y Formación Profesio -
na l 
mod ifi cado 
Mini sterio de Trabajo 
Mini sterio de Trabaj o y Seguridad Social 
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Consejo Nacional de Ca lificac iones Profes ionales (RU) 
Programa para Emp leos no-tradicionales para la Mujer (Estados 
Unid os) 
No rmas Internac ionales del Trabajo 
núm ero 
Ca lificaciones Profesionales Nac ionales 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
On-the-Job-Training 
Organización Internacional del Trabajo 
Obra 
Obreros ca lificados 
Ordenan za 
Organización 





Pacto Internac ional de derechos económicos sociales y culturales 
(ONU, 1967) 
Producto Nacional Bruto 
Política 
Protocolo de San Salvador ( 1 988) 








Revi sta Internac ional del Trabajo (OIT) 
Reino Unido 
Suprema Corte de Justicia 
Se rvicio Ecuatoriano de Capacitación Profes ional 
Se rvicio Nacional de Aprendi zaje (Colombia) 
Serv icio Nacional de Aprendiza je Comerc ial (Brasil) 
Servicio Nacional de Aprendi zaje Industrial (Brasil) 
Servicio Nacional de Aprendizaje Rural (B rasi l) 
Servicio Nacional de Adiestramiento en Trabajo Industrial (Perú) 
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Servicio Nacional de Educación Técnica (Bolivia) 
Sistema Nacional de Educación Técnica y Tecnológica (Bolivia) 
Stage d'initiation a la vie professionnelle (Francia) 
Salario Mínimo Nacional 
Seguridad Social 
Secretaría de Trabajo y Seguridad Social 
tomo 
Consejo de Formación y Empresas (Reino Unido) 
Technical 
Technical Ed ucation and Skills Development Authority (Filipi-
nas) 
Trabajo 
Confederación de Sindicatos (Reino Unido) 
Iniciativa para la Enseñanza Técnico Profesional 
Enseñanza Preparatoria a la Profesional (Holanda) 
Unión Europea 
Véase, ver 
Instituto Flamenco para Empresas Autónomas 
Formación Profesional 
Volumen 
Vocational Skills Training 
Formación para jóvenes (Reino Unido) 
Plan de Formación para jóvenes (Reino Unido) 
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Formación y Legislación del trabajo. 
Muchas de las sociedades industriales 
están experimentando una mutación 
dinámica causada principalmente por la 
tecnología, que las lanza hacia la era de 
la información y las comunicaciones. Los 
cambios no son tan rápidos, dramáticos, 
e inevitablemente también tan creativos 
como destructivos desde el punto de 
vista social, que no es posible 
controlarlos de modo satisfactorio, sobre 
todo a ese nivel. Es por ese motivo que 
la mudanza constituye a la vez una crisis 
para los sistemas de legislación y de 
relaciones industriales -políticas sociales 
inclusive- como lo demuestra claramente 
la creciente fractura social. La variedad y 
complejidad de las situaciones en el 
trabajo y la formación hacen que sea más 
que oportuno el estudio del Prof. Hector 
Hugo Barbagelata, sobre el derecho a la 
educación/formación profesional y las 
condiciones en que se lo aplica. De 
especial importancia es su relevamiento 
del aprendizaje, ya que existe una 
creciente necesidad de establecer 
puentes entre la escuela y las empresas. 
El presente estudio ofrece un cuadro 
completo y detallado de los derechos a 
la formación profesional, y constituye un 
testimonio más de la original tradición 
jurídico-laboral de América Latina. 
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